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Resumen:  

En el presenta trabajo se analizará la procedencia del recurso de revocatoria 

contra la resolución determinativa que dicta la Administración Tributaria en los procesos 

de determinación de oficio de las obligaciones tributarias, a la luz del ordenamiento 

jurídico costarricense.  

El recurso de revocatoria es una figura muy importante para el sujeto sometido a 

un procedimiento administrativo tributario, ya que mediante él se pueden corregir los 

errores y las injusticias que muchas veces se cometen en los procedimientos.  Es 

mediante el citado recurso  que se hace efectivo el derecho a recurrir las resoluciones 

que dicta la Administración Tributaria y así cumplir con los derechos  a un debido 

proceso y de defensa, consagrados en los artículos 39 y  41 de nuestra  Constitución 

Política, que son piezas angulares de todo Estado Social de Derecho, como es Costa 

Rica.    

Es por esto que los procedimientos determinativos de las obligaciones 

tributarias, al ser medios por  los cuales la Administración Tributaria establece  de oficio  

el nacimiento del hecho generador y el quantum del tributo por pagar por parte del 

sujeto pasivo, es indispensable que exista el recurso de revocatoria, para que en caso 

de que el sujeto no se encuentre conforme   con la existencia del hecho generador de 

la obligación y con el monto determinado por la Administración, pueda impugnarlo y 

obtener la satisfacción a sus pretensiones.  

Es por esto que considero de suma importancia realizar un estudio en el que se 

verifique que, en todos los procedimientos determinativos de las obligaciones 

tributarias, exista contra el acto de determinación de oficio del tributo, un recurso de 

revocatoria. 

El tipo de investigación que se utilizará en el presente trabajo, para poder lograr 

los objetivos expuestos, es el cualitativo de tipo descriptivo, el cual trata de obtener 

información acerca del estado actual de los fenómenos. Por lo tanto esta investigación 

se dirige a identificar la existencia, en las distintas administraciones tributarias 

analizadas, si  el recurso de revocatoria existe en el proceso determinativo tributario y 

sus alcances.  
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Asimismo, el presente trabajo constituye  una investigación documental 

bibliográfica, porque se basa en la búsqueda y la recolección, revisión y análisis de 

libros, artículos, y la  doctrina jurídica en general, además de las  leyes o la legislación 

y la jurisprudencia, que tengan relación con el tema de este trabajo.  

Se parte de la hipótesis de que si es procedente la interposición de un recurso 

de revocatoria contra todas las resoluciones determinativas o los actos finales de 

determinación de oficio, dictadas por las diferentes administraciones tributarias, como 

garantía de los derechos fundamentes de los administrados. El recurso se interpone 

siempre ante el mismo órgano que dicta el acto final; y lo que varía es el plazo de 

interposición y resolución.  

El objetivo fundamental de este trabajo es determinar la procedencia del recurso 

de revocatoria contra la resolución determinativa en los procedimientos determinativos 

de las obligaciones tributarias en el ordenamiento jurídico costarricense.  

Entre las conclusiones más relevantes se puede decir que el recurso de 

revocatoria en los procedimientos determinativos, es un medio de protección y defensa 

del sujeto pasivo contra los actos y actuaciones de la administración que afecta sus 

intereses y derechos. El recurso permite volver a examinar el acto final de 

determinación de oficio, a la vez que asegura el derecho de defensa y garantiza el 

debido proceso del sujeto pasivo. Es por esto que ante todo procedimiento de 

determinación de oficio de las obligaciones tributarias, debe existir siempre la 

posibilidad de interponer el recurso en contra de la determinación, de lo contrario se 

estarían violentando los derechos y garantías de los administrados.   

Además, a lo largo de la investigación, se ha logrado comprobar que el recurso 

de revocatoria contra el acto final de determinación que realizan las diferentes 

administraciones tributarias (central, municipal, institucional y corporativa)  sí es 

procedente,  sea porque las normas específicas lo regulan, o por aplicación supletoria 

del CNPT, de esta forma se garantizan los derechos fundamentales de los 

administrados, tales como el debido proceso y defensa.  
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INTRODUCCIÓN 

En el presenta trabajo se analizará la procedencia del recurso de revocatoria 

contra la resolución determinativa que dicta la Administración Tributaria en los procesos 

de determinación de oficio de las obligaciones tributarias, a la luz del ordenamiento 

jurídico costarricense.  

El recurso de revocatoria es una figura muy importante para el sujeto sometido a 

un procedimiento administrativo tributario, ya que mediante éste se pueden corregir los 

errores y las injusticias que muchas veces se cometen en los procedimientos.  Es 

mediante el citado recurso  que se hace efectivo el derecho a recurrir las resoluciones 

que dicta la Administración Tributaria y así cumplir con los derechos  a un debido 

proceso y de defensa, consagrados en los artículos 39 y  41 de nuestra  Constitución 

Política, que son piezas angulares de todo Estado Social de Derecho, como es Costa 

Rica1.    

Resumiendo, en caso de que los actos que se desarrollan en el proceso sean 

ilegales, se incurre en la vulneración del debido proceso, es por esto que el recurso de 

revocatoria es un medio de defensa de los sujetos pasivos, ya que les permite atacar,  

refutar el acto administrativo, con la finalidad de obtener su rectificación, en caso de 

que dicho acto no sea conforme al ordenamiento jurídico. De esta forma se está 

respetando los derechos de las personas, incluyendo el debido proceso legal y 

defensa.  

Es por esto que los procedimientos determinativos de las obligaciones 

tributarias, al ser medios por  los cuales la Administración Tributaria establece  de oficio  

                                            
1
 En este sentido ver sentencias de la Sala Constitucional números 15-90 y 1739-92. 

2
Arias Ocampo, Ronald. 1991 “Técnicas en la investigación educativa". Documento N.S. MEP. Costa 

Rica 
3
 GORDILLO (Agustín). Tratado de Derecho Administrativo. Tomo 2: La Defensa del Usuario y del 
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el nacimiento del hecho generador y el quantum del tributo que se debe pagar por parte 

del sujeto pasivo, es indispensable que exista el recurso de revocatoria, para que en 

caso de que el sujeto no se encuentre conforme   con la existencia del hecho 

generador de la obligación y con el monto determinado por la Administración, pueda 

impugnarlo y obtener la satisfacción a sus pretensiones.  

Es por esto que considero de suma importancia realizar un estudio en el que se 

verifique que, en todos los procedimientos determinativos de las obligaciones 

tributarias, que realizan las diferentes administraciones tributarias, exista contra el acto 

de determinación de oficio del tributo, un recurso de revocatoria, mediante el cual los 

sujetos pasivos puedan manifestar sus inconformidades ante el mismo órgano que 

dicto el acto, y así evitar que se cometan arbitrariedades, a la vez que se resguardan 

los derechos de los administrados, consagrados en el ordenamiento jurídico.   

Para llevar a cabo esta investigación se iniciará con el análisis de los 

procedimientos administrativos en general,  con el fin de estudiar las normas generales 

que son aplicables a los procedimientos determinativos tributarios y los principios 

generales rectores de la materia procesal administrativa. Posteriormente  se entrará en 

el estudio de los procedimientos administrativos tributarios, donde se expondrán las 

principales características y los diferentes tipos de procedimientos que realiza la 

Administración Tributaria, dándole un énfasis especial al procedimiento determinativo 

de las obligaciones tributarias.  

Luego se continuará con el examen  de los recursos generales en los 

procedimientos administrativos. Esto permitirá tener un mejor panorama de los medios 
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de impugnación en estos procedimientos, especialmente del recurso de revocatoria que 

es el instituto jurídico central de esta investigación.   

Subsiguientemente se procederá a analizar la determinación tributaria, y conocer 

mejor del concepto de la determinación, sus implicaciones, tipos,  sistemas y efectos, 

que están presentes en el sistema tributario costarricense. Esto nos permitirá tener una 

mejor comprensión del estudio del acto de liquidación de oficio o resolución 

determinativa.  

Finalmente  se entrará a conocer los procedimientos de determinación de oficio 

de las obligaciones tributarias en las diferentes administraciones públicas y se verificará 

si existe o no un recurso de revocatoria contra el acto final de determinación. Para 

abordar esta temática  se dividirá las administraciones tributarias en cuatro categorías 

La primera categoría será la Administración Tributaria Central (o del Gobierno Central); 

la segunda será la Administración Tributaria Municipal; la tercera corresponde a la 

Administración Tributaria  Institucional; y, finalmente, la cuarta se refiere a la 

administración tributaria corporativa, representada en las entidades públicas no 

estatales.  

Una vez analizado el proceso determinativo y la procedencia del recurso de 

revocatoria en cada una de las citadas administraciones, se concluirá el trabajo y se 

harán las recomendaciones pertinentes.  
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PROBLEMA: 

El problema que se presenta se enuncia de la siguiente manera, ¿ Es posible 

ejercer el recurso de revocatoria contra las resoluciones determinativas en todos los 

procedimientos de determinación de oficio de las obligaciones tributarias del 

ordenamiento jurídico costarricense?   

HIPÓTESIS 

¿Es procedente la interposición de un recurso de revocatoria contra todas las 

resoluciones determinativas o los actos finales de determinación de oficio, dictada por 

las diferentes administraciones tributarias, como garantía de los derechos fundamentes 

de los administrados? ¿El recurso se interpone siempre ante el mismo órgano que dicta 

el acto final; ¿Cuáles son los elementos que  varían de una administración a otra: el 

plazo de interposición y resolución o existen otros?  

OBJETIVOS 

a. OBJETIVO GENERAL 

Determinar la procedencia del recurso de revocatoria contra la resolución 

determinativa en los procedimientos determinativos de las obligaciones tributarias 

en el ordenamiento jurídico costarricense.  

b. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

 Analizar el recurso de revocatoria en los procedimientos 

administrativos.  
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 Estudiar el procedimiento determinativo tributario en el 

ordenamiento jurídico costarricense. 

 Determinar la procedencia del recurso de revocatoria contra la 

resolución determinativa dictada por las diferentes administraciones tributarias.  

MARCO METODOLÓGICO 

El tipo de investigación que se utilizará en el presente trabajo para poder lograr 

los objetivos expuestos, es el cualitativo de tipo descriptivo, el cual trata “… de obtener 

información acerca el estado actual de los fenómenos”2. Por lo tanto esta investigación 

se dirige a identificar la existencia, en las distintas administraciones tributarias 

analizadas, si  el recurso de revocatoria existe en el proceso determinativo tributario y 

sus alcances.  

Asimismo, el presente trabajo constituye  una investigación documental 

bibliográfica, porque se basa en la búsqueda y la recolección, revisión y análisis de 

libros, artículos, y la  doctrina jurídica en general, además de las  leyes o la legislación 

y la jurisprudencia, que tengan relación con el tema de este trabajo.  

Los métodos que se utilizarán serán en primer lugar, la revisión bibliográfica, 

como instrumento principal para la elaboración del trabajo, de esta forma se recopilará 

la información necesaria para elaborar los capítulos, revisión que se hará mediante la 

visita a diferentes bibliotecas, y búsqueda de documentos en línea.  

                                            
2
Arias Ocampo, Ronald. 1991 “Técnicas en la investigación educativa". Documento N.S. MEP. Costa 

Rica 
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Además, se utilizarán los mecanismos de  búsqueda de jurisprudencia en la 

página del “Sistema Costarricense de Información Jurídica”, del Poder Judicial, para 

recopilar información sobre los fallos que se han dictados por el Tribunal Fiscal 

Administrativo y los tribunales dependientes del Poder Judicial, que conozcan de estas 

materias. Finalmente constituirá una fuente útil para esta investigación  los dictámenes 

emitidos por órganos de la Administración que cumplen funciones superiores 

consultivas.  

Asimismo se  realizarán entrevistas y se formularán consultas  a profesionales 

especializados en derecho tributario, como por ejemplo a abogados y contadores. 

Además, se revisarán las actas legislativas de las leyes respectivas, para identificar 

cuál ha sido la intención del legislador en el monto de aprobar las leyes, referidas 

principalmente a la procedencia del recurso de revocatoria en el procedimiento 

determinativo de la obligación.  

Una vez recopilada la citada información se procederá a la elaboración de los 

capítulos. Posteriormente se formularán las  conclusiones como resultado de la 

investigación, reflejada  en el análisis y  desarrollo de los capítulos, con el fin de 

improbar o aprobar la hipótesis establecida y lograr los objetivos propuestos para la 

presente investigación. A tales efectos se  utilizará el método inductivo y deductivo, 

realizando un análisis doctrinario, legislativo y jurisprudencial del ordenamiento jurídico 

costarricense.  
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CAPITULO I: El RECURSO DE REVOCATORIA EN LOS PROCEDIMIENTOS 

ADMINISTRATIVOS. 

 

SECCIÓN I: LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS: 

1.1 LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS: CONCEPTO Y  

GENERALIDADES.     

1.1.1 Concepto de procedimiento administrativo: 

Antes de adentrarse propiamente en los procedimientos administrativos, es 

pertinente hacer una referencia al concepto de proceso en general, el cual ha sido 

definido por GORDILLO, como “una secuencia o serie de actos que se desenvuelven 

progresivamente, con el objeto de llegar a un acto estatal (administrativo) 

determinado3. Entre las particularidades más destacables del procedimiento se 

encuentran “la unidad de los actos que constituyen el proceso y su carácter teleológico, 

es decir que éstos se caracterizan por estar encaminados en su conjunto a  un 

determinado fin”4.  

De lo anterior es posible  extraer que el procedimiento está compuesto por una 

serie de actos, los cuales se concatenan entre sí, de una forma sucesiva y escalonada, 

los cuales se dirigen conjuntamente a alcanzar un fin  específico.  

                                            
3
 GORDILLO (Agustín). Tratado de Derecho Administrativo. Tomo 2: La Defensa del Usuario y del 

Administrado. 9
a 
Edición: Fundación de Derecho Administrativo. Buenos Aires. 2009. P. XI. 1 

4
 GORDILLO (Agustín). Ibídem. P. XI. 1 
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El procedimiento administrativo se ha definido en sentido amplio por la doctrina 

como el “conjunto de actos de la administración que tienen por objeto la emanación de 

un acto administrativo”5. Sumado a la definición anterior sobre los procedimientos, es 

posible deducir que cuando el conjunto de actos progresivos son realizados por la 

administración, y éstos tienen como fin la obtención de la manifestación de voluntad de 

dicha administración, se está frente a un proceso administrativo. 

En un sentido más preciso se ha dicho que el procedimiento administrativo se 

encuentra constituido por “...el conjunto de actos preparatorios concatenados según un 

orden cronológico y funcional, para verificar  la existencia de la  necesidad pública a 

satisfacer y de los hechos que lo crean, así como para oír  a los posibles afectados y 

voceros de intereses conexos, tanto públicos como  privados, especialmente estos 

últimos, con el fin de conformar la decisión en la  forma que mejor los armonice con el 

fin público a cumplir.6” 

El procedimiento administrativo se puede definir, por tanto en una forma más 

precisa, como aquel procedimiento realizado por la administración pública, donde las 

actos que integran el procedimiento se realizan en forma sucesiva, con el fin de llegar a 

un acto (una manifestación de voluntad) emanado de la administración  que satisfaga 

una necesidad pública, en armonía con  un interés privado o público, y de esta forma 

                                            
5
 GORDILLO (Agustín). Op cit. P. XI.2. 

6
 ORTIZ ORTIZ (Eduardo). Nulidades del Acto Administrativo en la Ley General de la Administración 

Pública, Revista del  Seminario Internacional de Derecho Administrativo, Colegio de Abogados, San 
José, Asociación  Costarricense de Derecho Público, 1981, p. 383. Citado por Procuraduría General de 
la República. Manual de Procedimiento Administrativo. San José, Costa Rica: La Institución, 2006. 
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conciliar de la mejor manera la libertad de los seres humanos (y sus intereses 

personales), en equilibrio con la autoridad en tutela del interés de la generalidad7.   

Teniendo claro lo que es  procedimiento administrativo, se  estudiarán las 

características propias de estos procesos, tales como su finalidad y su objeto. 

1.1.2 Acto Administrativo: 

 Concepto:  

Al estar conformado el procedimiento por actos administrativos es pertinente 

hacer una referencia a estos. El acto administrativo se ha visto como “una 

manifestación (o declaración) unilateral de voluntad dirigida a producir un efecto de 

derecho y emanada normalmente de la Administración en uso de una potestad 

administrativa8”. Se puede expresar por lo tanto, que un acto administrativo es  

manifestación de la voluntad de la Administración.  

El acto administrativo es una delación de la voluntad de la Administración, que 

crea unilateralmente e impone consecuencias jurídicas a un sujeto. Es por lo tanto una 

intención razonada y expresa de la Administración pública de producir efectos jurídicos.  

El acto administrativo para considerarse como válido debe estar conforme 

sustancialmente con el ordenamiento jurídico, en todos sus aspectos.9Existe una 

                                            
7
 FAJARDO SALAS (Gonzalo). El Estado de Derecho y la Ley General de la Administración Pública. 

Revista del  Seminario Internacional de Derecho Administrativo, Colegio de Abogados, San José, 
Asociación  Costarricense de Derecho Público, 1981. P. 487. 
8 ORTIZ ORTIZ (Eduardo), 2000, pág. 291 citado por CALVO GARCÍA (Jorge Iván). Régimen de 

Nulidades en la Legislación Administrativa Costarricense. Análisis a la Luz del Nuevo Código Procesal 
Contencioso Administrativo. Tesis para optar por el título de licenciado en derecho. Universidad de Costa 
Rica. 2009. P. 9 
9
 Ley General de la Administración Pública. Del 2 de Mayo de 1978. Art. 128.  



10 
 

presunción de la validez de los actos, ya que los mismos se consideran válidos hasta 

que no se determine su invalidez.  

 Requisitos: 

Para considerar válidos los actos deben de cumplir con los requisitos, subjetivos, 

objetivos y formales.  

a) Subjetivos: Los requisitos subjetivos versan sobre el sujeto 

que dicta al acto.  

Para que el acto administrativo sea válido, debe ser dictado por un órgano de la 

administración pública, el cual además debe ser competente para dictarlo y el titular del 

órgano que lo dicte debe tener la investidura de su cargo. Así lo establece el artículo 

129 de las LGAP:  

“Artículo 129.- El acto deberá dictarse por el órgano competente y por el 

servidor regularmente designado al momento de dictarlo, previo cumplimiento de todos 

los trámites substanciales previstos al efecto y de los requisitos indispensables para el 

ejercicio de la competencia”10. 

a.1 Competencia:    

El acto administrativo debe emanar del órgano administrativo competente  al que  

el ordenamiento jurídico le estipuló las facultades para dictar el acto en razón de la 

materia, territorio y jerarquía.  

                                            
10

 Ley General de la Administración Pública. Op cit. Art. 129.  
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Para saber cuál es el órgano competente para dictar el acto, es indispensable 

remitirse a la ley que corresponde según sea el caso, ya que la competencia siempre 

debe ser regulada por Ley cuando existen potestades de imperio.11,12   

En caso de que exista conflicto de competencia entre los órganos del Poder 

Ejecutivo o de un mismo ente, se resuelve por el superior béquico en común13.    

a.2 La investidura del funcionario:    

La investidura significa que el el funcionario público debe gozar de un 

nombramiento realizado de conformidad con el ordenamiento jurídico, por lo que dicho 

nombramiento debe ser legal. Además, implica que el funcionario esté en  el ejercicio 

del cargo. 

a.3 Voluntad:  

La voluntad significa que el funcionario público no puede dictar un acto 

administrativo para fines que no coinciden con los pretendidos por el ordenamiento 

jurídico. 

Sobre la voluntad indica la LGAP:  

“Artículo 130: 

                                            
11

 Ley General de la Administración Pública. Op cit. Art 59.  
12 “(…) Por potestades públicas se entienden las facultades de la Administración para actuar 

como autoridad, es decir, imponiéndose al particular, imponiéndole obligaciones, privándolo de 
derechos o denegándole esos derechos, o limitándoles esos derechos etc. El término potestades 
públicas está técnicamente designado en la tecnología del  derecho público para significar 
justamente esa clase de intervención autoritaria de la Administración en la esfera jurídica del 
particular, desfavorable a este eventualmente (…). Ortiz Ortiz (Eduardo) citado por la Dirección 
General de Tributación, Oficio DGT- 1664 – 2005 del 12 de octubre de 2005.   
13

 Ley General de la Administración Pública. Op cit Art. 71.  
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1. El acto deberá aparecer objetivamente como una manifestación de voluntad 

libre y consciente, dirigida a producir el efecto jurídico deseado para el fin querido por el 

ordenamiento. 

2. El error no será vicio del acto administrativo pero cuando recaiga sobre otros 

elementos del mismo, la ausencia de éstos viciará el acto, de conformidad con esta ley. 

3. El dolo y la violencia viciarán el acto únicamente cuando constituyan 

desviación de poder”14. 

b) Objetivos:  

Los elementos objetivos que debe contener el acto para que sea válido son: 

motivo, contenido y fin.  

b.1 Motivo: 

El motivo son las circunstancias de hecho y de derecho que dan origen a la 

decisión de la Administración Pública. Es el antecedente que precede y provoca el acto 

administrativo, constituye por lo tanto su razón de ser.  

Sobre el motivo establece la LGAP:  

“Artículo 133.- 

1. El motivo deberá ser legítimo y existir tal y como ha sido tomado en cuenta 

para dictar el acto. 

                                            
14

 Ley General de la Administración Pública. Op cit Art.130.  
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2. Cuando no esté regulado deberá ser proporcionado al contenido y cuando 

esté regulado en forma imprecisa deberá ser razonablemente conforme con los 

conceptos indeterminados empleados por el ordenamiento”15. 

b.2 Contenido: 

El contenido del acto es lo que la Administración Pública está decidiendo. Sobre 

esto la LGAP indica:  

“Artículo 132: 

1. El contenido deberá  ser lícito, posible, claro y preciso y abarcar todas las 

cuestiones de hecho y derecho surgidas del motivo, aunque no hayan sido debatidas 

por las partes interesadas. 

2. Deberá ser, además, proporcionado al fin legal y correspondiente al motivo, 

cuando ambos se hallen regulados. 

3. Cuando el motivo no esté regulado el contenido deberá estarlo, aunque sea 

en forma imprecisa. 

4. Su adaptación al fin se podrá lograr mediante la inserción discrecional de 

condiciones, términos y modos, siempre que, además de reunir las notas del contenido 

arriba indicadas, éstos últimos sean legalmente compatibles con la parte reglada del 

mismo16”. 

 

                                            
15

 Ley General de la Administración Pública. Op cit Art 133.  
16

 Ley General de la Administración Pública. Op cit Art 132.  
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b.3 Fin:  

El fin del acto es el  resultado objetivo que busca el acto administrativo.  Se 

encuentra regulado por  ley. Sobre el ello ha establece la LGAP: 

 “Artículo 131: 

1. Todo acto administrativo tendrá uno o varios fines particulares a los cuales se 

subordinarán los demás. 

2. Los fines principales del acto serán fijados por el ordenamiento; sin embargo, 

la ausencia de ley que indique los fines principales no creará discrecionalidad del 

administrador al respecto y el juez deberá determinarlos con vista de los otros 

elementos del acto y del resto del ordenamiento. 

3. La persecución de un fin distinto del principal, con detrimento de éste, será 

desviación de poder”. 

c) Formales:  

Los requisitos formales son las formas en que se manifiesta el acto.   

C.1 Motivación:    

La motivación es la exteriorización del motivo (razones de hecho y derecho que 

llevaron a la emanación del acto) 

“La motivación podrá consistir en la referencia explícita o inequívoca a los 

motivos de la petición del administrado, o bien a propuestas, dictámenes o resoluciones 
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previas que hayan determinado realmente la adopción del acto, a condición de que se 

acompañe su copia”17. 

C.2 Formas de manifestación: 

Se refiere a cómo se documenta y exterioriza el acto. Sea escrito (artículo 134 

LGAP) o verbal, implícito o presunto (artículo 137 LGAP.) 

C.3 Procedimiento Administrativo:   

El procedimiento administrativo sirve para asegurar el cumplimiento de los fines 

de la Administración18.  

 Tipos de actos: 

Han sido varias las clasificaciones que se han dado de los actos administrativos, 

para efectos del presente trabajo tomaremos la clasificación por procedimiento.  

I. Actos preparatorios o de mero trámite: No deciden directa o 

indirectamente sobre el fondo del asunto. Son anteriores a la emisión del acto 

final, y se siguen como trámites del procedimiento. Este tipo de actos no son 

impugnables, ya que no producen efectos jurídicos directos, propios e 

inmediatos19. Un ejemplo de este tipo de actos es cuando se realiza el 

requerimiento de información por parte de la Administración Tributaria al 

contribuyente.  

                                            
17

 Ley General de la Administración Pública. Op cit Art 136 inciso 2.  
18

 Ley General de la Administración Pública. Op cit Art 214.  
19

 Voto N° 121-2009-I del Tribunal Contencioso Administrativo, Sección Primera de las 14:30 horas del 
19 de marzo de 2009 
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 Actos preparatorios con efecto propio: Son los actos que hacen 

imposible la continuación del procedimiento, deciden sobre el fondo del asunto o 

producen efectos. El artículo 345 y 163 de la LGAP equipara este tipo de actos a 

los actos finales y posibilitan su impugnación.   

II. Acto Final: Es el  acto que causa estado y pone fin al  

procedimiento administrativo. Este tipo de acto puede ser revisado por razones 

de oportunidad o legalidad mediante la interposición de los recursos que se 

establezcan como medios de impugnación. 

III. Acto firme: Es el acto que ha adquirido firmeza en la vía 

administrativa, sea porque no se presentaron recursos o porque se presentaron 

y fueron resueltos. Este tipo de actos solo pueden ser impugnados en vía 

judicial.  

 

 Eficacia del acto administrativo 

La eficacia del acto es la capacidad que tiene para producir efectos jurídicos. La 

eficacia no se refiere a la validez, ya que dicha validez hace regencia a los requisitos 

para que el acto sea considerado como tal a la luz del ordenamiento jurídico y la 

eficacia está relacionada con los efectos jurídicos que llegue a producir el acto. 

Sobre la eficacia establece la LGAP:  
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“Artículo 140.- El acto administrativo producirá su efecto después de 

comunicado al administrado, excepto si le concede únicamente derechos, en cuyo caso 

lo producirá desde que se adopte20”. 

Esto quiere decir que para que un acto sea eficaz, debe ser comunicado 

(notificado) al administrado, de lo contario el acto sería ineficaz. Esto se encuentra 

regulado en los artículos  140, 239, 334  de la LGAP. 

 Ejecutoriedad del acto administrativo  

La ejecutoriedad de los actos es la posibilidad de la Administración de ejecutar 

por sí misma los actos, aun en contra de la voluntad del  administrado, sin necesidad 

de recurrir a los Tribunales. Siempre que los actos sean eficaces, válidos o anulables. 

Por lo que a contrario sensu   no es posible la ejecutoriedad de los actos ineficaces o 

absolutamente nulos21. 

La ejecución de los actos se puede dar de manera forzosa (artículo 149.1.a 

LGAP), sustitutiva (artículo 149.1.b).  

 Nulidades: 

Cuando el acto no es conforme al ordenamiento jurídico, se da una invalidez, 

está invalidez puede provocar la nulidad del acto. Así establece el artículo 158 de la 

LGAP al decir que cuando falta algún defecto o algún requisito del acto que el 

                                            
20

 Ley General de la Administración Pública. Op cit Art 140.  
21

 Ley General de la Administración Pública. Op cit Art. 146.  
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ordenamiento jurídico exige, este constituye un vicio. Es así como un acto inválido es 

aquel que sea substancialmente disconforme con el ordenamiento jurídico22. 

Las causas de invalidez pueden ser cualquier infracción sustancial al 

ordenamiento, incluso cuando se trate de normas no escritas, por ejemplo infracción a 

los principios generales del derecho, a la jurisprudencia o a la costumbre. Las 

infracciones insustanciales o simples irregularidades no invalidarán el acto, pueden dar 

lugar a responsabilidad disciplinaria al funcionario público23. 

“La invalidez del acto administrativo, puede ser tanto originaria como 

sobrevenida. Es sobrevenida cuando, después de su adopción y de haber adquirido 

validez y eficacia, desaparecen las condiciones exigidas por el ordenamiento jurídico 

para su adopción, cuando su permanencia sea necesaria (…)”24.  

Al respecto el artículo 159 de la LGAP establece que la nulidad del acto puede 

sobrevenir por desaparecer una de las condiciones exigidas por el ordenamiento para 

su adopción, si esa condición es necesaria para la existencia de la relación jurídica en 

razón de su naturaleza o por disposición legal25. Esto se da cuando una situación 

necesaria cambia, por ejemplo en las pensiones por invalidez, la persona se cura (sea 

cual sea la circunstancias de la sanación), y por lo tanto la pensión deja de ser válida26.  

En síntesis, existe una nulidad cuando falta uno de los requisitos del acto 

administrativo. Por ejemplo cuando uno de los elementos que debe estar siempre 

reglado (competencia y fin), no lo está. O uno de los elementos que puede ser 

                                            
22

 Ley General de la Administración Pública. Op cit Art 158.  
23

 Ley General de la Administración Pública. Op cit Art 158.  
24 JINESTA (Ernesto) 2002, p 397 citado por CALVO GARCÍA (Jorge Iván). Op cit. P. 47.  
25

 Ley General de la Administración Pública. Op cit.  Art 159.  
26

 CALVO GARCÍA (JORGE IVÁN). Op cit. P.48  
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discrecional (motivo y contenido), violan las reglas de lógica, de justicia o de 

conveniencia. 

Es importante aclarar que cuando se interpone un recurso administrativo en 

contra de un acto, y este recurso está fundamentado en motivos de legalidad, si se 

declara procedente, es obligatorio anular el acto dictado, así lo dispone el numeral 162 

de la LGAP.  

La LGAP contempla dos tipos de nulidades: la absoluta y la relativa, en función 

de la gravedad del vicio27.  

 Nulidad Absoluta: Se da cuando faltan totalmente uno o varios de 

los elementos constitutivos del acto, sea real o jurídicamente28. Un acto 

absolutamente nulo no es factible de legitimar ni ejecutar, y en caso de que se 

ejecute, puede traer responsabilidad civil, administrativa e incluso penal para el 

funcionario público, según lo dispuesto en los numerales 169 y 170 de la LGAP.  

Si la nulidad absoluta es evidente y manifiesta, se puede declarar en vía 

administrativa. Cuando se trate de la administración del Estado, el órgano 

superior (según la Constitución), que emite el acto debe declarar la nulidad. Si 

se trata de otros entes públicos o Poderes del Estado, deberá declarar la nulidad 

cada jerarca administrativo y contra lo resuelto por ellos, solo cabrá recurso de 

reconsideración o reposición29. 

 

                                            
27

 Ley General de la Administración Pública. Op cit. Art. 165.  
28

 Ley General de la Administración Pública. Op cit. Art. 166.  
29

 Ley General de la Administración Pública. Op cit. Art.173.  
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 Nulidad Relativa: Se da cuando el acto sea imperfecto uno de sus 

elementos constitutivos. Si la imperfección impide que se realice el fin, no es una 

nulidad relativa sino que se considera absoluta30.   

El acto relativamente nulo se presume legítimo en tanto no sea declarado 

lo contrario en vía jurisdiccional.31. 

El acto relativamente nulo puede ser convalidado, mediante un nuevo acto que 

corrija el vicio. Esta convalidación tiene efecto retroactivo, según lo dispuesto por el 

artículo 187 de la LGAP. Además procede el saneamiento del acto, en los casos en 

que haya una ausencia de formalidades sustanciales,  estas formalidades pueden 

cumplirse después del acto (siempre que no sea nulidades absolutas)32.  

Es importante tomar en cuenta lo establecido es esta subsección, en relación 

con los actos y sus características más relevante, ya que la teoría del acto 

administrativo es aplicable a los procedimiento tributarios que se verán a lo largo de 

este trabajo.    

1.1.3 Finalidad del procedimiento administrativo: 

La finalidad del procedimiento administrativo, según la Ley General de la 

Administración pública (Artículo 214, inciso 1), es garantizar de la mejor manera el 

cumplimiento de los fines de la administración (el interés público, contemplado en el 

                                            
30

 Ley General de la Administración Pública. Op cit. Art. 167. 
31

 Ley General de la Administración Pública. Op cit. Art 176.  
32

 Ley General de la Administración Pública. Op cit. Art 188.  
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artículo 113 de la LGAP33), en armonía con los derechos subjetivos e intereses 

legítimos de los  administrados, de conformidad con el ordenamiento jurídico34. 

El fin que tiene el proceso por lo tanto es el dictado de un acto final 

(manifestación de la voluntad de la administración), donde tanto la administración como 

los administrados, vean satisfechos sus intereses de forma equilibrada, siempre en 

atención las normas jurídicas existentes. De esta forma se satisfacen el fin públicos en 

armonía con los intereses del administrado.  

Sobre el tema de la finalidad ha dicho el Tribunal Contencioso Administrativo que 

el procedimiento administrativo “cumple una doble finalidad, ya que por un lado 

establece el camino que ha de seguir la Administración para adoptar una determinada 

decisión, orientando su proceder. Por otro, se impone como un marco de referencia 

que permite al administrado, establecer un cotejo del proceder público, a fin de fijar un 

control de que sus actuaciones se hayan manifestado acorde a las normas que 

orientan ese proceder (…). Es así como constituye un mecanismo para tutelar los 

derechos subjetivos e intereses legítimos frente al poder público, además garantiza la 

                                            
33 Artículo 113.- 

1. El servidor público deberá desempeñar sus funciones de modo que satisfagan primordialmente el 
interés público, el cual será considerado como la expresión de los intereses individuales coincidentes de 
los administrados. 
2. El interés público prevalecerá sobre el interés de la Administración Pública cuando pueda estar en 
conflicto. 
3. En la apreciación del interés público se tendrá en cuenta, en primer lugar, los valores de seguridad 
jurídica y justicia para la comunidad y el individuo, a los que no puede en ningún caso anteponerse la 
mera conveniencia. 
34

 Ley General de la Administración Pública. Op cit Artículo 214, inciso 1).  



22 
 

legalidad, oportunidad, conveniencia de la decisión administrativa y el correcto 

funcionamiento de la función pública”35. 

Según la cita anterior, el procedimiento administrativo tiene como fin llegar a una 

decisión sobre un asunto determinado,  es decir el procedimiento administrativo se 

sigue cuando hay un asunto sobre el cual deba emitirse una manifestar de voluntad por 

parte de la administración y al afectar intereses del administrado se debe seguir un 

determinado procedimiento como cumplimiento del principio de legalidad y debido 

proceso. 

Además, el procedimiento sirve como un medio de control del administrado, de 

la conducta de la Administración, que les permite a los administrados fiscalizar  las 

actuaciones de la administración, de manera que sean acordes con el ordenamiento 

jurídico. Es decir el procedimiento administrativo le permite al administrado velar por el 

correcto funcionamiento de la función pública, y que todos los actos emanados de la 

Administración estén de acuerdo con los principios fundamentales que la rigen.  

1.1.4 Objeto del procedimiento Administrativo:  

El objetivo fundamental del procedimiento administrativo, según la LGAP es “la 

verificación de la verdad real de los hechos que sirven de motivo al acto final36”. 

Mediante la observancia del procedimiento se  llegar a comprobar que los hechos que 

se plasman en el acto final y que son su fundamento, son realmente veraces y 

                                            
35

  Voto 273 -2011 – VI.  Tribunal Contencioso Administrativo, Sección Sexta.  Segundo Circuito Judicial 
de San José, a las 15 horas treinta minutos del 14 de diciembre del dos mil once. 
36

 Ley General de la Administración Pública. Op cit. Artículo 214, inciso 2). 



23 
 

ajustados a la ley. El objeto que tiene el procedimiento administrativo, por tanto, es la 

comprobación fáctica que constituye el fundamento del acto final de la Administración. .    

Sobre el objeto del procedimiento administrativo el Tribunal Contencioso 

Administrativo ha expresado que: 

“Su objeto es establecer la verdad real de los hechos que sirven de motivo al 

caso final. Este elemento formal resulta imperativo para lograr un equilibrio entre el 

mejor cumplimiento de los fines de la Administración y la tutela de los derechos del 

particular, tal y como se expresa en el artículo 225.1 de la Ley General de la 

Administración Pública.”37 

De lo anterior se puede extraer que el procedimiento posibilita que el 

administrado pueda ejercer su derecho de defensa, ya que es quien ve afectado un 

derecho subjetivo o un interés legítimo, por ello es vital que pueda ejercer su defensa, 

especialmente en los casos donde se afectan los derechos tutelados por el 

ordenamiento jurídico.  Por ellos el  procedimiento debe respetar las garantías mínimas 

y el debido proceso, ya que de lo contrario se produciría una nulidad. 

En síntesis, el procedimiento administrativo se cimenta en la verdad real de los 

hechos en los cuales debe fundamentar el acto final la administración, como garantía 

de los derechos e intereses del administrado, particularmente sus derechos 

fundamentales a la legalidad, a un debido proceso y al derecho de defensa, 

garantizados en los artículos 11 y 39 de la Constitución Política.  

                                            
37

 Voto 273 -2011 – VI.  Tribunal Contencioso Administrativo, Op cit. 
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1.2 PRINCIPIOS GENERALES DE LOS PROCEDIMIENTOS 

ADMINISTRATIVOS: 

Los principios generales que aplican a los procedimientos administrativos se han 

desarrollado tanto, legalmente, doctrinariamente y jurisprudencialmente.  

Doctrinariamente GORDILLO ha establecido que dentro de los principios 

generales de los procedimientos administrativos se encuentran: el debido proceso, 

informalismo, contradicción, imparcialidad38.  

Asimismo Jurisprudencialmente la Sala Constitucional en la sentencia número 

2004-13140, enumeró los principios generales aplicables a los procedimientos 

administrativos de la siguiente manera: búsqueda de la verdad real, el antiformalismo o 

informalismo, la celeridad y oficiosidad y  la imparcialidad.   

A continuación se estudiará cada uno de los citados principios generales 

aplicables a los procedimientos administrativo, con el fin de conceptualizar dichos 

principios y analizar sus alcances.  

 La búsqueda de la verdad real: 

La búsqueda de la verdad real constituye el objeto de todo procedimiento 

administrativo, como se vio supra. Para ello el ordenamiento jurídico le otorga a la 

Administración el deber de realizar las diligencias y recabar las pruebas pertinentes. 

                                            
38

 GORDILLO (Agustín). Op cit. P. XI.10. 
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Dicha prueba debe ser valorada conforma a las reglas de la sana crítica, aplicando la 

lógica, la experiencia, la técnica y la razonabilidad39.  

 El antiformalismo o informalismo a favor del administrado: 

Este principio se desprende del artículo 224 de la LGAP. Consiste en eliminar 

formalidades innecesarias para que el procedimiento sea más eficaz y accesible a los 

administrados, es decir se pide menos exigencias, requisitos o trámites, de manera que 

sea más fácil para los administrados acceder al procedimiento, en obediencia de los 

principio del debido proceso y defensa.  

Sobre el informalismo ha expresado la Sala Constitucional que:  

“(…)en virtud del cual el procedimiento se transforma en vía expedita y ágil que 

permite definir el fondo del asunto debatido; soslayando, en la medida de lo posible, los 

defectos formales, los cuales, en el tanto no constituyan nulidades absolutas –como la 

falta de legitimación, o cuando se haya causado indefensión a alguna de las partes, o 

se haya omitido una fase procedimental esencial, por ejemplo–, son subsanables, o por 

el transcurso del tiempo, o mediante prevención al efecto. Interesa resaltar que no 

resulta exigida la autenticación de los escritos que se presenten en forma personal, de 

manera que la denuncia y gestión que se haga en forma personal, no requiere de 

autenticación por abogado (artículo 286 de la Ley General de la Administración 

Pública); no resulta necesaria la presentación de los interrogatorios de testigos por 

escrito, ni en forma asertiva (artículo 304.1 de la Ley de referencia); se permite la 

                                            
39

 Voto número 2004-13140 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las  
catorce horas treinta y siete minutos del doce de noviembre del dos mil tres. 
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formulación de la gestión ante cualquier oficina de la misma dependencia pública 

(relación de los artículos 68, 112 y 260.2 de la Ley General de la Administración 

Pública); y los recursos que se formulen, no requieren de ninguna fórmula sacramental 

o redacción especial para su formulación (artículo 348 de la misma Ley)”40.  

De lo anterior se extrae que el principio de informalismo, no solo implica la 

exigencia de requisitos mínimo, sino también la eliminación de exigencias y requisitos 

que no anulan el procedimiento administrativo, es decir la posible subsanación de los 

defectos cometidos.  

Sobre el tema, además ha dicho la Sala Constitucional que:  

 “El principio del informalismo en favor del administrado en los procedimientos 

administrativos tiene rango constitucional ya que encuentra justificación en el in dubio 

pro actione y en el derecho de acceder a los mecanismos de auto-control de las 

Administraciones públicas como el procedimiento administrativo constitutivo (de la 

manifestación de voluntad final) o de impugnación (recursos), establecidos en vista de 

las prerrogativas de la auto-tutela declarativa y ejecutiva de que gozan los poderes 

públicos frente a los particulares”41.  

Esto quiere decir que en virtud de este principio se debe realizar la interpretación 

más favorable cuando se va a ejercer la acción, es decir si hay alguna duda durante el 

procedimiento esta se debe resolver de la forma más favorable para el administrado.  

 La celeridad y oficiosidad:  
                                            
40

 Voto número 2003-13140. . Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. San José, a las  
catorce horas treinta y siete minutos del doce de noviembre del dos mil tres. 
41

 Voto Nº 2005-06141. Sala Constitucional de la Corte Suprema De Justicia. San José, a las dieciocho 
horas veintiún minutos del veinticuatro de mayo del dos mil cinco.  
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La celeridad significa que los procedimientos se deben realizar de la forma más 

rápida y expedita posible, de esta forma se le garantiza al administrado la justicia 

pronta y cumplida, sin denegación de justicia, de conformidad con el artículo 41 de la 

Constitución Política.  

La oficiosidad implica el deber de la Administración de impulsar el procedimiento 

de oficio, hasta su conclusión con el dictado del acto (manifestación de la voluntad).  

Sobre el tema ha dicho la Sala Constitucional que  es una obligación para la 

Administración impulsar el procedimiento en forma oficiosa, sin requerir gestión de las 

partes, con el fin de que el procedimiento sea expedito y eficaz, y se evite retrasos 

innecesarios.  Además, acota la Sala que incluso la oficiosidad puede darse al iniciase 

el procedimiento, ya que el mismo puede iniciarse no solo por la parte sino también por 

la misma administración.42 

 La imparcialidad: 

El tema de la imparcialidad en los procedimientos administrativos es de vital 

importancia ya que tienen la particularidad de que la Administración actúa como juez y 

como parte. Pero en virtud del objeto del procedimiento de buscar la verdad real, la 

administración siempre debe actuar de una forma objetiva e imparcial43.  

Relacionado con este principio está el tema de la potestad de autotutela 

administrativa.  “La autotutela es la posibilidad de la Administración Pública de tutelar 

sus propias situaciones jurídicas, sin tener que acudir a la vía judicial, con el fin de 

                                            
42

 Voto número 2003-13140 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia. Op cit. 
43

 Voto número 2004-13140 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema De Justicia. Op cit.  
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posibilitar una actuación efectiva, para lograr la satisfacción de los fines públicos que le 

han sido asignados”44.  

Es gracias a la autotutela que la Administración se constituye no solo como juez 

en el procedimiento sino también como parte. Esta potestad le permite que la 

Administración tutelar sus propias situaciones jurídicas, por lo que es indispensable que 

al tutelar sus propias manifestaciones de voluntad lo haga de una forma imparcial, y de 

esta forma asegurarle al administrado un procedimiento justo con acatamiento a sus 

derechos fundamentales.   

 Debido proceso:  

El principio de debido proceso es  básico en materia procesal, aplicable para 

todos los procesos, tanto en la vía judicial como en la administrativa. Es un principio de 

rango constitucional, ya que está contemplado en el artículo 39 de la Constitución 

Política. Garantiza el derecho defensa del administrado frente a la administración.  

El debido proceso es del derecho que tiene el administrado a garantías mínimas,  

conducentes a un resultado jurídico, ajuntado a derecho. Esto  garantiza a los 

administrados poder ser escuchadas  en atención de su derecho de defensa frente a la 

Administración.  

El Tribunal Contencioso Administrativo se ha referido al tema de la siguiente 

manera:  

                                            
44

 Procuraduría General de la República. Opinión Jurídica 090-2002 del 11 de junio del 2002.  
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“De la exigencia del respeto del debido proceso en los procedimientos 

administrativos. (…) En efecto, tal y como lo ha considerado en forma reiterada la 

jurisprudencia de la Sala Constitucional (en tal sentido, entre otras, se pueden consultar 

las sentencias números 15-90, 3433-93, 3929-95, 1484-96, 5516-96 y 2003-13140) 

resulta exigido el respeto de todos los elementos que conforman el debido proceso –

que derivan de las garantías establecidas en los artículos 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41 y 

42 de la Constitución Política– en los procedimientos administrativos (…) Es así como 

la garantía del debido proceso se manifiesta en el ejercicio efectivo de la defensa, lo 

que evidencia su carácter instrumental, en tanto está dispuesto para garantizar la mejor 

resolución del mismo45.  

 La Sala Constitucional ha establecido algunos requisitos mínimos para que 

exista un debido proceso:  

a. La notificación al interesado del carácter y fines del procedimiento: 

conocido como el derecho a la debida intimación e imputación 

b. El derecho de audiencia: que comprende el derecho de intervenir 

en el proceso, a ser oído y oportunidad del interesado para presentar los 

argumentos y producir las pruebas que entienda pertinentes.  

c. Presunción de inocencia: que implica que la Administración está 

obligada a demostrar la culpabilidad del infractor o investigado.  

                                            
45

 Citado en el voto N° 56-2010-SVII.Tribunal Contencioso Administrativo y Civil se Hacienda (Sección 
Sétima). Segundo Circuito Judicial de San José, a las quince horas con cinco minutos del veintiocho de 
junio del dos mil diez. 
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d. La oportunidad para el administrado de preparar su alegación, lo 

que incluye necesariamente el acceso a la información y a los antecedentes 

administrativos, vinculados con la cuestión de que se trate.  

e. La notificación adecuada de la decisión que dicta la Administración 

y de los motivos en que ella se funde.  

f. El derecho del interesado de recurrir la decisión dictada: No solo 

comprende el derecho de recurrir el acto final, sino también todos aquellos 

actos del procedimiento que tengan efecto propio y puedan incidir en el derecho 

de defensa por ejemplo: el auto de apertura del procedimiento, la denegatoria 

de la celebración de la audiencia oral y privada, la denegatoria de recepción de 

prueba, la aplicación de medidas cautelares, la denegación del acceso al 

expediente, la reducción de los plazos del procedimiento, y la resolución que 

resuelva la recusación.   

g. El principio pro sentencia, de donde, las normas procesales deben 

aplicarse e interpretarse en el sentido de facilitar la administración de justicia, 

tanto jurisdiccional como administrativa. 

h. La eficacia formal y material de la sentencia o fallo. También 

integran este derecho el acceso a la justicia en igualdad de condiciones y sin 

discriminación; la gratuidad e informalismo de la justicia; la justicia pronta y 

cumplida, es decir, sin retardo injustificado; el principio de la intervención 

mínima en la esfera de los derechos de los ciudadanos; el principio de reserva 

legal para la regulación de los derechos fundamentales46.  

 

                                            
46

 Voto N° 13140 de la Sala Constitucional. De la 14 horas y 37 minutos del 12 de noviembre del 2003.  
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SECCIÓN II: LOS PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS 

TRIBUTARIOS:  

2.1. PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS TRIBUTARIOS: CONCEPTO Y 

GENERALIDADES. 

A) Concepto: 

La Administración Tributaria para poder cumplir con el mandato constitucional de 

que los costarricenses deben contribuir para los gastos públicos47tiene una serie de 

potestades y cada una de estas potestades se manifiesta en un procedimiento.  

“Un procedimiento tributario está constituido por una serie de actos relacionados 

entre si con una finalidad común: gestionar, recaudar e inspeccionar los tributos, así 

como sancionar las infracciones tributarias y revisar los actos tributarios”48.  

En este sentido los procedimientos tributarios son una serie de actos 

concatenados con el fin de que la Administración Tributaria pueda ejercer sus  

potestades.  

B) Generalidades 

b.1 Principios Tributarios:  

La materia tributaria cuenta con sus propios principios, los cuales son 

importantes ya que en caso de que el CNPT o en su defecto la ley especifica aplicable 

                                            
47

 Constitución Política de la República de Costa Rica. Del 7 de noviembre de 1949. Art. 18.  
48

  DELGADO GARCIA (Ana María), Los Procedimientos en el Ámbito Tributario, Editorial: UOC, España.  2008. P. 21.  

http://www.casadellibro.com/libros-ebooks/ana-maria-delgado-garcia/1898
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(según la materia), se aplican supletoriamente los principios generales del Derecho 

Tributario.  

Es por la importancia que tienen los principios en la materia tributaria que es 

necesario hacer una breve referencia a ellos, ya que son los que rigen esta materia en 

general, y por lo tanto influyen en los procedimientos tributarios.  

Los principios tributarios se pueden dividir en formales y materiales49. Entre los 

formales encontramos:  

1. Principio de Reserva de Ley tributaria: 

Este principio se encuentra regulado en la Constitución Política (artículo 121, 

inciso 13)50 y en el CNPT (Artículo 5)51 y consiste en que solo mediante una ley se 

pueden crear, modificar o suprimir los tributos y todo lo relativo a los mismos.  

                                            
49

 FAJARDO SALAS (Gonzalo). Principios Constitucionales de la Tributación. 1ª ed. San José: Editorial 
Juricentro, 2005.  
50  ARTÍCULO 121.- Además de las otras atribuciones que le confiere esta Constitución, corresponde 

exclusivamente a la Asamblea Legislativa:(…) 

13) Establecer los impuestos y contribuciones nacionales, y autorizar los municipales. 

 (…) 

51 Artículo 5.- Materia privativa de la ley.  En cuestiones tributarias sólo la ley puede: 

 a) Crear, modificar o suprimir tributos; definir el hecho generador de la relación tributaria; establecer las 
tarifas de los tributos y sus bases de cálculo; e indicar el sujeto pasivo; 

b) Otorgar exenciones, reducciones o beneficios; 

c) Tipificar las infracciones y establecer las respectivas sanciones; 

d) Establecer privilegios, preferencias y garantías para los créditos tributarios; y 

e) Regular los modos de extinción de los créditos tributarios por medios distintos del pago. 

En relación a tasas, cuando la ley no lo prohíba, el Reglamento de la misma puede variar su monto para 
que cumplan su destino en forma más idónea, previa intervención del organismo que por ley sea el 
encargado de regular las tarifas de los servicios públicos. 
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2. Principio de la seguridad jurídica, irretroactividad e interdicción de 

la arbitrariedad de los poderes públicos en materia tributaria.  

Es principio de seguridad jurídica no está expresamente incorporado a la 

Constitución Política, pero se puede afirmar que tiene plana vigencia en Costa Rica, 

con base a un conjunto de normas constitucionales y a la jurisprudencia de la Sala 

Constitucional52.  

El principio de irretroactividad consiste en que a ninguna ley se le puede dar 

efecto retroactivo en perjuicio de una persona o de los derechos patrimoniales 

adquiridos o de situaciones jurídicas consolidadas53. 

Por su parte el principio de interdicción o prohibición de la arbitrariedad de los 

poderes públicos en materia tributaria se expresa mediante los “criterios de 

razonabilidad y proporcionalidad, los cuales ayudan al correcto discernir de las ideas y 

a la exteriorización de la voluntad de los poderes públicos, que ha de ajustar su 

actividad al ordenamiento jurídico, a la justicia, a la equidad, a la lógica y a las reglas 

unívocas de la ciencia y la técnica, como medios idóneos para erradicar –sea 

“interdecir”- la arbitrariedad54”.  

Los principios materiales en materia tributaria son:  

1) Principio de generalidad tributaria: “Significa que todos los 

ciudadanos han de concurrir al levantamiento de las cargas públicas. Esto  no 

                                            
52

 FAJARDO SALAS (Gonzalo).Op cit.P. 154.  
53

 Constitución Política de la República de Costa Rica. Op cit. Artículo 34. 
54

 FAJARDO SALAS (Gonzalo).Op cit. Pp. 207, 208.  
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significa que todos deben efectivamente pagar tributos, sino que deben hacerlo 

todos los que, a la luz de los principios constitucionales y de las normas 

ordinarias que los desarrollen, tengan la necesaria capacidad contributiva. Es 

decir no se puede eximir a nadie de contribuir por otras razones que no sean la 

carencia de capacidad contributiva (…)55”. 

2) Principio de Capacidad económica o contributiva: Este principio 

hace referencia al “deber de contribuir: quien tiene contribuye, quien no, no 

contribuye; quien tiene más, contribuye más, y quien nada tiene o poco tiene, no 

debe contribuir o contribuye de acuerdo a sus posibilidades (…). - Es el -

fundamento y legitimación de ese deber (el deber de contribuir) constituye el 

medio racional para “medir” cuantitativamente, la idoneidad de los sujetos para 

contribuir” 56   

3) Principio de igualdad y progresividad tributaria: El principio de 

igualdad tributaria en el principio constitucional de igualdad ante la ley (Art. 33 

Constitución Política). Este principio implica tratar a “iguales como iguales y a 

desiguales como desiguales”. Es decir sujetos en igual condiciones tributarias 

deben ser tratados en forma igual y sujetos desiguales no tienen que tratarse de 

igual manera, sino que debe tomarse en cuenta las desigualdades. Este 

principio aplica para las cargas públicas ya que se le debe “dar el mismo 

tratamiento tributario a quienes se encuentran en situaciones análogas”57  

                                            
55

 SEMINARIO DE DERECHO FINANCIERO, Notas de Derecho Financiero, Tomo I, Universidad de 
Madrid 1967, citado por FAJARDO SALAS (Gonzalo).Op cit.P.215.  
56

 FAJARDO SALAS (Gonzalo).Op cit.P 228. 
57

 FAJARDO SALAS (Gonzalo).Op cit.P 261.  
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El principio de progresividad tributaria significa que “conforme aumenta la 

riqueza del sujeto pasivo, aumenta la contribución58.   

4) Principio de no confiscatoriedad: Este principio es un límite del 

poder del tributario del Estado, ya que un tributo se convierte en confiscatorio 

cuando “la magnitud de la contribución, excedida determinada cantidad, como 

porcentaje de la riqueza o de la renta”59. Cuando un tributo es excesivo se 

convierte en confiscatorio, y el este principio prohíbe caer en la excesividad de 

los tributos.  

b.2 Principios del Procedimiento Administrativo Tributarios: 

Los procedimientos administrativos tributarios se rigen por los principios citados 

anteriormente (principios tributarios y principios del procedimiento administrativo).  

En este sentido el  Administrativos Tributarios el Tribunal Contenciosos 

Administrativo ha establecido que “(…)la materia tributaria también está regida por los 

principios que informan todo procedimiento administrativo, esto es impulso de oficio, 

búsqueda de la verdad material, defensa y principio de contradictorio básicamente, 

siendo de carácter fundamental el derecho al debido proceso que implica 

necesariamente el de ser oído (expresar argumentos) y el de ofrecer prueba”60.  

b.3 Sujetos: 

Los sujetos que pueden intervenir en el procedimiento administrativo son el 

sujeto activo y el sujeto pasivo: 

                                            
58

 FAJARDO SALAS (Gonzalo).Op cit.P 267.  
59

 FAJARDO SALAS (Gonzalo).Op cit.P 229.  
60

 Tribunal Contencioso Administrativo Sección VII, Voto  Nº 98 2011-VII, de las dieciséis horas del 
veinticinco de Octubre del año dos mil once 
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b.3.1 Sujeto activo 

 La Administración:  

Sobre el sujeto activo de la obligación tributaria establece el CNPT lo siguiente:  

“Artículo 11. Concepto: La obligación tributaria surge entre el Estado u otros 

entes públicos y los sujetos pasivos en cuanto ocurre el hecho generador previsto 

en la ley; y constituye un vínculo de carácter personal, aunque su cumplimiento se 

asegure mediante garantía real o con privilegios especiales61”. 

Es así como el procedimiento administrativo, siempre tendrá  como sujeto activo 

a la Administración Pública. En  los procedimientos administrativos tributarios el CNPT 

indica que es sujeto activo el ente acreedor del tributo.62  

El órgano de la Administración acreedor de la obligación tributaria pueden ser 

sujetos activos.  Es indispensable hacer referencia a lo que se entiende por 

Administración Tributaria, para esto es necesario remitirnos al artículo 99 del CNPT el 

cual indica que: 

"Artículo 99.- Concepto y facultades: Se entiende por Administración 

Tributaria el órgano administrativo encargado de gestionar y fiscalizar los tributos, se 

trate del fisco o de otros entes públicos que sean sujetos activos, conforme a los 

artículos 11 y 14 del presente Código(…)”63.  

                                            
61

 Código de Normas y Procedimientos Tributarios Del 3  de mayo de 1971. Art 11. 
62 Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Op cit. Art. 14  
63

 Ley de fortalecimiento de la Gestión Tributaria. Ley 9069. Del 10 de setiembre de 2012. Art. 99.  
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Por lo tanto el sujeto activo es el Ente público titular del derecho de crédito 

tributario, es aquel quien puede exigir el cumplimiento de los tributos. Existe la 

posibilidad de que el sujeto activo no coincida con el titular del poder tributario (quien 

establece y regula el tributo) o con el titular del crédito tributario (a favor de quien se 

recauda el dinero).  

Pueden existir por lo tanto el ente perceptor y el ente acreedor:  

 Ente perceptor: Ente a quien le corresponde el dinero  de lo 

recaudado por el tributo.  Puede coincidir o no con el ente acreedor. 

 Ente acreedor: El que puede jurídicamente exigir el cobro del 

tributo. 

Es importante aclarar que la administración tributaria a la hora de cobrar los 

tributos puede servirse de otras instituciones para facilitar el cobro, este es el caso por 

ejemplo de las entidades bancarias, las cuales ayudan con la Administración Tributaria 

en la recaudación, esto no significa que estas entidades sean sujetos activos, 

simplemente son agentes que colaboran con la recolección de tributos, pero no los 

convierte en sujetos activos. A estos sujetos se les suele llamar recaudadores sin título.  

 

b.3.2 Sujeto pasivo:  

El sujeto pasivo de la obligación es quien debe cumplir las prestaciones 

tributarias. El sujeto pasivo puede ser contribuyente o responsable64.  

                                            
64

 Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Op cit. Art. 15.  
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- El contribuyente puro y simple: Es el sujeto con respecto al cual 

se verifica el hecho generador, es por esto que está obligado por deuda propia. 

Pueden ser contribuyentes tanto personas físicas como personas jurídicas65. 

Los contribuyentes tienen la obligación de pagar los tributos y cumplir con 

los deberes formales66, es decir no solo debe hacer efectivo el pago sino que 

también debe cumplir con otras obligaciones como por ejemplo las 

declaraciones juradas.  

- Responsables: Los responsables son aquellos sujetos obligados 

por deuda ajena, es decir, no son contribuyentes pero por disposición expresa 

de la ley deben cumplir con las obligaciones de estos.67 Los responsables están 

obligados a pagar los tributos con los recursos que administren como 

responsables.  Pueden ser responsables por ejemplo los padres, los tutores o 

curadores, los representantes legales de personas jurídicas, los fiduciarios, los 

mandatarios.68 

- Sustitutos: son al igual que los responsables, obligados por deuda 

ajena y tienen la finalidad de facilitar la recaudación del impuesto. Entre los 

sustitutos encontramos los agentes de retención y percepción. Estos son las 

personas designadas por la ley, que por razón de su actividad o sus funciones 

deben efectuar la retención o percepción del tributo correspondiente69. Estos 

sujetos sustituyen al contribuyente en el cumplimiento de la obligación tributaria, 

una vez hecha la retención o percepción del tributo el agente es el único 

                                            
65

 Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Op cit. Art 17. 
66

 Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Op cit. Art18.  
67

 Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Op cit. Art. 20. 
68

 Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Op cit. Art 21.  
69

 Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Op cit. Art 23.  
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responsable ante el Fisco por el valor retenido o percibido, si no realizó la 

percepción responde de manera solidaria con junto con el contribuyente70.  

 El agente de retención: Cuando se le realiza un pago a 

este agente es el encargado de retenerlo. Por ejemplo en el impuesto de 

remesas al exterior, la persona que se encuentra en Costa Rica (y 

contrata al contribuyente extranjero), es la encargada de retener 

(entiéndase el sujeto en el exterior nunca recibe este dinero) el porcentaje 

correspondiente del impuesto y entregarlo al fisco.  

 El agente de percepción: El contribuyente es quien paga al 

agente de percepción, y este último percibe el tributo del contribuyente y 

lo entrega al fisco. El agente de percepción debe cobrar el tributo. Por 

ejemplo en el caso del impuesto sobre las ventas, cuando una persona 

compra un artículo en una tienda, es el vendedor quien debe retener lo 

correspondiente al impuesto sobre las ventas y posteriormente entregarlo 

al fisco.  

2.2. TIPOS DE PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS TRIBUTARIOS  

EXISTENTES EN EL SISTEMA TRIBUTARIO COSTARRICENSE.  

 A. PROCEDMIENTO DETERMINATIVO: 

A.1 Determinación Tributaria:  

La  determinación tributaria, se puede definir según FONROUGE y NAVARRINE 

como:  

                                            
70

 Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Op cit.  Art 24. 
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“Aquel conjunto de actos emanados de la administración pública, de los 

particulares o de ambos coordinadamente destinados a establecer -en cada caso 

particular- la configuración del presupuesto de hecho, la medida de lo imponible y el 

alcance cuantitativo de la obligación tributaria71”.  

Es decir la determinación tributaria es el acto de fijar el monto de un impuesto a 

pagar, como parte de la obligación tributaria. Esta determinación la puede realizar un 

sujeto privado, que usualmente seria el sujeto pasivo de dicha obligación, o también la 

puede determinar la Administración Tributaria, mediante un procedimiento 

administrativo tributario. 

Cuando la Administración Tributaria realiza la determinación del impuesto de 

manera oficiosa, se está en presencia de la función de determinación tributaria que 

tiene la Administración como parte de su potestad verificar las obligaciones de los 

contribuyentes. Los autores QUIRÓS Y VIDECHE definen la función de determinación 

como “la concatenación de actos o actuaciones desarrollados por la Administración 

Tributaria y por los sujetos tributarios, que tienen como fin la determinación de la 

cuantía del tributo concreto y que incluye, a su vez la determinación de los elementos 

necesarios para ello72.   

A.2 Procedimiento determinativo:  

El procedimiento determinativo, es uno de los procedimientos administrativos 

tributarios que debe seguir la Administración Tributaria para poder ejercer la función 

determinativa.  

                                            
71

 FOUROUGE (Carlos) y NAVARRINE (Susana). Procedimiento Tributario. Buenos Aires: Ediciones de 
Palma, 6ta edición. 1984. P. 493.  
72

 QUIRÓS SALAZAR (Mario) RODRÍGUEZ  (Alonso). Las Facultades de Determinación, Comprobación 
e Inspección Tributaria a la Luz de sus Fundamentos y Límites Doctrinales y Normativos. Tesis para 
optar por el grado de licenciatura en Derecho. Universidad de Costa Rica. 1996.  P. 87.  
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El Tribunal Contencioso Administrativo, se ha referido al procedimiento 

determinativo de la obligación tributaria en sentencia de número 053-2009-SVII  de las 

diez horas treinta minutos del veintisiete de mayo del dos mil nueve y  ha establecido lo 

siguiente:  

“El punto central que se discute en este asunto se refiere a la aplicación o 

no por parte del ente demandado, del procedimiento debido en orden a establecer 

la obligación tributaria que se cobra al actor en los actos impugnados. Dada la 

naturaleza de los alegatos que ambas partes han planteado es menester indicar 

que la materia tributaria también está regida por los principios que informan 

todo procedimiento administrativo, esto es impulso de oficio, búsqueda de la 

verdad material, defensa y principio de contradictorio básicamente, siendo de 

carácter fundamental el derecho al debido proceso que implica necesariamente el 

de ser oído (expresar argumentos) y el de ofrecer prueba. Precisamente la 

determinación de la obligación tributaria, cuando ésta es el resultado de un 

acto de la Administración, y no el producto de una autoliquidación 

voluntaria del contribuyente, es un procedimiento administrativo tributario, y 

como tal, en su desarrollo deben observarse los principios anteriormente 

señalados. Así, el acto administrativo de determinación de la obligación tributaria, 

debe ser el resultado de la realización de una serie de actos tendientes a 

comprobar si se ha producido o no el hecho imponible y en caso afirmativo, a la 

cuantificación del adeudo, pero en la ejecución de estas distintas etapas, participa 

también el administrado, pues como ya se dijo, se trata de un procedimiento 

administrativo que surge en el marco de una relación jurídica administrativa. En 
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este sentido, el Código de Normas y Procedimientos Tributarios establece una 

serie de disposiciones que regulan la ejecución de la determinación, y que 

contemplan desde el inicio de las actuaciones, la participación del sujeto pasivo 

de esa relación. Concretamente, el artículo 144 del cuerpo normativo citado, inicia 

el procedimiento con una vista que la Administración Tributaria le otorga al 

contribuyente sobre las actuaciones realizadas y los cargos formulados, y 

respecto de los cuales éste tiene la oportunidad de presentar alegatos y prueba 

de descargo (artículo 145) 73(...)” (negrita y subrayado es nuestro). 

Este asunto fue llevado a la Sala Primera donde el recurrente alega que 

hubo un error de derecho en la apreciación de la prueba documental, la Sala no 

entra a conocer del procedimiento determinativo, sino que se limita a resolver 

sobre la carga de la prueba, donde establece que la carga de la prueba la tiene el 

contribuyente y confirma el fallo del tribunal.  

En cuanto al procedimiento determinativo, como bien lo establecen el Tribunal 

Contencioso Administrativo, es un procedimiento administrativo tributario el cual cuenta 

con los mismos principios que todos los procedimientos tributarios en el cual se deben 

de garantizar los derechos de los administrados. Entre ellos encontramos el impulso de 

oficio, búsqueda de la verdad material, defensa,  principio de contradictorio, debido 

proceso, derecho a ser oído y a ofrecer prueba.  

Además es posible extraer de este voto que la determinación de la obligación 

tributaria, cuando es realizada por la Administración necesariamente tiene que ser un 

                                            
73

 Voto número 053-2009-SVII del Tribunal Contencioso Administrativo de las diez horas treinta minutos 
del veintisiete de mayo del dos mil nueve. 
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proceso administrativo tributario. Es decir siempre que se esté frente a una 

determinación de oficio el  proceso será administrativo y por lo tanto se deben respetar 

los principios que cobijan los demás procesos administrativos.  

 Sobre la obligación de respetar el debido proceso y los derechos de los sujetos 

sometidos al procedimiento determinativo,  la Sala Constitucional ha expresado que: " 

(…) la obligación de la administración de respetar los derechos que el ordenamiento 

jurídico le otorga a quien se vea sujeto a un procedimiento administrativo que culmine 

con el establecimiento de una obligación económica . (...) dichos principios y garantías 

derivan, en general, de los artículos 39 y 41 de la Constitución Política, y más 

específicamente de la Ley General de la Administración Pública cuyos principios del 

procedimiento, por la especial naturaleza de la materia que regulan, resultan de 

acatamiento obligatorio74.  

Dentro de ellos, según la sentencia número 0015-90 de las dieciséis horas 

cuarenta y cinco minutos del cinco de enero de mil novecientos noventa de esta Sala 

se encuentran: "...a) Notificación al interesado del carácter y fines del procedimiento; b) 

derecho a ser oído, y oportunidad del interesado para presentar los argumentos y 

producir las pruebas que entienda pertinentes; c) oportunidad para el administrado de 

preparar su alegación, lo que incluye necesariamente el acceso a la información y a los 

antecedentes administrativos, vinculados con la gestión de que se trate; ch) derecho 

del administrado de hacerse representar y asesorar por abogados, técnicos y otras 

personas calificadas; d) notificación adecuada de la decisión que dicta la 

Administración y de los motivos en que ella se funde y e) el derecho del interesado de 
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 Voto 247-M-96  de la Sala Constitucional, de las 9:21 horas. de 10 de mayo de 1996. 
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recurrir la decisión dictada...". V. Si el procedimiento administrativo ordinario concluye 

con la determinación de responsabilidad y el establecimiento de una cantidad líquida 

exigible, la Administración procederá a dictar el acto administrativo... (...)75."  

Es así como la Sala Constitución, en el voto 247-M-96 establece una serie de 

requisitos que se debe cumplir para que el procedimiento de determinación conforme 

con el ordenamiento jurídico:  

a) Notificación al interesado del carácter y fines del 

procedimiento  

b) Derecho a ser oído, y oportunidad del interesado para 

presentar los argumentos y producir las pruebas que entienda 

pertinentes. 

c) Oportunidad para el administrado de preparar su alegación, 

lo que incluye necesariamente el acceso a la información y a los 

antecedentes administrativos. 

d) Derecho del administrado de hacerse representar y asesorar 

por abogados, técnicos y otras personas calificadas. 

e) Notificación adecuada de la decisión que dicta la 

Administración y de los motivos en que ella se funde. 

f) El derecho del interesado de recurrir la decisión 

dictada.  

A.3 Nuevo Proceso Determinativo:  

                                            
75

 Voto 247-M-96  de la Sala Constitucional. Op cit. 
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La Ley de Fortalecimiento de la Gestión tributaria, ley 9069 promulgada 

recientemente, reformó el CNPT, introduciendo algunos cambios en el procedimiento 

determinativo.  

El artículo 144 de CNPT establece que para iniciar la determinación por parte de 

la Administración Tributaria, se debe realizar el procedimiento establecido 

reglamentariamente, esto resulta contradictorio ya que aún no se ha publicado un 

reglamento a la ley 9069.  

El procedimiento determinativo, como todo procedimiento que afecte derechos e 

intereses de los administrados debe iniciar con una notificación al auditado, donde se 

indique que se realizarán las actuaciones correspondientes para  determinar el tributo.  

Una vez terminadas las actuaciones, la Administración debe convocar a una 

audiencia al sujeto pasivo en la cual se le informan  los resultados obtenidos. En el 

mismo acto debe poner a disposición del sujeto el expediente administrativo. A demás 

se le propone la regulación en caso de que sea pertinente.  

El contribuyente tiene 5 días hábiles para manifestarse, ya sea aceptado o 

rechazando la propuesta de regularización, y la aceptación puede ser en forma parcial 

o en forma total. Si hay silencio por parte del sujeto y no se manifiesta en el plazo de 5 

días, se entiende que está disconforme.  

En caso de que el sujeto pasivo esté de acuerdo con la regularización (sea en 

forma total o parcial), el mismo debe llenar un modelo oficial para hacer el ingreso 

respectivo, en el plazo de  30 días. Igualmente puede pedir un aplazamiento o 

fraccionamiento del pago de la deuda tributaria.  
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Cuando haya disconformidad con la propuesta de regularización, se debe 

notificar en un plazo de 10 días el acto administrativo de liquidación, donde se 

concreten los hechos y fundamentos que motivaron las bases imponibles diferentes, 

dando un monto diferente.  

De cualquier manera, el pago o ingreso respectivo se debe hacer en un plazo de 

30 días, puede darse una garantía en lugar del pago. Esto es una novedad, ya que 

anteriormente a la reforme del CNPT introducida por la Ley 9069, no era necesario el 

pago, este se realizaba una vez terminada la fiscalización, es decir cuando el acto se 

encontraba firma y se había resolvió los recursos de revocatoria y apelación, pero con 

la reforma el pago se debe hacer una  vez.  

Sobre el tema José María OREAMUNO ha dicho que es la modificación más 

importante al ordenamiento tributario, ya que se ha liquidado la deuda y por ello es 

exigible con la suma que determine el auditor fiscal. Esto porque anterior a la reforma, 

el auditor hacía un traslado de observaciones y cargos que podía ser impugnado por el 

sujeto pasivo y la resolución que resolvía la impugnación (“resolución determinativa”) 

era exigible hasta que se resolvieran los recursos administrativos que se interpusieran 

en contra. Con la reforma publicada, la actuación del auditor se convierte 

inmediatamente en una deuda que debe ser pagada en los siguientes 30 días hábiles 

o, al menos, rendir garantías sobre ella y sus intereses mientras se discute su 

procedencia76.  

Como una crítica de este autor el mismo establece que “Esta reforma no 

fortalecerá la gestión tributaria, será objeto de agrias discusiones judiciales (acciones 
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 OREAMUNO (José María). Vuelve el odioso solve et repete. El Financiero. Publicado el 7 de 
noviembre de 2012.  
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de inconstitucionalidad, recursos de amparo, medidas cautelares de suspensión del 

acto administrativo) que terminarán envenenando las relaciones fisco-contribuyente. Y 

obligará al Estado, en muchos casos, a reembolsar con intereses más daños y 

perjuicios”77.   

Se puede decir que esta reforma puede traer consecuencias negativas y 

positivas ya que ya que por un lado evita que los sujetos pasivos interpongan recursos 

para retrasar el pago de la deuda tributaria, y poner a funcionar todo el sistema solo por 

estos motivos, por lo que en estos casos, la reforma está solucionando que quienes 

recurran sean porque tienen realmente motivos para hacerlo y no porque quieren 

retrasar el pago. Pero por otro lado como dice OREAMUNO, esta reforma puede dar 

pie a muchas controversias en cuanto a su legalidad, a la vez que los rembolsos que 

puedan darse porque al final se determinó que el contribuyente era quien llevaba la 

razón pueden perjudicar al Fisco, ya que además deberá pagar intereses.  

Siguiendo con el procedimiento determinativo, una vez realizada todas las 

actuaciones y el pronunciamiento del sujeto pasivo, la Administración debe dictar un  

acto administrativo de liquidación de oficio. Si el sujeto no está conforme con este acto 

puede recurrir la resolución, interponiendo los recursos correspondientes, de los cuales 

se hará mayor énfasis en los capítulos siguientes.   

 

B. PROCEDIMIENTO SANCIONATORIO: 

El otro tipo de procedimiento tributario existente en nuestra legislación es el  

procedimiento sancionatorio. Este procedimiento es el que le permite acreditar a la  
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 OREAMUNO (José María) Ibídem.  
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administración tributaria que el sujeto pasivo es el autor de una infracción 

administrativa.  

Este procedimiento no es objeto del presente trabajo por lo que la referencia que 

se hace es mínima, con el fin de conocer que existen otros procedimientos 

administrativos tributarios diferentes al procedimiento determinativo.  

En lo que interesa cabe destacar que para iniciar el procedimiento sancionador 

no es necesario que el procedimiento determinativo haya agotado la vía 

administrativa78.  

SECCION III: LOS  RECURSOS GENERALES  EN EL  PROCEDIMIENTO 

ADMINISTRATIVO 

3.1. NOCIONES GENERALES:  

i. Concepto:  

Los recursos administrativos, en sentido amplio, se pueden definir como “los 

remedios o medios de protección del individuo para impugnar los actos y hechos 

administrativos que lo afectan y defender sus derechos frente a la administración”79.  

Los recursos son actos de impugnación de un acto administrativo anterior, y 

constituyen vías de revisión a instancia siempre de interesados80. Es decir el recurso 

permite volver a examinar el acto, pero esto siempre debe ser pedido por el interesado, 

es decir no procede la revisión de oficio.  
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 Ley de fortalecimiento de la Gestión Tributaria. Op cit. Art. 153. 
79 GORDILLO (Agustín). Tratado de Derecho Administrativo. Tomo 4: EL procedimiento administrativo. 

10
a 
Edición: Fundación de Derecho Administrativo. Buenos Aires. 2010. P. III.1. 

80
GONZÁLEZ PÉREZ (Jesús). Op cit. P.535. 

http://www.google.co.cr/search?hl=es&tbo=p&tbm=bks&q=inauthor:%22Jes%C3%BAs+Gonz%C3%A1lez+P%C3%A9rez%22&source=gbs_metadata_r&cad=4
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Sobre la definición de los recursos administrativos ha dicho la Procuraduría 

General de la República que:  

“El acto administrativo, como manifestación de la voluntad de la administración 

en el ejercicio de sus facultades puede ser impugnado por su destinatario si lo 

encuentra lesivo a sus derechos tanto en sede administrativa como judicial. En sede 

administrativa, los recursos son actos del administrado mediante los cuales éste pide a 

la propia administración la revocación o reforma de un acto suyo o de una disposición 

de carácter general de rango inferior a la Ley en base a un título jurídico específico 

(…)81”. 

De lo anterior se desprende que los recursos administrativos son medios por los 

cuales se puede refutar el acto administrativo, el cual es reflejo de la voluntad de la 

administración, y si esta voluntad lesiona los derechos del administrado el mismo esta 

facultado para pedir a la administración que revoque o cambie el acto o disposición que 

dicto.  

En este mismo sentido se ha referido el Tribunal Contencioso Administrativo y 

Civil de Hacienda de la siguiente manera:  

“Desde un punto de vista técnico jurídico, se trata de entablar una acción 

material denominada "recurso" contra una resolución dictada por una autoridad. Desde 

sus orígenes, el derecho procesal ha establecido los recursos en atención de la 

necesidad de asegurar el derecho de defensa de las partes, esto es trascendental, 

dado que, como resulta evidente, desde un principio su finalidad ha sido la 

                                            
81 Procuraduría General de la República. Dictamen número 274 del 16 de diciembre de 1998. 
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de garantizar el debido proceso. De esa forma el recurso es el medio por el cual las 

partes pueden promover el control de la legalidad de la sentencia del Juez o de una 

autoridad administrativa, que se constituye como un elemento integrante del derecho 

de defensa. En sede administrativa, los recursos administrativos no solo garantizan 

principios que emanan de la Constitución, como lo es el debido proceso; sino que son 

una forma de control de la legalidad de los actos administrativos, este control se ejerce 

de manera correctiva y su finalidad última es mantener la juridicidad administrativa, la 

protección y garantía y derechos de los administrados( …). La interposición de un 

recurso implica para la Administración la obligación de resolverlo, es decir dictar la 

resolución que le pone fin, lo anterior resulta de obligado acatamiento, dado que es 

consustancial a la naturaleza de los recursos, en virtud de que su propósito es llegar 

a alcanzar el juicio de valoración del órgano administrativo competente para resolver, 

respecto de las impugnaciones efectuadas. Esto significa que la resolución que se dicta 

debe referirse de forma expresa a todas las cuestiones planteadas por quien recurre. 

De igual modo, sobre todas aquellas otras cuestiones derivadas de las actuaciones. De 

lo expuesto se desprende que las resoluciones que resuelven recursos deben ser 

siempre motivadas, debiendo contener una relación de los hechos y de los 

fundamentos de derecho que las originan y les dan sustento, con la mención expresa 

de cada uno de los argumentos de las partes82”.  

Es decir el recurso  constituye una forma de asegurar el derecho de defensa de 

las partes y a su vez permite garantizar el debido proceso. En cuanto al derecho de 

                                            
82 Voto Nº 209 -2011 del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda. De  las  

diez horas treinta minutos del cinco de setiembre del año dos mil once. 
82 GONZÁLEZ PÉREZ (Jesús). Manual de Procedimiento Administrativo, Civitas, 2da edición. 2002 P. 

535. 
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defensa el recurso constituye un medio por el cual las partes pueden ejercer un  control 

de la legalidad de la sentencia o de los actos administrativos. Este control es ejercicio 

en forma colectiva con el fin de mantener la juridicidad administrativa y a su vez 

garantizar y proteger los derechos de los administrados.  

Es importante destacar que una vez interpuesto un recurso es obligación de la 

Administración resolverlo, y la resolución que lo hace, debe referirse a todos los puntos 

planteados por el recurrente. Además de resolver todo lo planteado las resoluciones 

deben estar siempre motivas, por lo tanto debe hacer una relación entre los hechos y el 

derechos.  

ii. Naturaleza Jurídica:  

El recurso es un acto de impugnación del acto administrativo. El objeto que tiene 

el recurso es impugnar un acto administrativo anterior83. Siempre va ir dirigido a refutar 

un acto anterior el cual deriva de un procedimiento administrativo.  

iii. Fundamento: 

El fundamento de los recursos en los procedimientos administrativos radica en la 

posibilidad de que por medio de éste, se revoque la decisión tomada por la 

administración84, es decir existe una esperanza de que la administración abandone su 

posición y cambie de parecer en el sentido que el administrado propone.  

iv. Clases: 

 El CNPT, establece en materia tributaria los siguientes recursos:  

- El recurso de revocatoria, revisión o reposición:  

                                            
 
84 

GONZÁLEZ PÉREZ (Jesús). Op cit. P. 536.  

http://www.google.co.cr/search?hl=es&tbo=p&tbm=bks&q=inauthor:%22Jes%C3%BAs+Gonz%C3%A1lez+P%C3%A9rez%22&source=gbs_metadata_r&cad=4


52 
 

Es el recurso que se conoce por el mismo órgano que dicto el acto. Para su 

procedencia en el procedimiento determinativo se debe cumplir con los siguientes 

requisitos:  

 Interponerse en los 30 días hábiles correspondientes, 

contados a partir de la notificación del acto de liquidación de oficio.  

 Interponerse ante el órgano que dicto el acto.   

 Se debe presentar antes que el recurso de apelación85. 

Es un recurso potestativo por lo que se puede optar por interponerlo o no.  

- El recurso de apelación:  

Tiene su fundamento en la jerarquía administrativa, ya que es el superior del 

órgano que dictó el acto es quien debe revisar la actuación de este.  Con base en lo 

expuesto anteriormente, el superior puede confirmar el acto impugnado y rechazar el 

recurso, o acoger el recurso y modificar o anular el acto.  

El recurso de apelación en los procedimientos determinativos se regula de la 

siguiente manera:  

Artículo 146.- Recurso de apelación para ante el Tribunal Fiscal Administrativo  

Contra la resolución que resuelve el recurso de revocatoria, si se ha optado por 

interponerlo, o contra el acto administrativo de liquidación de oficio, cuando no se haya 

interpuesto aquel, procederá el recurso de apelación para ante el Tribunal Fiscal 

Administrativo, en las condiciones establecidas en el artículo 15686 del presente 

Código.  

                                            
85

 Ley de Fortalecimiento de la Gestión Tributaria. Op cit. Art. 146. 
86

 “Artículo 156.- Recurso de apelación  
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Con arreglo a lo dispuesto en el artículo 145 de este Código, la resolución que 

resuelva el recurso de revocatoria ha de emitirse dentro de los treinta días hábiles 

siguientes a la fecha de su presentación.87” 

El recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal Administrativo se debe interponer 

en los 30 días siguientes a la fecha de la notificación.  

Este recurso agota la vía administrativa, lo cual era importante antes de la 

promulgación del Código Procesal Contencioso Administrativo (en adelante CPCA), ya 

que se exigía el agotamiento de la vía administrativa para poder llevar el asunto a la vía 

judicial, pero con la entrada del CPCA se eliminó este requisito. El artículo 31, párrafo 

primero, establece el agotamiento facultativo de la vía administrativa, es decir que ya 

no es necesario agotar esta vía para pasar a la vía judicial,  salvo los casos que 

excepcionalmente establecido por la constitución, como lo son la materia municipal y la 

contratación administrativa.   

 Recurso de revisión: 

El recurso de revisión no es nombrado por el CNPT, sin embargo la LGAP 

(artículos 353,354 y 355) y el Reglamento de Organización, Funciones y 

Procedimientos del Tribunal Fiscal Administrativo si hace referencia a este recurso.88  

Sobre este recurso se ha pronuncia la Procuraduría General de la República 

expresando lo siguiente: considerarse la procedencia de este recurso en materia 

                                                                                                                                             
Contra las resoluciones administrativas mencionadas en los artículos 29, 40, 43, 102, 146, y en el párrafo 
final del artículo 168 de este Código, los interesados pueden interponer recurso de apelación ante el 
Tribunal Fiscal Administrativo, dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que fueron notificados.  
La Administración Tributaria que conozca del asunto emplazará a las partes para que, dentro del plazo 
de treinta días, se apersonen ante el Tribunal Fiscal Administrativo con el propósito de que presenten, si 
lo tienen a bien, los alegatos y las pruebas pertinentes en defensa de sus derechos.” 
87

 Ley de Fortalecimiento de la Gestión Tributaria. Op cit. Art. 146.  
88 “Artículo 2º—De su organización. Distribución y competencia. El Tribunal Fiscal Administrativo cuenta 

con dos Salas especializadas, para conocer de: (…) 4)         Recursos de revisión 
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tributaria, el cual será conocido por el Tribunal Fiscal Administrativo, en siempre que 

concurran los supuestos que se verán a continuación.  

La Procuraduría General de la República ha expresado sobre este recurso:  

“El recurso que ahora nos ocupa tiene por objeto la impugnación de aquellos 

actos administrativos finales firmes que presentaren razonables dudas de su validez, 

según los supuestos señalados taxativamente en el artículo 353 de la Ley General de 

la Administración Pública: 

a. Cuando al dictarlos se hubiere incurrido en manifiesto error de hecho que 

aparezca de los propios documentos incorporados al expediente; 

b. Cuando aparezcan documentos de valor esencial para la resolución del 

asunto, ignorados al dictarse la resolución o de imposible aportación entonces al 

expediente; 

c. Cuando en el acto hayan influido esencialmente documentos o testimonios 

declarados falsos por sentencia judicial firme anterior o posterior del acto, siempre que, 

en el primer caso, el interesado desconociera la declaración de falsedad;  

d. Cuando el acto se hubiere dictado como consecuencia de prevaricato, 

cohecho, violencia u otra maquinación fraudulenta y se haya declarado así en virtud de 

sentencia firme89. 

Este recurso tiene carácter excepcional, ya que el mismo solo es posible 

interponerlo cuando se está en uno  de los supuestos establecidos por la ley y 

anteriormente citados.  

Sobre este recurso  GARCIA DE ENTERRIA y FERNANDEZ han establecido 

que:  

                                            
89

 Procuraduría General de la República. Dictamen número 274 del 16 de diciembre de 1998. 



55 
 

"Configurado con carácter extraordinario, en la medida en que sólo procede en 

los concretos supuestos previstos por la Ley y en base a motivos igualmente tasados 

por ella (...), constituye, en principio, más que un recurso propiamente dicho, un 

remedio excepcional frente a ciertos actos que han ganado firmeza, pero de cuya 

legalidad se duda en base a datos o acaecimientos sobrevenidos con posterioridad al 

momento en que fueron dictados.90" 

Es decir el recurso de revisión podría verse como un remedio excepcional a los 

actos en los cuales hay dudas sobre su legalidad, ya que posterior a su dictado y su 

firmeza se presentan elementos que ponen en duda dicha legalidad.  

3.2. REQUISITOS DEL RECURSO ADMINISTRATIVO: 

Al interponerse un recurso es necesario cumplir con ciertos requisitos para que 

la administración lo acepte para su conocimiento. Si no se dan estos requisitos la 

administración puede rechazar dicho recurso y ni siquiera entra a conocer el fondo, si 

no que lo da por inadmisible.   

 Los requisitos que debe cumplir los recurso los podemos dividir en: 

subjetivos y objetivos:  

 Requisitos Subjetivos: 

A)      ÓRGANO ADMINISTRATIVO: COMPETENCIA:  

A.1) ADMINISTRACIÓN PÚBLICA:  

                                            
90

 GARCIA DE ENTERRIA (Eduardo) y FERNANDEZ (Tomás Ramón), Curso de Derecho Administrativo, 
Tomo II, Civitas, Madrid, 1997. p 530. Citado por Procuraduría General de la República. Dictamen 
número 274 del 16 de diciembre de 1998. 
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Le corresponde al órgano de la Administración Pública que dictó el acto, en 

principio, conocer y decidir sobre los recursos administrativos91.   

A.2) ÓRGANO ADMINISTRATIVO: 

Dentro de la misma administración pública el recurso debe dirigirse al órgano 

que corresponda según el caso92. En caso del recurso de revocatoria, el mismo se 

debe interponer ante el mismo órgano que dictó la resolución determinativa, o el acto 

final de determinación.  

En el caso del recurso de apelación, el recurso se dirige al Tribunal Fiscal 

Administrativo, para que este lo resuelva.  

A.3) RECURSO PER SALTUM:  

Este recurso se utiliza en Costa Rica solamente en materia municipal, por lo que 

se hará una breve referencia ya que en capítulos posteriores entraremos a conocer el 

procedimiento determinativo municipal.  

El Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda de la siguiente 

manera:  

“(…) el instituto del "per saltum" está previsto en nuestro ordenamiento jurídico, 

en los artículos 156, párrafo tercero y 162 párrafo final del Código Municipal y 191 del 

Código Procesal Contencioso Administrativo, como respuesta al silencio de las 

autoridades municipales en resolver los recursos de apelación formulados por 

los administrados, ya sea contra la decisión del Alcalde o contra el acuerdo del 

Concejo, de manera que la autoridad municipal correspondiente, no eleva el 

                                            
91

 GONZÁLEZ PÉREZ (Jesús). Op cit. P. 539. 
92

 GONZÁLEZ PÉREZ (Jesús). Op cit. P. 539. 

http://www.google.co.cr/search?hl=es&tbo=p&tbm=bks&q=inauthor:%22Jes%C3%BAs+Gonz%C3%A1lez+P%C3%A9rez%22&source=gbs_metadata_r&cad=4
http://www.google.co.cr/search?hl=es&tbo=p&tbm=bks&q=inauthor:%22Jes%C3%BAs+Gonz%C3%A1lez+P%C3%A9rez%22&source=gbs_metadata_r&cad=4
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asunto ante este Tribunal dentro del plazo de ocho días previsto en los artículos 

156 párrafos 2) y 3) y 162 del Código Municipal. (…)Se trata así, de 

un recurso "externo", previsto en favor del administrado en situaciones de omisión o 

silencio de la Municipalidad, para procurar la debida resolución del asunto planteado, 

en este caso, por el Tribunal Contencioso Administrativo, actuando como jerarca 

impropio, según se deriva de los numerales 173 constitucional; 156 y 162 del Código 

Municipal y 189 y siguientes del Código Procesal Contencioso Administrativo. (…)Esta 

figura -del per saltum- tiene por fin, servir de mecanismo de auxilio al particular ante la 

ausencia de una manifestación de voluntad expresa por parte de la Administración93”. 

Es decir el recurso per saldum es un recurso externo, que se da en los casos en 

que haya silencio de la Administración cuando se le plantea un caso. Es externo 

porque lo resuelve un órgano de diferente Administración. Es importante tomar en 

cuenta que “(…) para la procedencia del per saltum se requiere la existencia de un 

silencio o inactividad en la resolución de una impugnación por parte de la 

Municipalidad recurrida, no de la definición del fondo del asunto”94 

 REQUISITOS OBJETIVOS: 

A) ACTOS IMPUGNABLES: 

Los actos que se pueden impugnar o recurrir, tanto por motivos de legalidad 

como de oportunidad95 son:  

                                            
93

 Voto No 364 -2011 del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil De Hacienda de  las quince horas 
diez minutos del veintidós de setiembre del dos mil once. 
94

 Voto Nº 272-2012 de Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, de  las diez horas 
cincuenta minutos del veintinueve de junio de dos mil doce. 
95

 Ley General de la Administración Pública. Op cit. Art. 342.  
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a. Actos de Mero Trámite: Como anteriormente se vio, son aquellos 

que integran los procedimientos anteriores a la adopción del acto final, sea, los 

que preparan la resolución administrativa de fondo, pero que en sí mismos no 

inciden en las relaciones jurídico-administrativas ni en la esfera jurídica de los 

administrados96. El acto de trámite no expresa voluntad, sino un mero juicio, 

representación o deseo de la Administración, y que por ende, no declara 

ningún derecho ni deber en forma definitiva, no produce en forma directa 

efectos jurídicos frente a terceros.97 

b. Actos incidentales: Son aquellos que se producen en vía incidental 

o por incidente.  

c. Actos finales: Como se estableció con anterioridad, son aquellos 

que resuelve sobre el fondo del problema planteado por la necesidad 

administrativa o la petición del particular y produce efecto externo, creando 

una relación entre la Administración y el administrado (en sentido 

genérico). Su nota fundamental está en su autonomía funcional, en tanto 

puede producir derechos y obligaciones, incidir en relaciones jurídicas pre-

existentes, modificándolas o extinguiéndolas98. 

B)      MOTIVOS DEL RECURSO: 

                                            
96 Voto No. 120-2012 del Tribunal Contencioso Administrativo de las catorce horas treinta 

minutos del veintinueve de marzo del dos mil doce. 
97 Voto No.15-2012 del Tribunal Contencioso Administrativo,  Sección Segunda, de las once horas diez 

minutos del veintiuno de febrero del dos mil doce. 
98 Voto No. 120-2012 del Tribunal Contencioso Administrativo. Op cit. 
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Los recursos de revocatoria y apelación pueden fundamentarse en cualquier 

caso de nulidad o anualidad99 previstos en el capítulo XI de la Ley general de la 

Administración Pública.  

4.4. REQUISITOS DE LA ACTIVIDAD: PLAZO 

El plazo para interponer el recurso de revocatoria es de 30 días hábiles 

siguientes a la notificación del acto del acto de liquidación de oficio. El plazo para la 

interposición del recurso de apelación es igualmente de 30 días, contados a partir de la 

notificación, sea del recurso de revocatoria o del acto de liquidación (en caso de que no 

se interponga recurso de revocatoria) 

El plazo para el recurso extraordinario de revisión depende de la causal que se 

invoque. Los diferentes plazos están establecidos en el artículo 354 de la Ley General 

de la Administración Pública100.  

4.5. PROCEDIMIENTO 

B)      INICIACIÓN: 

Para poder iniciar  la presentación de un recurso es indispensable que éste 

cumpla con todos los requisitos que se verán a continuación:  

B.1) REQUISITOS SUBJETIVOS: 

El recurso administrativo tiene como requisitos subjetivos, en primer lugar  que 

esté dirigido al órgano competente para su decisión y a su vez ser interpuesto por la 

                                            
99

 Procedimientos de revisión (parte especial). P. 541.  
100 Artículo 354.- El recurso de revisión deberá interponerse: 

a) En el caso primero del artículo anterior, dentro del año siguiente a la notificación del acto impugnado; 

b) En el caso segundo, dentro de los tres meses contados desde el descubrimiento de los documentos o 

desde la posibilidad de aportarlos; y 

c) En los demás casos, dentro del año posterior al conocimiento de la sentencia firme que los funde. 
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persona con capacidad y legitimación para hacerlo, o por medio de su representado 

debidamente acreditado101.   

B.2) REQUISITOS OBJETIVOS: 

En cuanto al requisito objetivo del recurso, este debe plantearse en contra de un 

acto susceptible de impugnación y fundamentarse en los motivos previstos en cada 

caso, según el recurso de que se trate. Para que el escrito pueda calificarse como 

recurso es necesario que contenga la impugnación de un acto102.  

B.3) REQUISITOS DE LA ACTIVIDAD: 

Sobre los requisitos de la actividad es importante recalcar que el artículo 348 de 

la Ley General de la Administración Pública establece que no se requiere una 

redacción, ni una pretensión especial para la formulación de los recursos, lo 

indispensable es del texto de los mismos se pueda inferir en forma clara la petición de 

revisión103. Se puede desprender que el recurso debe formularse por escrito, y además 

debe estar redactado en la legua oficial, es decir en español.  

 3.6. DESARROLLO: 

A) LA INSTRUCCIÓN EN LOS PROCEDIMIENTOS DEL 

RECURSO:  

En el procedimiento de recurso la actividad de instrucción suele ser mínima. Sin 

embargo es necesario que la actividad de instrucción se dé, sea en un mayor o menor 

grado, dependiendo del órgano competente para resolver el recurso. Ya que si es en 

                                            
101

 GONZÁLEZ PÉREZ (Jesús). Op cit. P.357. 
102

 GONZÁLEZ PÉREZ (Jesús). Op cit. P.359.  
103

 Ley General de la Administración Pública. Op cit. Art. 348.  

http://www.google.co.cr/search?hl=es&tbo=p&tbm=bks&q=inauthor:%22Jes%C3%BAs+Gonz%C3%A1lez+P%C3%A9rez%22&source=gbs_metadata_r&cad=4
http://www.google.co.cr/search?hl=es&tbo=p&tbm=bks&q=inauthor:%22Jes%C3%BAs+Gonz%C3%A1lez+P%C3%A9rez%22&source=gbs_metadata_r&cad=4
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caso de que él órgano competente para conocer el recurso no sea el mismo que dicto 

el acto impugnado se requiere un informe de quien lo dictó104.  

B) PRUEBA 

En relación a la procedencia de la prueba en los recursos contra los actos finales 

de los  procedimientos administrativos la Contraloría General de la República en 

diferentes resoluciones ha establecido que “(…) es fundamental para quien apela, no 

sólo indicar los supuestos incumplimientos, sino también aportar la información y 

prueba suficiente para fundamentar sus argumentos, así como para determinar la 

trascendencia de lo alegado (…) Es indispensable aportar las razones y los medios 

probatorios pertinentes que demuestren la existencia real de la situación que se plantea 

(...).”105 

En este sentido es necesario aportar la prueba necesaria por parte del 

recurrente para poder sustentar sus argumentos. Debido a que  mediante los medios 

probatorios es  posible demostrar si la veracidad de sus alegatos.  

3.7 TERMINACIÓN 

I. NORMAL: 

La terminación normal en los procedimientos tributarios se da cuando el órgano 

competente dicta la el acto final y los recursos interpuestos son resueltos con sus 

respectivas resoluciones.  

 

                                            
104

 Procedimientos de revisión (parte especial). 
105

 Ver  Resolución de la Contraloría General de la República RC-288-2000 de las 12:00 horas del 28 de 

julio de 2000, que a su vez cita resoluciones Nº99-97 de las 15 horas del 12 de mayo de 1997, Nº5-96 de 
las 14:30 horas del 10 de enero, Nº91-96 de las 11 horas del 14 de mayo y Nº251-96 de las 10 horas, del 
31 de octubre, todas del año 1996 
 

http://documentos.cgr.go.cr/sad_docs/legado/Resoluciones%20de%20Recursos%20de%20Apelacion/RC-288-2000.DOC
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II. SILENCIO ADMINISTRATIVO: 

El silencio administrativo en los procedimientos tributarios está contemplado en 

el artículo 197 del CNPT el cual versa de la siguiente manera:  

“Artículo 197.- Silencio administrativo  

Se entenderá por denegado todo reclamo, petición o recurso no concluido por 

acto final, una vez transcurrido el término de tres meses contado desde el inicio del 

procedimiento.  

El silencio positivo se regirá por las disposiciones de la Ley General de la 

Administración Pública106”. 

Del artículo anterior se puede extraer que existe un silencio positivo y uno 

negativo en materia tributaria. Es importante diferenciar el silencio positivo del silencio 

negativo, para comprender bien en qué circunstancias se aplica uno u otro. Sobre la 

diferencia entre ambos, ha indicado la Sala Primera:   

 “Ante la ausencia de una manifestación de voluntad expresa por parte de la 

Administración, la Ley faculta, en circunstancias específicas y para ciertos efectos, la 

presunción de esa voluntad, ya sea un sentido negativo o desestimatorio, o bien, 

positivo o afirmativo. (…) El silencio positivo, constituye un verdadero acto 

administrativo (…) Por esta razón, el silencio negativo es la regla en esta materia, en 

tanto que el positivo es la excepción y como tal sólo procede en aquellos casos 

permitidos por el ordenamiento jurídico107".  

                                            
106

 Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Op cit. Art. 197.  
107 Voto N° 88  de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, de las 15:05 horas del 19 de octubre 

de 1994. 
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Es así como el silencio negativo no constituye un acto administrativo, mientras 

que el positivo si se toma como tal. En materia tributaria el silencio positivo se sirve de 

las normas de la LGAP, la cual establece 3 hipótesis en que se puede aplicar:  

a) Cuando se establezca expresamente;  

b) cuando se trate de autorizaciones o aprobaciones que deban 

acordarse en el ejercicio de funciones de fiscalización y tutela;  

c) Cuando se trate de solicitudes de permisos, licencias y 

autorizaciones.  

La Sala Primera ha establecido que “para que opere el silencio positivo, debe el 

particular haber cumplido en su gestión con todos y cada uno de los requisitos exigidos 

por la norma, pues lo contrario implicaría la ausencia de presupuestos esenciales para 

la existencia del acto, no pudiendo operar el silencio cuando se omita alguno de ellos, 

aunque el órgano o funcionario encargado no realice la respectiva prevención. (…)108  

Por su parte el silencio negativo se aplica en todos los casos que no estén 

contemplados en el positivo. Y consiste en dar por denegado los reclamos, peticiones o 

recursos que no hayan llegado al acto final, si ha pasado más de 3 meses desde el 

inicio del procedimiento.   

En este mismo sentido la Procuraduría General de la República ha expresado 

que en los casos en que la Administración no se pronuncie sobre los recursos 

planteados, se debe aplicar el silencio negativo:  

                                            
108 Voto N° 88  de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia. Op cit.  
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“Consideramos que tratándose de la resolución de recursos 

administrativos, (…), en aquellos casos en que la Administración no se pronuncie 

expresamente, se aplicaría el silencio negativo, tal y como lo regula la norma. Lo 

anterior en razón de que debemos tener claro que el efecto positivo del silencio 

administrativo, como regla general, sólo es procedente respecto de solicitudes de 

primer grado, como el caso de solicitud de permisos, autorizaciones y licencias, y no en 

relación con la interposición de recursos administrativos contra actos expresos. En este 

último supuesto se aplicaría el silencio negativo si en esta etapa procesal recursiva la 

Administración no resuelve en tiempo, el efecto procesal es tener por agotada la vía 

administrativa. No podría entenderse, salvo norma expresa en ese sentido, que ante la 

omisión de la Administración de resolver en tiempo el recurso presentado, se 

modifique, tácitamente, un acto definitivo dictado por la Administración.(…) Por 

consiguiente, en la fase recursiva se procederá a la aplicación del silencio 

negativo (…)”109(Negrita no es original). 

III. TERMINACIÓN ANORMAL: 

Según la LGAP (Art. 340) la caducidad es una forma anormal del procedimiento, 

sin embargo esta figura no es aplicable a los procedimientos tributarios, ya que la 

misma no se encuentra regulada en el CNPT, y la Sala Prima ha establecido que no es 

posible la aplicación supletoria de la LGAP para el caso de la caducidad:  

“El recurrente arguye que entre el reclamo administrativo y la resolución 

determinativa, y tiempo después, entre la apelación ante el Tribunal Fiscal 

Administrativo y el fallo de ese órgano, transcurrieron 15 y 17 meses, respectivamente, 

                                            
109

 Procuraduría General de la República. Dictamen C-281-2002 del 21 de octubre del 2002. 
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lo que genera la caducidad del procedimiento por cuanto se debe aplicar el numeral 340 

de la LGAP. En esencia, se plantean dos aspectos que se encuentran concatenados. Por 

un lado, que en el caso de los procedimientos tributarios, el precepto de cita resulta 

aplicable en forma supletoria, por integración del ordenamiento, y por el otro, que para 

la solución del presente asunto, se debe considerar la redacción actual de la norma (en 

virtud de la reforma contenida en el CPCA) que se afirma quebrantada, y no la original. 

En cuanto al primero de ellos, el punto a dilucidar es si el hecho de que las 

disposiciones adjetivas atinentes al procedimiento tributario no prevean la figura de su 

caducidad constituye, o no, una laguna normativa, circunstancia de la cual pende la 

decisión por adoptar en el sub examine. En criterio de esta Sala, y por las razones que 

de seguido se exponen, la respuesta que se debe dar a esta interrogante es negativa. 

En términos generales, es preciso aclarar que el hecho de que un instituto no se 

encuentre regulado, no implica, en forma automática, que exista una laguna. Esto en 

virtud de que bien puede darse el supuesto de que la omisión haya sido intencional por 

parte del legislador, a efectos de no habilitar determinada figura o consecuencia jurídica 

en un campo específico. A manera de ejemplo, en ciertos procedimientos, se ha 

dispuesto que la acción caduca en un plazo de tiempo determinado, mientras que en 

otros no. A partir de esta lógica, no sería dable afirmar que, respecto de los segundos, 

existe una laguna que deba ser suplida, mediante la analogía o la aplicación supletoria 

de otros preceptos. Los vacíos normativos se dan cuando, en aplicación del principio 

de plenitud del ordenamiento, se presenta un conflicto por una situación de hecho no 

prevista en forma expresa, que debe ser resuelta, o bien, cuando la legislación 

aplicable la regula pero en forma incompleta. En materia procesal, por tratarse de 
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una concatenación de etapas, los distintos actos procedimentales se encuentran 

dispuestos en la normativa, aunque sea en forma mínima. Así, la aplicación 

supletoria se daría cuando lo regulado resulte insuficiente. En síntesis, las figuras 

que pueden ser aplicadas son aquellas que se encuentren vinculadas con los 

elementos de los actos o etapas procesales previstas en forma expresa para el 

procedimiento específico que sea objeto de análisis. Ahora bien, en el caso concreto, 

resulta claro que ni el CNPT ni el Reglamento General de Gestión, Fiscalización y 

Recaudación Tributaria regulan el instituto de la caducidad del procedimiento 

determinativo. No obstante lo anterior, ello no supone, contrario a lo que afirma el 

casacionista, que deba aplicarse en forma supletoria el numeral 340 de la LGAP. 

La caducidad es una forma distinta de finalización de los procedimientos 

administrativos, la cual se produce cuando su tramitación se paraliza por una 

causa imputable a su promovente por el plazo que al efecto se fije a nivel legal. 

Como se puede observar, constituye un mecanismo que procura sancionar la 

indolencia al momento de gestionar el avance de las distintas etapas tendientes al 

dictado del acto final. Ahora bien, dado su carácter excepcional (por tratarse de una 

salvedad a la regla general de que los procedimientos finalizan con el dictado del 

acto final), así como por el hecho de que se trata de una sanción procesal (lo que 

la diferencia del desistimiento o la renuncia, que suponen un decaimiento 

sobrevenido del interés del promovente), considera esta Sala que su aplicación 

no es generalizada, sino que debe estar prevista en forma expresa al momento en 

que se regulan los distintos cauces procedimentales. Así las cosas, lo dispuesto 
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en la LGAP sobre la caducidad no resulta de aplicación supletoria en materia 

tributaria, y en ese tanto, no se puede producir la vulneración aducida”110.  

Como se puede extraer del fragmento anterior la Sala Primera desestima la 

aplicación de la figura de caducidad en los procedimientos tributarios, y niega la 

posibilidad de aplicar supletoriamente la LGAP. Por lo que se puede afirmar que en 

materia tributaria no hay terminación anormal por caducidad.  

En el caso del desistimiento o renuncia, la figura no se encuentra contemplada 

en el CNPT. El desistimiento como bien lo expreso la Sala Primera en la cita anterior, 

es un decaimiento sobrevenido del interés del promoverte.  

En caso del desistimiento (decaimiento sobrevenido del interés del promoverte) 

el CNPT no hace referencia a esta figura. La LGAP la regula en su artículo 337111, el 

cual podría ser susceptible de aplicación en forma supletoria en materia tributaria, 

siempre y cuando no violente el principio de indisponibilidad del crédito tributario por 

parte de la Administración Tributaria, ya que el mismo artículo 337 inciso 2, no permite 

desistir de un derecho que sea irrenunciable, como lo es la hacienda pública.  

 

                                            
110 Voto 001520-F-S1-2010 de la Sala Primera de las nueve horas diez minutos del dieciséis de 

diciembre de dos mil diez.  
111 “Artículo 337.- 

1. Todo interesado podrá desistir de su petición, instancia o recurso. 
2. También podrá todo interesado renunciar a su derecho, cuando sea renunciable 
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CAPITULO II: LA DETERMINACIÓN TRIBUTARIA 

 SECCIÓN 1: LA DETERMINACIÓN TRIBUTARIA: ANTECEDENTES Y 

GENERALIDADES.  

1.1 ANTECEDENTES HISTORICOS:  

1.1.1 GENERAL: 

La historia de la determinación tributaria está ligada a la propia historia de los 

tributos, ya que para poder tributar es necesario establecer primero cúal es el tributo y 

el monto a pagar del mismo. Es por esto que resulta pertinente remontarnos al origen 

mismo de los impuestos.  

Los impuestos son casi tan antiguos como el hombre. Desde tiempos muy 

remotos cuando surgen las primeras comunidades, las relaciones entre gobierno y 

gobernados se ha realizado con la aportación  económica o de bienes y servicios de los 

gobernados al gobierno.112  

1.1.2 ÉPOCA ANTIGUA:  

En la época antigua algunas sociedades empezaron a presentar algún tipo de 

historia tributaria. Por ejemplo se han encontrado libros de escritura cuneiforme, de las 

antiguas civilizaciones de China, Egipto y Mesopotamia, con una antigüedad de 5000 

años aproximadamente, donde se hace mención a los recaudadores y al temor que se 

les debe tener a estos. Además, en Egipto se presentó el trabajo físico como una forma 

                                            
112

 BELLO MORALES (Ignacio). Propuesta de reforma al Artículo 31 fracción IV de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos por ausencia de algunos principios de justicia tributaria. Tesis 
para optar por el grado de doctor en Derecho, Universidad Autónoma de Nuevo León. 2003. P.14. 
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de tributar, mediante la construcción de pirámides del rey; además se presentaba ante 

los recaudadores de impuestos del faraón una declaración jurada, y los contribuyentes 

debían  arrodillarse y pedir gracia113.  

Otro ejemplo lo encontramos con el Rey Minos de Creta, en la Isla Mediterránea, 

quién recibía tributos, incluso seres humanos. Por su parte los reyes babilonios y sirios, 

en las victorias obtenidas en campañas militares, levantaban monumentos en los que 

establecían que los que habían sido vencidos debían pagar grandes tributos y 

prestaciones114.  

En la antigua Atenas existían los impuestos sobre el capital llamados “eisfora”, 

fue el primer tributo a la riqueza, el cual se utilizaba para sufragar la guerra, las fiestas 

públicas y otros gastos de lujo. Se aplicaba una especie de impuestos progresivo sobre 

la renta115.  

Por su parte, en Roma existieron diferentes tributos, los cuales han servido como 

antecedentes de los tributos modernos. Ejemplo de estos tributos son: la “vicesima 

hereditatum” que era un impuesto sobre las herencias,  el “Ultro Tributa”, es un ejemplo 

de tributación excesiva. Además, con el surgimiento de los gobiernos locales, surge la 

obligación de contribuir por parte de los ciudadanos a las cargas impuestas, llamadas 

“numera”. Los conquistadores por su parte imponían tributos a los pueblos 

conquistados, es importante tomar en cuenta que los ingresos más importantes del 

imperio romano, provenían de los tributos que cobraban a las provincias sometidas en 

guerra.  

                                            
113

 BELLO MORALES (Ignacio). Op Cit. Pág. 16-17.  
114

 BELLO MORALES (Ignacio). Op Cit. P. 17 
115

 BELLO MORALES (Ignacio). Op Cit. P. 17-18 
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En la antigua Roma se aplicó una declaración jurada,  similar a las declaraciones 

censuales instituidas bajo la antigua dinastía egipcia de los Lagidas. En los días de 

Servio Tulio los romanos tenían la obligación de evaluar los bienes poseídos y 

denunciarlos jurando haberlos estimado según verdad sabida y de buena fe 

guardada116. En estos casos se dio una autodeterminación por parte del contribuyente, 

ya que los mismos romanos evalúan sus bienes y los declaran.  

La declaración era un “acto debido” y no meramente espontáneo. “En algunos 

casos su función es meramente informativa “y su eficacia depende de la existencia de 

medios de prueba que confirmen la veracidad de los datos suministrados en la 

declaración”. En otros casos el obligado a declarar “interpreta las normas tributarias 

sustantivas aplicándolas a la situación o los hechos cuya verificación reconoce e 

identifica el hecho imponible definido por la ley; valora también el contenido de estos 

hechos económicos según las pautas legales y finalmente aplica la alícuota del 

impuesto sobre los valores determinados”117. 

1.1.2 EDAD MEDIA: 

En la edad media el vasallo tenía obligaciones con el señor feudal, las cuales se 

daban en forma  de servicios personales y prestaciones económicas. Las de tipo 

económico en un principio se daban al libre arbitrio del señor feudal, pero 

posteriormente se reglamentaron. Eran cuatro los casos en que se debía dar la 

prestación económica: cuando el señor feudal era prisionero y había que pagar rescate; 

para equiparlo militarmente para la lucha en las cruzadas, cuando se casaba alguna de 
                                            
116

 MIANI (Gastón). Determinación de Oficio Tributaria. Tesis para obtener el grado de Licenciado en Derecho. 
Universidad Abierta Interamericana. Buenos Aires. 2004. P 176.  
117 MIANI (Gastón). OP Cit.  P. 180.  
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sus hijas, y cuando armaba caballero a su hijo. Una vez muerto el vasallo el sustituto 

debía pagar un año de renta al señor feudal. Además en caso de que el vasallo venda 

su fundo debía pagar hasta tres años de renta118.  

Por su parte los siervos tenían dos clases de prestaciones al igual que los 

vasallos: las de servicios personales y las de carácter económico. Entre las 

prestaciones económicas se encontraban: 

1. la capitación: La captación se pagaba por persona una vez al año, 

era una especie de censo.  

2. El formariage o servidumbre matrimonial: Se pagaba cuando el 

siervo o sierva se casaba con alguien de otro fundo. En caso de que se casara 

con alguien del mismo fundo el pago era muy bajo.  

3. La mano muerto:  Era un derecho que tenía el señor de apropiarse 

de los bienes de los siervos, cuando estos morían sin tener hijos para 

heredar119.  

Muchas de las contribuciones que existen en la actualidad, tienen su origen en 

las prestaciones que exigían los señores feudales, entre ellas encontramos los 

impuestos aduanales, los indirectos que graban el comercio, los que gravan la 

propiedad inmobiliaria y el impuestos sobre la renta, cuyo origen se remonta al año 

1789 en Inglaterra, donde se agravó con un sexto o un décimo los productos de la 

tierra o la renta de los capitales o de los productos de la industria120.  

                                            
118

 BELLO MORALES (Ignacio). Op Cit. P. 21.  
119

 BELLO MORALES (Ignacio). Op Cit. P. 23.  
120

 BELLO MORALES (Ignacio). Op Cit. P.24.  
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1.1.3 RENACIMIENTO 

La necesidad de los monarcas de superar la organización feudal se veía 

imposibilitada por la dificultad que tenían los mismos de hacer frente a sus necesidades 

militares, ya que eran los mismo señores feudales los que aportaban los recursos 

materiales y humanos. Se hizo indispensable además que el monarca dispusiera de un 

ejército permanente, y un aparato burocrático estable, y para financiar estas dos 

instituciones se debían tener ingresos permanentes, por lo que se impusieron cargas. 

Es así como nacen en una forma muy rudimentaria los primeros sistemas tributarios121.  

 1.1.4 ANTECEDENTES EN COSTA RICA: 

Con la llegada de los españoles, en Costa Rica, y otros países de 

latinoamericanos se modifica la organización social, que existió antes de la conquista. 

El comercio entre las colonias y el comercio internacional, además de la religión fueron 

determinantes en la ideación de un fondo común para el bienestar social, al cual se le 

denominó como “tributo”122.  

Entre los tributos que se cobraron en América en el la época colonial 

encontramos:  

Buscar en libro de historia del derecho 

                                            
121

 BELLO MORALES (Ignacio). Op Cit. P. 26. 
122

 Ministerio de Hacienda. Disponible en: 
https://docs.google.com/viewer?a=v&q=cache:NB2bUSTQX94J:www.hacienda.go.cr/NR/rdonlyres/402D
14AF-574D-4538-A1BF-
8601FA9AD973/11770/historiadelosimpuestosprimaria.doc+origen+de+los+impuestos&hl=es-
419&gl=cr&pid=bl&srcid=ADGEESin2yXVoquo2oBWucq5YHG6cvZLu8gQAGcImSN2eLyziqcj3OzfOf1rE
elZUP_wHsZ6dkc8NL1N-D9LvHG8SEm2kSrwOVN1UuVU0uZt496ddxvjpTm2v6R2-
5f0d5CoSxfTNl64&sig=AHIEtbScp4kZlbBhhlBj8Vs0jPLos3JvfQ. Visitada el 20 de diciembre del 2012.  
 

https://docs.google.com/viewer?a=v&q=cache:NB2bUSTQX94J:www.hacienda.go.cr/NR/rdonlyres/402D14AF-574D-4538-A1BF-8601FA9AD973/11770/historiadelosimpuestosprimaria.doc+origen+de+los+impuestos&hl=es-419&gl=cr&pid=bl&srcid=ADGEESin2yXVoquo2oBWucq5YHG6cvZLu8gQAGcImSN2eLyziqcj3OzfOf1rEelZUP_wHsZ6dkc8NL1N-D9LvHG8SEm2kSrwOVN1UuVU0uZt496ddxvjpTm2v6R2-5f0d5CoSxfTNl64&sig=AHIEtbScp4kZlbBhhlBj8Vs0jPLos3JvfQ
https://docs.google.com/viewer?a=v&q=cache:NB2bUSTQX94J:www.hacienda.go.cr/NR/rdonlyres/402D14AF-574D-4538-A1BF-8601FA9AD973/11770/historiadelosimpuestosprimaria.doc+origen+de+los+impuestos&hl=es-419&gl=cr&pid=bl&srcid=ADGEESin2yXVoquo2oBWucq5YHG6cvZLu8gQAGcImSN2eLyziqcj3OzfOf1rEelZUP_wHsZ6dkc8NL1N-D9LvHG8SEm2kSrwOVN1UuVU0uZt496ddxvjpTm2v6R2-5f0d5CoSxfTNl64&sig=AHIEtbScp4kZlbBhhlBj8Vs0jPLos3JvfQ
https://docs.google.com/viewer?a=v&q=cache:NB2bUSTQX94J:www.hacienda.go.cr/NR/rdonlyres/402D14AF-574D-4538-A1BF-8601FA9AD973/11770/historiadelosimpuestosprimaria.doc+origen+de+los+impuestos&hl=es-419&gl=cr&pid=bl&srcid=ADGEESin2yXVoquo2oBWucq5YHG6cvZLu8gQAGcImSN2eLyziqcj3OzfOf1rEelZUP_wHsZ6dkc8NL1N-D9LvHG8SEm2kSrwOVN1UuVU0uZt496ddxvjpTm2v6R2-5f0d5CoSxfTNl64&sig=AHIEtbScp4kZlbBhhlBj8Vs0jPLos3JvfQ
https://docs.google.com/viewer?a=v&q=cache:NB2bUSTQX94J:www.hacienda.go.cr/NR/rdonlyres/402D14AF-574D-4538-A1BF-8601FA9AD973/11770/historiadelosimpuestosprimaria.doc+origen+de+los+impuestos&hl=es-419&gl=cr&pid=bl&srcid=ADGEESin2yXVoquo2oBWucq5YHG6cvZLu8gQAGcImSN2eLyziqcj3OzfOf1rEelZUP_wHsZ6dkc8NL1N-D9LvHG8SEm2kSrwOVN1UuVU0uZt496ddxvjpTm2v6R2-5f0d5CoSxfTNl64&sig=AHIEtbScp4kZlbBhhlBj8Vs0jPLos3JvfQ
https://docs.google.com/viewer?a=v&q=cache:NB2bUSTQX94J:www.hacienda.go.cr/NR/rdonlyres/402D14AF-574D-4538-A1BF-8601FA9AD973/11770/historiadelosimpuestosprimaria.doc+origen+de+los+impuestos&hl=es-419&gl=cr&pid=bl&srcid=ADGEESin2yXVoquo2oBWucq5YHG6cvZLu8gQAGcImSN2eLyziqcj3OzfOf1rEelZUP_wHsZ6dkc8NL1N-D9LvHG8SEm2kSrwOVN1UuVU0uZt496ddxvjpTm2v6R2-5f0d5CoSxfTNl64&sig=AHIEtbScp4kZlbBhhlBj8Vs0jPLos3JvfQ
https://docs.google.com/viewer?a=v&q=cache:NB2bUSTQX94J:www.hacienda.go.cr/NR/rdonlyres/402D14AF-574D-4538-A1BF-8601FA9AD973/11770/historiadelosimpuestosprimaria.doc+origen+de+los+impuestos&hl=es-419&gl=cr&pid=bl&srcid=ADGEESin2yXVoquo2oBWucq5YHG6cvZLu8gQAGcImSN2eLyziqcj3OzfOf1rEelZUP_wHsZ6dkc8NL1N-D9LvHG8SEm2kSrwOVN1UuVU0uZt496ddxvjpTm2v6R2-5f0d5CoSxfTNl64&sig=AHIEtbScp4kZlbBhhlBj8Vs0jPLos3JvfQ
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- Alcabala: Era un impuesto a las compraventas y permutas, pero en 

la época de la colonia no se pagó en Costa Rica123.  

- Almojariflazgo: Era un impuesto cobrado por el comercio exterior 

(exportaciones e importaciones) 124. 

- Real Quinto: Era un impuesto del 20% sobre los metales preciosos 

y tesoros que se hallasen.125  

- Diezmo: Era el pago a la iglesia de la décima parte de los bienes126.  

Con la llegada de la independencia en 1820, y la creación del Estado, se 

produce la necesidad de disponer de dinero y recursos económicos para la 

organización y desarrollo del país. Posteriormente, durante la presidencia de Alfredo 

González Flores, en los años 1914 a 1917, se sientan las bases para la creación de un 

sistema de tributación directa, y se promulga la Ley del impuesto de Beneficencia, pero 

estas ideas no se les dio la importancia debida y no es hasta el año 1946, con el 

presidente Teodoro Picado Michalski que se concretizan mediante el establecimiento 

del impuesto sobre la renta.  Actualmente, los tributos son administrados por la 

Dirección General de Tributación, la cual es un órgano del Ministerio de Hacienda127. 

                                            
123

 SÁENZ CARBONELL (Jorge Francisco). Los sistemas normativos en la historia de Costa Rica. 
Heredia, 2da Edición.  P. 189.  
124

 Ministerio de Hacienda. Op cit.  
125

 SÁENZ CARBONELL (Jorge Francisco). Los sistemas normativos en la historia de Costa Rica. 
Heredia, 2da Edición.  P. 189.  
126

 Ministerio de Hacienda. Op cit.  
127

 Ministerio de Hacienda. Op cit.   
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1.2 CONCEPTO DE DETERMINACIÓN: 

La determinación tributaria se puede definir como  “el acto o conjunto de actos 

emanados de la Administración, de los particulares o de ambos coordinadamente 

destinados a establecer en cada caso particular la configuración del presupuesto de 

hecho, la medida de lo imponible y el alcance cuantitativo de la obligación” 128.  Es 

decir, la determinación consiste en una serie de actos los cuales tienen como fin 

establecer en cada caso la obligación tributaria  y los alcances que esta tiene.  

Otra definición que podemos encontrar de la determinación es:  "el acto o la 

serie de actos necesarios para la comprobación y la valoración de los diversos 

elementos constitutivos de la deuda impositiva (presupuesto material y personal, base 

imponible ), con la consiguiente aplicación del tipo gravamen y la concreta 

determinación cuantitativa de la deuda del contribuyente."129  

En conclusión, la determinación es el acto o actos encaminados a comprobar y 

valorar los elementos que constituyen la obligación tributaria para determinar 

concretamente la deuda o monto a pagar del sujeto pasivo. En otras palabras lo que se 

pretender es determinar quién es el sujeto pasivo, cual es la base imponible y cuál es el 

importe o monto del tributo.  

Es importante aclara que en nuestra legislación se pueden encontrar 

expresiones tales como: “fijación”; liquidación”; y “determinación”, al respecto ha 

establecido la jurisprudencia de la antigua Sala de Casación que el uso de estos 

                                            
128 GIULIANI FORNROUGE ( Carlo)  NAVARRINE (Susana), Procedimiento Tributario, Editorial Depalma, Buenos 
Aires, citado por MIANI (Gastón) Op Cit. P 14.  
129  GIANINI Citado por SAINZ DE BUJANDA (Fernando), Nacimiento de la Obligación Tributaria, Hacienda y 
Derecho, Madrid, Instituto de Estudios Políticos, IV, 1966, p. 39. 
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conceptos tiene el siguiente sentido: “... el término "fijación" ahí empleado hay que 

entenderlo como el acto de imposición o de determinación"130. Se puede decir que en  

nuestro ordenamiento jurídico, los términos "fijación", "liquidación" y "determinación" 

son utilizados para referirse a la misma categoría dogmática del derecho tributario131. 

1.3. Naturaleza jurídica de la determinación:  

En la doctrina se ha dicho que la determinación se puede ver desde una 

perspectiva constitutiva o desde una declarativa.  

1.3.1 Carácter Constitutivo:  

Algunos autores, especialmente de la doctrina italiana, han entendido que la 

determinación tiene un carácter constitutivo de la obligación tributaria, esto quiere decir 

que para que nazca dicho obligación, no basta con la realización del hecho imponible 

sino que es necesario la determinación para perfeccionar la existencia de la obligación 

tributaria, y en caso de no haber determinación, tampoco existe obligación132.    

1.3.2. Carácter Declarativo:  

Por otro lado, otros autores, especialmente de la doctrina argentina, han visto la 

determinación con carácter declarativo, es decir la obligación tributaria existe desde la 

realización del hecho generador, por lo que la operación de determinación tiene un 

                                            
130

 Voto N2 134   Sala de Casación N2 134 de 14;20 horas  del 1 de diciembre de 1971. Citado por JINESTA LOBO 
(Ernesto). Naturaleza Jurídica de la Determinación de la Obligación Tributaria. Ivstitia. Año N° 5, Nº 58, octubre 
1991. Disponible digitalmente en: 
http://www.ernestojinesta.com/ernesto%20jinesta/curriculum%20y%20art.%20rev/NATURALEZA%20JURIDICA%2
0DE%20LA%20DETERMINACION%20DE.PDF. Visitada el 23 de enero del 2013. 
131 JINESTA LOBO (Ernesto). 1991. Op cit.  
132

 MIANI (Gastón) Op Cit. P 18 

http://www.ernestojinesta.com/ernesto%20jinesta/curriculum%20y%20art.%20rev/NATURALEZA%20JURIDICA%20DE%20LA%20DETERMINACION%20DE.PDF
http://www.ernestojinesta.com/ernesto%20jinesta/curriculum%20y%20art.%20rev/NATURALEZA%20JURIDICA%20DE%20LA%20DETERMINACION%20DE.PDF
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carácter únicamente declarativo, de la obligación ya preexistente, y solo contribuye con 

el fin de precisar el monto de dicha obligación. En este caso la determinación no hace 

nacer la obligación tributaria, pero si le da eficacia a dicha obligación133.  

En Costa Rica la legislación establece que la realización del  hecho generador 

de la obligación tributaria origina el nacimiento de las obligaciones134, por lo que la 

determinación tiene una naturaleza declarativa, la cual  viene a crear un  estado de 

certeza sobre la existencia y sobre los  alcances de la obligación tributaria, pero esta 

obligación es  preexistente.  

En este mismo sentido ha señalado la Sala Primera que  la determinación de la 

obligación tributaria " tiene un efecto declarativo ya que la obligación tributaría nace al 

producirse el supuesto de hecho previsto por la norma tributaria o la hipótesis legal 

condicionante, es decir, el hecho imponible que describe y tipifica el tributo 

correspondiente. El deber de satisfacer la obligación tributaria y el correlativo derecho a 

exigirla, no se encuentran condicionados a ningún acto sustancial posterior. La 

determinación tributaria implica y supone un reconocimiento formal de una 

obligación preexistente. Tanto el contribuyente como la Administración 

Tributaria, al determinar, para la situación concreta, la base imponible y el monto 

de la deuda, no crean ni perfeccionan obligación alguna, simplemente reconocen 

y declaran una obligación preexistente a la determinación. El carácter declarativo 

de la determinación es la tesis más consecuente con el carácter innegable ex lege de la 

obligación tributaria. Sobre el particular nuestra legislación tributaria dispone que: " El 
                                            
133

 MIANI (Gastón) Op Cit. P 18.  
134 Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Op cit. Art. 31.  
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hecho generador de la obligación tributaría es el presupuesto establecido por la ley 

para tipificar el tributo y cuya realización origina el nacimiento de la obligación (artículo 

31) del Código de Normas y Procedimientos Tributarios); lo anterior significa que basta 

que se dé el supuesto hipotético contenido en la norma tributaria para que la obligación 

tributaria nazca a la vida jurídica (artículo 11 Código de Normas y Procedimientos 

Tributario )135". (Negrita no es original). 

1.3.3 Consecuencias de la naturaleza declarativa de la determinación:  

Teniendo claro la naturaleza declarativa de la determinación es importante tomar 

en cuenta las consecuencias que produce:  

1. Las valoraciones cualitativas y cuantitativas de la obligación 

tributaria, es decir la alícuota aplicable,  se tienen en cuenta en el momento de la 

configuración del hecho generador y no en el momento de la determinación.  

2.  La vinculación del contribuyente con el hecho generador es 

determinada en el momento en que se configura, por lo que éste rige para 

establecer sus condiciones personales, y cualquier circunstancia relevante para 

la tributación así como las exenciones, exoneraciones y beneficios tributarios. 

3. Cuando se dé el fallecimiento del contribuyente, después de 

configurado el hecho generador pero antes de la determinación, se transmite a 

los sucesores la obligación tributaria resultante. 

                                            
135

 Voto Número 271- 1991. Sala Primera de la Corte,  de las catorce horas y cuarenta minutos del 29 de mayo de 
1991. 
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4. El régimen normativo sustantivo que es aplicable es el del  

momento de la configuración del hecho generador y no el vigente a la fecha de 

la determinación. 

5.  La derogación de la ley tributaria después de ocurrido el hecho 

generador pero antes de la determinación no impide que ésta sea efectuada. 

6. El régimen de prescripción (plazos, causales de suspensión e 

interrupción) se rigen por la legislación vigente al momento de producirse el 

hecho generador.136 

1.4 TIPOS DE DETERMINACIÓN.  

La mayoría de la doctrina sostiene que existen tres formas de determinar la 

obligación tributaria: 

Autodeterminación: Es la que realiza el sujeto pasivo mediante las 

declaraciones juradas.  

Determinación mixta: Es aquella que efectúa el fisco con la cooperación del 

sujeto pasivo. 

Determinación de oficio: Es la determinación que practica el propio fisco.137 

1.4.1 Autodeterminación: 

La autodeterminación es el cumplimiento espontáneo por el sujeto pasivo de las 

obligaciones y deberes que impone la norma tributaria138.  

                                            
136

 MIANI (Gastón) Op Cit. P 18-20 
137

 MIANI (Gastón) Op Cit. P. 21.  
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La autodeterminación se realiza con base en las declaraciones juradas 

presentadas por el sujeto pasivo. La Administración Tributaria cuenta con la posibilidad 

de verificación y rectificación. Es decir la autodeterminación se realiza mediante 

formularios de declaraciones juradas que llena el declarante, estas declaraciones 

tienen aspectos relacionados con el hecho generador, la base imponible y la  alícuota 

que determina el tributo.  

Se ha dicho que cuando hay determinación por parte del sujeto pasivo no existe 

pronunciamiento de la Administración tributaria, ni tácito, ni presunto, sobre el importe 

de la obligación tributaria, es que se está en presencia de la autodeterminación. Puede 

considerarse como un acto debido de colaboración, el cual es sometido a 

comprobación y rectificación por el Fisco139. 

1.4.2 Determinación Mixta:  

Se realiza concurrentemente entre la Administración Tributaria y el sujeto pasivo, 

y se realiza mediante la cooperación y colaboración  del Fisco y del sujeto pasivo.  

El sujeto pasivo aporta los datos solicitados por el Fisco, el cual fijará el importe 

del tributo. Esta forma de determinación no opera en nuestro ordenamiento jurídico, ni 

en la mayoría de los sistemas latinoamericanos140. 

                                                                                                                                             
138

 JINESTA LOBO (Ernesto).   Op Cit.  
139

 JINESTA LOBO (Ernesto). Op Cit.  
140

 JINESTA LOBO (Ernesto). Op Cit. 
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1.4.3 Determinación de oficio (ex offlcio): 

En la determinación de oficio la Administración Tributaria es quien realiza la 

actividad para cuantificar, concretar y hacer exigible la obligación ya nacida. Este tipo 

de determinación está regulada en nuestro ordenamiento jurídico en los artículos 124 y 

125 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios. El artículo 124 versa de la 

siguiente manera:  

“Artículo 124.- Determinación de oficio. 

Cuando no se hayan presentado declaraciones juradas, o cuando las 

presentadas sean objetadas por la Administración Tributaria por considerarlas 

falsas, ilegales o incompletas, dicha Administración puede determinar de oficio la 

obligación tributaria del contribuyente o responsable, sea en forma directa, por el 

conocimiento cierto de la materia imponible, o mediante estimación, si los 

elementos conocidos sólo permiten presumir la existencia y magnitud de aquélla. 

Asimismo, aunque se haya presentado la declaración jurada, la 

Administración Tributaria puede proceder a la estimación de oficio si ocurre 

alguna de las circunstancias siguientes: 

a) Que el contribuyente no lleve los libros de contabilidad y registros a que 

alude el inciso a) del artículo 104 de este Código; 

b) Que no se presenten los documentos justificativos de las operaciones 

contables, o no se proporcionen los datos e informaciones que se soliciten; y 
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c) Que la contabilidad sea llevada en forma irregular o defectuosa, o que 

los libros tengan un atraso mayor de seis meses. 

Para los efectos de las disposiciones anteriores, se consideran indicios 

reveladores de la existencia y cuantía de la obligación tributaria, los señalados en 

el inciso b) del artículo 116 de este Código”141. 

Este artículo, le otorga a la Administración Tributaria la potestad de determinar 

de oficio las obligaciones tributarias. A la vez que establece los supuestos en que se 

realiza o procede dicha determinación. Estos supuestos se pueden enumerar de la 

siguiente manera:  

1) Cuando no se presenten declaraciones juradas.  

2) Cuando se presenten declaraciones que son objetadas por la 

Administración Tributaria por considerarse falsas, ilegales o incompletas.  

3) Cuando se presenten declaraciones juradas pero el contribuyente 

no lleva los libros de contabilidad y registros. 

4) Cuando se presenten declaraciones juradas pero el contribuyente 

no presenta los documentos que justifican las operaciones contables, o no se 

proporcionen los datos e informaciones que se soliciten.   

5) Cuando la  contabilidad sea llevada en forma irregular o 

defectuosa, o que los libros tengan un atraso mayor de seis meses. 

                                            
141

 Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Op cit. Art.  24.  
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1.5 SISTEMAS DE DETERMINACIÓN DE OFICIO  

El artículo 125 del Código de Normas y procedimientos Tributarios, establece 

los sistemas bajo los cuales se puede  realizar la determinación de oficio:  

 “Artículo 125.- Formas de determinación. 

La determinación por la Administración Tributaria se debe realizar 

aplicando los siguientes sistemas: 

a) Como tesis general sobre base cierta, tomando en cuenta los elementos 

que permitan conocer en forma directa los hechos generadores de la obligación 

tributaria; y 

b) Si no fuere posible, sobre base presunta, tomando en cuenta los 

hechos y circunstancias que, por su vinculación o conexión normal con el hecho 

generador de la obligación tributaria, permitan determinar la existencia y cuantía 

de dicha obligación. 

Sin perjuicio de lo dispuesto en los anteriores incisos, la determinación 

puede hacerse en forma provisional en los casos que señala el artículo 127 de 

este Código”.142(Negrita no es original).  

1.5.1 El sistema de base cierta o estimación directa:  

“La determinación sobre base cierta o estimación directa se produce cuando 

el contribuyente o la Administración Tributaria tienen a su disposición los elementos 

                                            
142

 Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Op cit. Art.25.  
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necesarios para medir con razonable exactitud la magnitud de la base imponible 

sobre la cual aplicarán la tarifa o alícuota correspondiente”143.  

Es decir la estimación directa se realiza cuando hay conocimeinto de los 

elemnetos que integran la base imponible. De esta forma, la estimación directa se 

sirve de datos reales para determinar la base imponible, por lo que debería ser un 

reflejo de la realidad. Para estos efectos la Administración Tributaria puede utilizar:  

 Las declaraciones juradas.  

 Los documentos presentados ante tributación.  

 Los libros y registros contables.  

 Cualquier documentos o datos que tengan relación con los 

elementos de la obligación tributaria. 

Se puede apreciar una relación existente entre la contabilidad y este método de 

estimación, ya que se utiliza la misma contabilidad como instrumento de medición y 

determinación del impuesto.   

Además, la determinación se sirve no solo de los documentos y declaraciones que 

presente el contribuyente, sino que además puede utilizar documentos presentados por 

terceros o información que la misma Administración detecte.  Siempre teniendo en cuenta 

que este método de estimación no permite la aplicación de presunciones o conjeturas.  

                                            
143

 OREAMUNO LINARES (José María). Las Rentas Presuntivas por el ejercicio liberal de profesionales y 
técnicos en la Ley del Impuesto sobre la Renta. Disponible en 

www.documentos.cgr.go.cr/content/dav/jaguar/.../Rentas_Presuntivas. Visitada el 29 de enero de 2013.  

http://www.documentos.cgr.go.cr/content/dav/jaguar/.../Rentas_Presuntivas
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Es importante aclarar que este método es de carácter general, ya que siempre 

se debe procurar realizarlo y unicamente en los casos en que no se puede aplicar se 

recurre al  método de estimación indirecta. . 

1.5.2 Estimación Objetiva: 

Aunque nuestro Código de Normas y Procedimiento Tributarios no menciona 

este método de determinación como tal, no es sinónimo de inexistencia.  El método de 

estimación objetiva puede utilizarse para la determinación de la base imponible 

mediante la aplicación de las magnitudes, índices o datos previstos en la normativa 

propia de cada tributo por determinar.  

El concepto que se ha dado de la estimación objetiva “es la que hace la 

Administración Tributaria no ya sobre la medida cierta y directa de la magnitud 

elegida por el legislador como base imponible, sino calculándola mediante la 

“aplicación y valoración de signos, índices o módulos previstos por la ley”144.   

Doctrinariamente ha dicho que la estimación objetiva es: “… un método o 

procedimiento de determinación de bases imponibles, de carácter objetivo o indiciario, 

en cuya existencia influyen también, la insuficiencia de los medios de la Administración 

financiera y el deseo de simplificar y aligerar la aplicación del sistema tributario para 

ciertos sectores de contribuyentes”145. 

 

                                            
144

 FERREIRO LAPATZA (José Juan). Citado por OREAMUNO LINARES (José María). Op cit.   
145 LARA BERRIOS (Bernardo) Hacienda Pública y Derecho Tributario.  El Derecho Tributario: El Tributo. 

Instituto de Estudios Fiscales. Universidad Central de Santiago de Chile. P. 30. Disponible en: 
http://www.hacienda.go.cr/cifh/sidovih/cursos/material_de_apoyo-F-C-
CIFH/1MaterialdeapoyocursosCIFH/8NocionesGlesDerechoAduaneroyTributario/Haciendapubyderechotr
ibutario.pdf Visitada el 5 de febrero del 2013.  

http://www.hacienda.go.cr/cifh/sidovih/cursos/material_de_apoyo-F-C-CIFH/1MaterialdeapoyocursosCIFH/8NocionesGlesDerechoAduaneroyTributario/Haciendapubyderechotributario.pdf
http://www.hacienda.go.cr/cifh/sidovih/cursos/material_de_apoyo-F-C-CIFH/1MaterialdeapoyocursosCIFH/8NocionesGlesDerechoAduaneroyTributario/Haciendapubyderechotributario.pdf
http://www.hacienda.go.cr/cifh/sidovih/cursos/material_de_apoyo-F-C-CIFH/1MaterialdeapoyocursosCIFH/8NocionesGlesDerechoAduaneroyTributario/Haciendapubyderechotributario.pdf
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En estos casos la base no se mide directamente, sino que se utilizan la 

aplicación y valoración de ciertos índices o signos, los cuales son previstos por la Ley. 

Este método por lo tanto no tiene carácter subsidiario, es decir no se aplica cuando no 

es posible aplicar la base cierta o presunta.  

Un ejemplo lo podemos encontrar en la Ley del Impuesto Sobre la Renta, en su 

artículo 8 nos habla de los gastos que son deducibles de dicho impuesto, y establece 

en su inciso s) que:  

“Los profesionales o técnicos que presten sus servicios sin que medie relación 

de dependencia con sus clientes, así como los agentes vendedores, agentes 

comisionistas y agentes de seguros, podrán deducir los gastos necesarios para 

producir sus ingresos gravables de acuerdo con las normas generales, o bien, podrán 

acogerse a una deducción única, sin necesidad de prueba alguna, del veinticinco por 

ciento (25%) de los ingresos brutos de la actividad o de las comisiones devengadas, 

según corresponda”146.  

En este artículo se prevé una deducción optativa para los profesionales, técnicos 

o agentes que no estén en relación de dependencia. Estos pueden deducir sin 

necesidad de pruebas, ni documentos que respalden dicha deducción, el 25% de los 

ingresos brutos.  

Es importante recalcar que la Ley es quien establece los  supuestos en que se 

puede aplicar el método de estimación objetiva. Este método tiene carácter voluntario 

para los contribuyentes.  

                                            
146

 Ley del Impuesto sobre la Renta. Ley Nº 7092. Del 19 de Mayo de 1988.  Art. 8.  
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1.5.3 El sistema de base presunta o estimación indirecta:  

Doctrinariamente se ha dicho sobre el método de estimación indirecta o base 

presunta lo siguiente:  

“La determinación sobre base presunta o estimación indirecta consiste en la 

determinación de la base imponible o del rendimiento neto mediante la “utilización de 

aquellos elementos que indirectamente acrediten la existencia de los bienes o de las 

rentas, así como de los ingresos, ventas, costes y rendimientos que sean normales 

en el respectivo sector económico, atendidas las dimensiones de las unidades 

productivas o familiares que deban compararse en términos tributarios”, así como la 

aplicación de datos y antecedentes disponibles que sean relevantes”147 

Por lo señalado con anterioridad,  este método no toma en cuenta los valores 

reales, sino que utiliza indicios para realizar la determinación de la base imponible. 

La aplicación de la base presunta se realiza cuando no hay registros contables, 

financieros o de cualquier índole, o cuando estos registros sean insuficientes o 

contradictorios, se procede a la estimación mediante indicios que permitan 

cuantificar la obligación tributaria. Se pueden utilizar como indicios:  

 El capital invertido en la explotación. 

 El volumen de las transacciones de toda clase e ingresos de 

otros períodos. 

 La existencia de mercaderías y productos. 

                                            
147

 OREAMUNO LINARES (José María). Op cit.  
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 El monto de las compras y ventas efectuadas. 

 El rendimiento normal del negocio o la explotación objeto de la 

investigación. 

 El rendimiento normal de empresas similares ubicadas en la 

misma plaza. 

 Los salarios. 

 El alquiler del negocio. 

 Los combustibles. 

 La energía eléctrica y otros gastos generales. 

 El alquiler de la casa de habitación. 

 Los gastos particulares del contribuyente y de su familia. 

 El monto de su patrimonio. 

 Otros elementos de juicio que obren en poder de la 

Administración Tributaria o que esta reciba o requiera de terceros148. 

En resumen, lo esencial de este método es la utilización de indicios, los 

cuales pueden venir  de la misma contabilidad y de los registros del contribuyente o 

de elementos externos. El carácter de estimación indirecta viene no del no uso de la 

contabilidad, las declaraciones y los registros, sino del uso de estos pero no 

exclusivo, sino combinado con elementos externos.  

                                            
148

 Ley de Fortalecimiento de la Gestión Tributaria. Op cit  Art. 116. 



88 
 

Es pertinente aclarar que “no puede la Administración estar aplicando el método 

de base cierta y pretender simultáneamente aplicar el de base presunta en relación con 

algunos conceptos, si bien en la práctica esto no siempre se respeta”149. 

La estimación indirecta tiene carácter subsidiario, en relación con los demás  

métodos de determinación. Su aplicación se produce en los supuestos y circunstancias 

que la ley prevea.  

Este  método de base presunta se ha confundido con las rentas presuntivas que 

se encuentran en la Ley de Impuesto Sobre la Renta, sobre esto TORREALBA ha 

dicho:  “(…)el método de base presunta no debe ser confundido con las rentas 

presuntivas de la Ley del Impuesto sobre la Renta. El primero implica reunir indicios 

individualizados de la situación concreta del contribuyente. Las segundas constituyen 

montos fijados por Ley para categorías enteras de contribuyentes. Por estas 

características, mientras podría aplicarse sanciones respecto de una base presunta, no 

podría hacerse respecto de una renta presuntiva150.     

1.6 EFECTO DE LA DETERMINACIÓN TRIBUTARIA:  

En cuanto al efecto que produce la determinación tributaria, el artículo 126 del 

Código de Normas y procedimientos tributarios estipula que pueden ser previas o 

definitivas:  

“Artículo 126.- Efectos de las liquidaciones o determinaciones tributarias de oficio 

                                            
149 TORREALBA (Adrián). Los Métodos de Determinación de la Base Imponible. Disponible en 

www.documentos.cgr.go.cr/content/dav/jaguar/.../metodos_de_determi. Visitada el 29 de enero de 2013.  
150 TORREALBA (Adrián). Ibídem.  

http://www.documentos.cgr.go.cr/content/dav/jaguar/.../metodos_de_determi


89 
 

Las liquidaciones o determinaciones tributarias de oficio serán previas o 

definitivas. Tendrán consideración de definitivas todas las practicadas mediante 

la comprobación por parte de los órganos de la fiscalización, de los hechos 

imponibles y su valoración, exista o no liquidación previa. Todas las demás 

tendrán carácter de determinaciones o liquidaciones previas. 

Las obligaciones de los contribuyentes, determinados de oficio por la 

Administración Tributaria, solo podrán modificarse en contra del sujeto pasivo, cuando 

correspondan a determinaciones o liquidaciones previas. En estos casos deberá 

dejarse constancia expresa del carácter previo de la liquidación practicada, los 

elementos comprobados y los medios de prueba concretos que se utilizaron151”. 

(Negrita no es original).  

1.6.1 Liquidaciones previas:  

Las liquidaciones previas pueden ser realizadas mediante actuaciones de dos 

tipos:  

1- Comprobación formal: Se da cuando el contribuyente comete 

errores aritméticos o de derecho,  ejemplo el contribuyente se equivoca a la hora 

de llenar la declaración y pone un número diferente. Son errores materiales. 

Esta comprobación se realiza mediante la constatación de los errores de la 

declaración.  

2- Comprobación abreviada: Son aquellas que se realizan mediante 

la utilización de datos y elemento de prueba que estén ya en poder de la 
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 Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Op cit. Art. 126.  
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Administración, por ejemplo que por información de terceros la Administración se 

entere de que existe una irregularidad e inicia el procedimiento. Esto sin entrar al 

examen de la contabilidad.  Esta comprobación también se da cuando el sujeto 

pasivo omita autoliquidar el impuesto, en estos casos se le concede un plazo de 

10 días hábiles para que la presente, y si  aún así incumple se procede a realizar 

la comprobación abreviada y se puede aplicar el método de base presunta152.  

Para la realización de las liquidaciones previas la Administración puede requerir 

información a terceros, la cual debe tener trascendencia tributaria para que pueda 

solicitarla153
. 

Antes de iniciar el procedimiento puede la Administración notificar previamente al 

contribuyente para que este explique la situación y la corrija si es pertinente, esto para 

ver si amerita realmente iniciar un procedimiento, este requerimiento previo es a 

discreción de la Administración. En caso de que se decida iniciar el procedimiento, se 

debe notificar el acto administrativo de inicio de actuaciones de comprobación 

abreviada o formal (según sea el caso) el cual debe contener lo siguiente:   

a) Indicar si la comprobación es abreviada o formal. 

b) Indicar el impuesto y el o los periodos a los que se refiere. 

c) Indicar los aspectos concretos a que se refiere la comprobación. 

d) En caso de comprobación abreviada, se debe indicar  los 

elementos de prueba que obran en poder de la Administración, es decir la 

información que ya tiene la Administración.  Si es necesario se solicita los 

                                            
152

 Reglamento General de Gestión, Fiscalización y Recaudación Tributaria, Decreto Ejecutivo número 29264-H. 
Publicado en La Gaceta número 27 del 7 de febrero del 2001.  Artículo 44.  
153

 Reglamento General de Gestión, Fiscalización y Recaudación Tributaria. Op cit. Art. 44.  
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datos o justificantes al sujeto pasivo, para esto se da un plazo de 10 días 

según el artículo 38 del Reglamento de Gestión, Recaudación y Fiscalización 

Tributaria. Asimismo se indica si se va a practicar otro tipo de actuaciones, 

con precisión de los plazos o fechas respectivos.  

e) En caso de una comprobación formal, se indicará el error de 

derecho que se considere cometido o, bien, el error de hecho o aritmético en 

que se incurrió. 

f) Se debe indicar el aumento de impuesto derivado de los elementos 

de prueba que obran en poder de la Administración o de la corrección de los 

errores de derecho, de hecho o aritméticos, según sea el caso154
. 

 En caso de que se solicite información, datos o justificantes al sujeto pasivo, o 

que se realicen actuaciones adicionales, se le concede un plazo para que se aporte lo 

necesario y se realicen las actuaciones, una vez vencido el plazo o realizado lo que 

debía hacerse, se notifica al sujeto pasivo los resultados de la comprobación y se le da 

una propuesta de regularización, para lo cual se le da un plazo de 5 días hábiles 

máximo155, si lo acepta es una liquidación de oficio por regularización. Cuando el 

contribuyente no acepta la propuesta de regularización, se continúa con la notificación 

del traslado de cargos.   

Si no se solicitó información adicional o no se programaron actuaciones 

adicionales,  se da un plazo de 5 días para regularizar su obligación tributaria, los 

cuales se contarán a partir del día siguiente a la notificación del acto de inicio de 

                                            
154

 Reglamento General de Gestión, Fiscalización y Recaudación Tributaria. Op cit. Art.  46.  
155

 Reglamento General de Gestión, Fiscalización y Recaudación Tributaria. Op cit. Art.47.  
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actuaciones de comprobación abreviada o formal156. En caso de no regularizarse, se 

emite el traslado de cargos, el cual puede referirse únicamente a los extremos de la 

comprobación abreviada o formal, según el artículo 49 del reglamento.  

Es importante tener presente que el procedimiento de liquidación previa no 

impide que la Administración Tributaria pueda iniciar un procedimiento de liquidación 

definitiva157. En caso de que se realice la liquidación definitiva sobre el mismo impuesto 

y periodo que la previa, se suspende la última y se resuelve dentro del procedimiento 

de liquidación definitiva.  

1.6.2 Liquidaciones Definitivas:  

En la Liquidación definitiva se realiza un examen de toda la contabilidad del 

contribuyente. La liquidación definitiva por lo tanto es una auditoría que se le hace al 

contribuyente.  

El procedimiento que se sigue es el determinativo, el cual se verá en el siguiente 

capítulo.  

SECCIÓN 2: ACTO DE LIQUIDACIÓN DE OFICIO O RESOLUCIÓN 

DETERMINATIVA. 

   2.1 CONCEPTO: 

La resolución determinativa es una resolución administrativa, la cual es dictada 

por la Administración Tributaria al concluir con la determinación de oficio de la 

obligación tributaria.  

                                            
156

 Reglamento General de Gestión, Fiscalización y Recaudación Tributaria. Op cit. Art.48. 
157

 Reglamento General de Gestión, Fiscalización y Recaudación Tributaria. Op cit. Art.51. 
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La Nueva Ley de Fortalecimiento de la Gestión Tributaria introduce un cambio en 

el artículo 144 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, el cual versa de la 

siguiente manera:  

“Artículo 144.- Emisión del acto administrativo de liquidación de oficio  

Para realizar la determinación citada en el artículo 124 de este Código deberán 

efectuarse las actuaciones administrativas que se entiendan necesarias, de 

conformidad con el procedimiento desarrollado reglamentariamente.  

Concluidas estas actuaciones, los órganos actuantes de la Administración 

deberán convocar a una audiencia al sujeto pasivo, en la que se le informarán los 

resultados obtenidos en las actuaciones, poniendo a su disposición, en ese mismo 

acto, el expediente administrativo en que consten tales resultados y se le propondrá la 

regularización que corresponda. Dentro de los cinco días hábiles siguientes, el 

contribuyente deberá comparecer ante los órganos actuantes y manifestar su 

conformidad o disconformidad con la propuesta, sea total o parcialmente. Se entenderá 

puesta de manifiesto la disconformidad, cuando no comparezca dentro del plazo fijado.  

Si el sujeto pasivo manifiesta conformidad, sea total o parcial, con la propuesta, 

llenará un modelo oficial para hacer el ingreso respectivo dentro de los treinta días 

siguientes o formulará la solicitud de aplazamiento o fraccionamiento establecida en el 
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artículo 38 de este Código. No cabrá recurso alguno en este caso, excepto cuando se 

trate de manifiesto error en los hechos.  

En supuestos de disconformidad total o parcial con la propuesta de 

regularización, se le notificará, en los diez días siguientes, el acto administrativo 

de liquidación con expresión concreta de los hechos y los fundamentos jurídicos 

que motivan las diferencias en las bases imponibles y las cuotas tributarias. El 

ingreso respectivo deberá hacerse dentro de los treinta días siguientes, excepto si el 

sujeto pasivo ha rendido, dentro de ese mismo plazo, las garantías establecidas 

reglamentariamente, sobre la deuda y sus correspondientes intereses de demora. La 

Administración Tributaria reembolsará, previa acreditación de su importe, el costo de 

las garantías aportadas, cuando la deuda sea declarada improcedente por resolución 

administrativa firme. Cuando la deuda tributaria se declare parcialmente improcedente, 

el reembolso alcanzará a la parte correspondiente del costo de las referidas garantías.  

La regularización sobre algunos de los aspectos señalados en el acto de 

liquidación no le hace renunciar a su derecho a seguirse oponiendo por el resto no 

regularizado”158. (Negrita no es original).  

Este artículo establece que el acto administrativo de liquidación, el cual consiste 

en dictar una resolución que determina  la obligación, se dicta en los casos que exista 
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 Ley De Fortalecimiento De La Gestión Tributaria. Op cit.  Art. 144.  
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una disconformidad con el traslado de cargos; ya que en caso de conformidad el sujeto 

pasivo  debe llenar el formulario correspondiente e ingresar las diferencias en un plazo 

de 30 días. Pero en caso de  disconformidad con los cargos atribuidos al sujeto pasivo 

por parte de la Administración tributaria, la misma debe dictar la resolución 

determinativa, la cual debe hacer referencia a los hechos y al derecho que fundamenta 

la diferencia entre las bases imponibles y las cuotas tributarias y esta debe ser 

notificada al sujeto pasivo en un plazo de 10 días contado a partir de su dictado.  

Las resoluciones determinativas al ser resoluciones administrativas deben ser 

motivadas. Sobre esto se ha pronunciado la Sala Constitucional de la siguiente 

manera:  

“SOBRE LA MOTIVACIÓN DE LAS RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS. La 

motivación de las resoluciones administrativas, al incidir en los derechos de los 

administrados, es necesaria en el tanto constituye un parámetro de legalidad de la 

actuación administrativa y su ausencia restringe o limita las posibilidades de su tutela 

judicial. En el contexto constitucional, el requerimiento de motivación de los actos 

y resoluciones administrativos, implica imponer una limitación al poder público, en el 

tanto, se le obliga a apegarse al principio de legalidad, reconocido en el artículo 11 de 

la Constitución Política y a la necesidad de invocar un criterio razonable en la toma de 

sus decisiones. Sobre el particular, este Tribunal Constitucional ha sostenido que: 

"En cuanto a la motivación de los actos administrativos se debe entender como 

la fundamentación que deben dar las autoridades públicas del contenido del acto que 

emiten, tomando en cuenta los motivos de hecho y de derecho, y el fin que se pretende 
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con la decisión. En reiterada jurisprudencia, este tribunal ha manifestado que la 

motivación de los actos administrativos es una exigencia del principio constitucional del 

debido proceso así como del derecho de defensa e implica una referencia a hechos y 

fundamentos de derecho, de manera que el administrado conozca los motivos por los 

cuales ha de ser sancionado o por los cuales se le deniega una gestión que afecta sus 

intereses o incluso sus derechos subjetivos" (resolución número 07924-99 de las 17:48 

del 13 de octubre de 1999)159. 

En este sentido, las resoluciones determinativas, se deben fundamentar, en 

primer lugar porque es un requisito para su legalidad ya que produce efectos en los 

derechos de los contribuyentes o sujetos pasivos. En segundo lugar, dicha 

fundamentación constituye en parte del contenido que debe tener el acto que emite la 

Administración Tributaria.  Para realizar esta fundamentación se toman en cuenta los 

motivos de hecho y de derecho y también el fin de la decisión. 

   2.2 CONTENIDO.  

Con base en el artículo 144 anteriormente citado, la resolución determinativa 

siempre debe contener los hechos y el fundamento jurídico (derecho) que motivaron la 

diferencia entre las cuotas tributarias y las bases imponibles.  

Además, entre los requisitos que debe contener dicha resolución encontramos:   

                                            
159

 Voto Número 015976-2008 de la Sala Constitucional de las  diecisiete horas cuarenta y ocho minutos 

del veintitrés de octubre de dos mil ocho. 
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a) Enunciación del lugar y fecha. 

b) Indicación del tributo, del período fiscal correspondiente. 

c) Apreciación de las pruebas y de las defensas alegadas.  

d) Fundamentos de la decisión. 

e) Elementos de determinación aplicados, en caso de estimación sobre la base 

presunta.  

f) Determinación de los montos exigibles por tributos. 

g) Firma del funcionario legalmente autorizado para resolver160 

   2.3. IMPUGNACIÓN CONTRA LA RESOLUCIÓN DETERMINATIVA.  

Contra la resolución determinativa o el acto administrativo de  liquidación caben 

los siguientes recursos:  

2.3.1. Recurso de revocatoria:  

Contemplado en el artículo 145 del Código de Normas y Procedimientos 

Tributarios, según reforma de la Ley de Fortalecimiento de la Gestión Tributaria, 

siempre que se cumplan las siguientes condiciones:  

a) Se deberá presentar dentro de los 30 días hábiles siguientes a la notificación 

del acto de liquidación de oficio, ante el órgano de la administración que lo haya 

dictado, el cual será competente para resolverlo.  

                                            
160  RODRIGUEZ (Luis). Revisión en la Vía Administrativa de los Actos Dictados por la Administración 

Tributaria. Disponible. en: Www.Ucipfg.Com/.../Procedimientotributarioluisrodrigueztfa.Doc. Visitada el 26 
de enero del 2013.  

http://www.ucipfg.com/.../ProcedimientoTributarioLuisRodriguezTFA.doc
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b) Presentarse antes del recurso de apelación. En caso de que dentro del plazo 

establecido para recurrir se hayan interpuesto el recurso de revocatoria y también el 

recurso de apelación, se tramitará el presentado en primer lugar y se declarará 

inadmisible el segundo. La declaratoria de inadmisión del recurso de apelación, por 

aplicación de esta disposición, se entenderá sin perjuicio del derecho que le asiste al 

interesado de interponer el recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal Administrativo, 

contra la resolución que resuelva el de revocatoria.   

c) Solo se conoce sobre las cuestiones planteadas en el recurso 

d) Se resuelve en el plazo de 30 días hábiles siguientes a la fecha de su 

presentación.  

Sobre este recurso nos referiremos en el siguiente capítulo.  

 2.3.2. Recurso de apelación  ante el Tribunal Fiscal Administrativo:  

El artículo 146 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, así 

reformado por la Ley de Fortalecimiento de la Gestión Tributaria establece que el 

recurso de apelación procede contra la resolución que resuelve el recurso de 

revocatoria, en caso de que este se haya interpuesto, o en su defecto contra el acto 

administrativo de liquidación de oficio.  El plazo para interponerlo es de 30 días 

siguientes a la fecha en que se notificó la resolución. 
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CAPITULO III: EL PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN DE OFICIO DE 

LAS OBLIGACIONES TRIBUTARIAS EN LAS DIFERENTES  ADMINISTRACIONES 

TRIBUTARIAS. 

En el presente capítulo se analiza si realmente existe un proceso para la 

determinación de oficio, en cada uno de los entes y órganos donde se presenten 

manifestaciones tributarias, y un recurso de revocatoria para impugnar el acto final de 

dicho procedimiento. Esto porque la Dirección General de Tributación no es el único 

órgano encargado de recaudar impuestos, sino que existen muchos otros más que 

tienen a su favor un tributo determinado, y  por lo tanto están facultados para 

determinar dichos tributos.  

Por ese motivo se tomarán en cuenta las siguientes administraciones tributarias: 

la Administración Tributaria Central, conformada por la Dirección General de 

Tributación, y la Dirección General de Aduanas del Ministerio de Hacienda; las 

Municipalidades, de las cuales se tomará en cuenta la determinación de los impuestos 

de patentes y bienes inmuebles;  instituciones que administran  tributos a su favor, 

como la Caja Costarricense de Seguro Social, el Instituto Nacional de Aprendizaje, y el 

Instituto Mixto de Ayuda Social; y por último entidades que integran el sector público 

costarricense de carácter no estatal, que son naturaleza  corporativa (porque el órgano 

máximo son las respectivas asambleas general de asociados o socios), tales como  el 

Banco Popular; los Colegios Profesionales, como  el Colegio Profesional de Abogados, 

que se tomará de referencia; el Instituto del Café de Costa Rica; la Liga Agrícola e 

Industrial de la Caña De Azúcar; y Corporación Bananera Nacional.  
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SECCIÓN 1: EL PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN DE OFICIO EN LA 

ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA CENTRAL. 

1.1 EL PROCEDIMIENTO DE DETEMRINACIÓN DE OFICIO DE LOS 

IMPUESTOS DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE TRIBUTACIÓN:  

Sobre este procedimiento se ha hecho referencia a lo largo de la  tesis, por lo 

que solamente se hará una breve reseña, refiriéndose propiamente a los pasos por 

seguir en dicho procedimiento.  

El procedimiento inicia con la comunicación escrita notificada al sujeto pasivo 

donde se le indica: El nombre de los funcionarios encargados del estudio, los criterios 

por los cuales fue seleccionado, los tributos y períodos por fiscalizar, los registros y 

documentos que deben tener a disposición de los funcionarios designados y la fecha 

de inicio. Una vez notificado el acto la Administración se deben iniciar las actuaciones 

dentro del mes siguiente.  

Posteriormente a la notificación el auditor realiza las actuaciones necesarias. 

Una vez  terminadas dichas actuaciones se convoca a audiencia al sujeto pasivo en 

donde se le informa los resultados obtenidos, y se pone a su disposición el expediente, 

así como la propuesta de regularización, si es el caso.  

Luego se le otorgan 5 días hábiles al sujeto auditado para que se manifieste 

sobre la regularización. En todo caso debe llenar el modelo oficial y hacer el pago 

respectivo del impuesto en los siguientes 30 días.  
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Si  no acepta  la propuesta de regularización o no se manifiesta, se debe realizar 

el traslado de cargos en los siguientes 10 días hábiles. Aún cuando rechace la 

regularización debe hacer el pago correspondiente en los 30 días posteriores. 

Posteriormente puede interponer los recursos que se estudiarán a continuación.  

1.2  EL RECURSO DE REVOCATORIA CONTRA LA RESOLUCIÓN DE LA 

DIRECCIÓN GENERAL DE TRIBUTACIÓN. 

1.2.1 Antecedentes:  

El criterio de la Dirección General de Tributación sobre la procedencia del 

recurso de revocatoria en los procedimientos de determinación de oficio de las 

obligaciones tributarias ha sido cambiante. El recurso originalmente estaba 

contemplado en el artículo 146 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, 

antes de la reforma decretada mediante Ley N° 9069 de 10 de septiembre del 

2012, que establecía en su párrafo final lo siguiente:  

“Contra dicha resolución pueden interponerse los recursos de 

revocatoria ante la Administración Tributaria, la que deberá resolver 

dentro del mes siguiente a que venza el plazo para interponerlo y el recurso 

de apelación para ante el Tribunal Fiscal Administrativo, este último en las 

condiciones establecidas en el artículo 156 del presente Código”. 

De esta forma se establecía en el citado Código el recurso de revocatoria contra 

la resolución determinativa, el cual se interponía ante la Administración Tributaria que 

dictó el acto. 
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Posteriormente con la Ley de Simplificación y Eficacia Tributaria, Ley No 8114, 

se reformó el artículo citado anteriormente, mediante el artículo 27 inciso n)  e 

instaurando lo siguiente:  

“n) El artículo 146, cuyo texto expresó: 

"Artículo 146: Resolución de la Administración Tributaria. Interpuesta o no la 

impugnación dentro del plazo de treinta días referido en el artículo anterior, el director 

general de la Administración Tributaria o los gerentes de las administraciones 

tributarias en quienes él delegue, total o parcialmente, deberán resolver el reclamo, así 

como dictar y firmar la resolución que corresponda, sobre las cuestiones debatidas. 

La resolución determinativa deberá dictarse dentro de los tres meses siguientes 

al vencimiento del plazo para interponer el reclamo. Cuando no se interponga 

impugnación, la resolución deberán dictarla el director general de la Administración 

Tributaria o los funcionarios en quienes él delegue, total o parcialmente, dentro de los 

tres meses siguientes al vencimiento del plazo indicado. Para efectos de la 

Administración Tributaria y de la responsabilidad de los funcionarios, este plazo será 

ordenatorio"161. 

Como se puede apreciar con la reforma realizada al artículo 146, desaparece el 

recurso de revocatoria contra la resolución determinativa, ya que se deja de mencionar  

expresamente su procedencia. El recurso de apelación por su parte se encontraba  

contemplado en el artículo 156 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, por 

lo que no presenta el mismo problema.   

                                            
161

 Ley de Simplificación y Eficiencia Tributarias publicada en el Alcance Nº 53 a La Gaceta Nº 131 del 9 
de julio del 2001 
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Pese a la reforma, se siguió interpretando que el recurso de revocatoria contra la 

resolución determinativa estaba vigente. Así lo indicó la resolución número Nº 23-01 de 

la Dirección General de tributación  al establecer que la reforma lo que pretendía era 

aclarar que todas las resoluciones a las que se refiere el artículo 156 gozan del mismo 

régimen de recursos. El sentido de la reforme fue permitir la delegación del dictado de 

la resolución en los casos en que no haya habido impugnación del traslado de cargo162, 

y no se hizo para eliminar el recurso de revocatoria.  

Posteriormente la resolución Nº 23-01  establecía en su artículo 1 “que contra la 

resolución determinativa a que se refiere el artículo 146 del Código de Normas y 

Procedimientos Tributarios, pueden interponerse los recursos de revocatoria con 

apelación en subsidio, dentro del plazo de quince días siguientes a la fecha en que 

haya sido notificada, de conformidad con lo que establece el artículo 156 del citado 

Código”163.  

De esta forma interpretó la Dirección General de Tributación que, era procedente 

la interposición del recurso de revocatoria contra las resoluciones determinativas, a 

pesar de la reforma que lo omite. Además, le dio el mismo plazo que tiene el recurso de 

apelación, el cual es de 15 días para su interposición.  

Posteriormente la Dirección General de Tributación mediante resolución 013-

2010 deja sin ningún efecto y valor jurídico la Nº 23-01. La última resolución en su 

artículo 6 también reconoce la posibilidad de interposición del recurso de revocatoria 
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 Resolución Dirección General de Tributación Nº 23-01. Publicado en La Gaceta N° 158 de 20 de 
agosto de 2001.  
163

 Resolución Dirección General de Tributación Nº 23-01. Op cit.  
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contra la resolución determinativa, pero limita el objeto del recurso a los siguientes 

conceptos:  

i. Inclusión  en la liquidación, de algún concepto que se  hubiere 

estimado como no gravado. 

ii. Exclusión  en la liquidación, de algún concepto que se  hubiere 

estimado como deducible. 

iii. Que el plazo sobre el que se computa el interés esté mal  

calculado. 

iv. Que  se hubiere utilizado una tasa de interés que no  corresponda 

v. Que los periodos de reactivación del cómputo de intereses  no 

fueran los correctos. 

vi. Que  existan evidentes y manifiestos errores aritméticos  en los 

cálculos efectuados. 

vii. Alguna  otra circunstancia no indicada en los acápites  anteriores, 

pero que hubiere generado una mala cuantificación en la liquidación164. 

Pese a estas limitaciones, ambas resoluciones contemplaban el recurso de 

revocatoria como existente. Por lo que aún el sujeto auditado tenía la posibilidad de 

establecer este recurso en caso de que estuviera en desacuerdo con la resolución 

determinativa. Lo cual es esencial para el reguardo de sus derechos, especialmente el 

derecho de defensa y debido proceso.  

                                            
164

 Resolución Dirección General de Tributación 013-2010. Publicada en La Gaceta Nº 189 del 29 de 
setiembre del 2010.  
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En esta misma línea de argumentación la resolución número 19-2010  derogó la 

resolución número 23-01 “que regulaba, entre otros aspectos, la posibilidad de 

interponer el recurso de revocatoria contra las resoluciones determinativas indicadas en 

el artículo 146 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios”165. 

En esta nueva resolución la Dirección General de Tributación fundamentó la 

procedencia del recurso de revocatoria en la Ley General de Administración Pública, ya 

que ésta es de aplicación supletoria según lo establecido en el artículo 155 del Código 

de Normas y Procedimientos Tributarios.  

La LGAP regula la posibilidad de interponer los recursos ordinarios contra las 

resoluciones de mero trámite, incidentales o finales166. De esta forma se puede 

entender que por aplicación supletoria de la LGAP en el procedimiento de 

determinación de oficio es posible la interposición del recurso  de revocatoria contra la 

resolución determinativa.  

Hasta este momento, en realidad no había sufrido gran cambio el recurso de 

revocatoria, tomando en cuenta que todas las resoluciones de la DGT tenían 

contemplada su existencia y posibilidad de interposición, pese a la reforma que dejó de 

regularlo en el Código de Normas y Procedimientos Tributarios con la última reforma 

promulgada. El recurso se  seguía admitiendo con base a los argumentos que dio en 

cada una de las resoluciones la DGT. 

El cambio más grande lo sufre con la resolución 003-2011, donde la Dirección 

General de Tributación cambia radicalmente su criterio al decir que las disposiciones 
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 Resolución Dirección General de Tributación DGT-19-2010. Publicada en La Gaceta Nº 236 del seis 

de diciembre de 20120. 
166

 Resolución Dirección General de Tributación DGT-19-2010. Op cit.  
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contenidas en la resolución 19-2010 regulan un recurso que no se encuentra 

establecido por Ley, lo cual resulta contrario a Derecho, específicamente al principio  

de taxatividad impugnativa, al no ser la fuente normativa legítima  para crear un recurso 

ordinario167.  

Aunque el principio de taxatividad impugnativa establece que los recursos 

proceden sólo en los casos específicamente previstos en la ley; existen motivos 

fundados  para entender  que la resolución 19-2010, no lleva la razón al eliminar 

dicho recurso. 

El recurso de revocatoria aunque dejó de estar regulado en el artículo 146 del 

Código Tributario, seguía siendo mencionado en otros artículos; como por ejemplo el 

artículo 130, inciso c) de dicho cuerpo normativo, donde se establece: 

“c) En los casos de determinaciones por parte de la Administración Tributaria, 

el contribuyente podrá rectificar incluso su declaración después de comunicada la 

conclusión de la actuación fiscalizadora y hasta la notificación de la resolución que 

resuelve el recurso de revocatoria en contra de la resolución determinativa. Solo 

en estas fases procesales la rectificación tendrá el carácter de petición sujeta a la 

aprobación por parte de la Administración Tributaria. La consecuente aprobación o 

denegatoria será incorporada directamente en la resolución determinativa o en la 

resolución en que se defina el recurso de revocatoria contra la resolución 

determinativa, so pena de nulidad de la resolución respectiva. A esta petición, no se 
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 Resolución Dirección General de Tributación N
o 

03-2011. Publicada en La Gaceta N
o 

43 del 2 de 
marzo de 2011.  
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le aplicará el régimen del silencio negativo descrito en el artículo 102.(negrita no es 

original)” 168.  

En dicho artículo se hace referencia específica al recurso de revocatoria y a su 

resolución, aunque no lo establezca como tal, si se le nombra. Esto es  producto de 

una mala técnica legislativa, ya que no es preciso entender si el legislador quiso o no 

eliminar el recurso de revocatoria. Por un lado lo elimina del artículo donde se regula 

expresamente, pero permanece regulado en otros artículos del mismo cuerpo 

normativo.  

Se podría entender que la reforma al artículo 146 no tenía la intención de 

suprimir el recurso de revocatoria, ya que posteriormente a la reforma estuvo vigente 

por mucho tiempo más. Además de que no se dejó sin efecto expresamente, lo cual 

permitía hacer la remisión a la Ley General de la Administración Pública, como ley 

subsidiaria, con fundamento en el citado artículo 155 del citado Código, con base en la 

cual  el recurso de revocatoria contra la resolución determinativa era procedente su 

interposición. 

Por lo anterior, el argumento de la  resolución 003-2011 de que el recurso de 

revocatoria no se encontraba regulado por ley, es dudoso, ya que como se vio 

anteriormente, dicho recurso se menciona en varios numerales del CNPT. 

 Pareciera entonces que lo que pretendía la resolución 003-2011 era aligerar los 

procesos determinativos, y acortar el tiempo para que las resoluciones quedaran 

firmes, a la mayor brevedad. El problema es que al hacerlo mediante la eliminación del 

recurso de revocatoria se  menoscabó el derecho de defensa de los contribuyentes, ya 
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 Código de Normas y Procedimientos Tributarios. Op cit. Art. 130. 
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que se le eliminó la posibilidad de impugnar la resolución ante el mismo órgano que la 

dictó. 

En resumen, se puede argumentar que la reforma en realidad no eliminó 

jurídicamente dicho recurso, ya que por aplicación supletoria de la Ley General de la 

Administración Pública (artículo 155 Código de Normas y Procedimientos Tributarios) 

dicho recurso de revocatoria es admisible en contra de los actos finales de la 

Administración y la resolución determinativa es un acto final administrativo. Además el 

artículo 130 inciso c) del Código de Normas y Procedimientos Tributarios menciona 

expresamente el recurso de revocatoria.  

Pese a lo anterior, recientemente la Ley de Fortalecimiento de la Gestión 

Tributaria, N°9069, ya citada, reforma algunos artículos del Código Tributario y 

establece nuevamente en el artículo 145, el recurso de revocatoria contra la resolución 

determinativa, al expresar: “Contra el acto administrativo de liquidación de oficio, 

emitido con la disconformidad del sujeto fiscalizado, cabrá el recurso de revocatoria 

(…)169” (negrita no es original).  

Es importante tomar en cuenta que actualmente, se encuentra en proceso un 

nuevo reglamento a la Ley de Fortalecimiento de la Gestión Tributaria. El reglamento 

tendrá el nombre de “Reglamento General de Procedimiento Tributario” y desarrollara 

en forma más amplia las modificaciones que introdujo la Ley de Fortalecimiento de la 

Gestión Tributaria, entre ellas las modificaciones en el procedimiento determinativo y el 
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 Ley de Fortalecimiento de la Gestión Tributaria. Publicada en La Gaceta número 143 del 28 de 
setiembre del 2012.  Art. 145.  



109 
 

recurso de revocatoria; pero no se queda solamente con dichos cambios sino que va 

más allá y desarrolla ampliamente los procedimientos administrativos tributarios.  

En relación al contenido de este reglamento se ha dicho que es muy diverso y 

mantiene un orden similar al del CNPT, aunque posee algunas extralimitaciones 

normativas que mantienen la balanza muy a favor de la Administración y en extremo 

contraria para el contribuyente170.  

Es necesario aclarar que este reglamento aún no se encuentra vigente, y que el 

procedimiento determinativo, aún no se encuentra regido por estas normas, pero sí es 

imprescindible tener presente su existencia, ya que si se llega a aprobar esta 

normativa, contendrá normas que afectan directamente el procedimiento determinativo, 

realizado por la Dirección General de Tributación.   

1.2.2 Procedencia del recurso de revocatoria contra la resolución determinativa 

de la Dirección General de Tributación 

Si procede el recurso de revocatoria contra la resolución determinativa dictada 

por la Dirección General de Tributación. Este recurso procede en los casos que el 

sujeto pasivo sometido a un procedimiento de determinación no esté de acuerdo con el 

acto de liquidación de oficio.  

En cuanto al plazo de interposición de este recurso, el administrado tiene  30 

días hábiles para presentarlo, contados a partir de la fecha en que se notificó el acto de 

liquidación. Y el plazo que tiene la Administración para resolverlo es de 30 días hábiles, 

contados desde el día siguiente a la fecha de su presentación.  
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Salto (Diego). Balance del nuevo reglamento de la Ley de Gestión Tributaria. Semanario el financiero, 
6 de abril del 2013.  
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En relación a la competencia, el recurso al ser revocatoria, se debe interponer  

ante el órgano de la Administración Tributaria que lo haya dictado, y este mismo órgano 

es el competente para resolverlo.  

El recurso de revocatoria se debe interponer con antelación a la interposición del 

recurso de apelación (artículo 146 CNPT).  Si se establecen ambos recursos a la vez 

(revocatoria y apelación), se tramita el que se presenta en primer lugar y el otro se da 

por inadmitido. Si se declara inadmisible el recurso de apelación, el interesado tiene 

todavía la opción de presentar el recurso de apelación ante el Tribunal Fiscal 

Administrativo, pero no contra la resolución determinativa, sino contra la resolución que 

resuelve el recurso de revocatoria.  

1.3 EL PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN DE OFICIO DE LOS 

IMPUESTOS ADUANEROS. 

1.3.1 Generalidades:  

Antes de entrar propiamente en el estudio del procedimiento determinativo de los 

impuestos aduaneros es necesario hacer referencia al concepto de determinación 

aplicado a las obligaciones aduaneras. Para esto nos remitiremos al artículo 58 de la 

Ley General de Aduanas, N° 7557, del 20 de octubre de 1995: 

 “ARTICULO 58.- Determinación 

Determinar la obligación tributaria aduanera es el acto por el cual la 

autoridad o el agente aduanero, mediante el sistema de autodeterminación, fija la 
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cuantía del adeudo tributario. Este adeudo deviene exigible al día siguiente de la 

fecha de notificación de la determinación de la obligación tributaria aduanera. 

Cuando no se encuentren las mercancías, se hubieran destruido, ocultado o 

imposibilitado su inspección, o no estén disponibles los elementos necesarios para 

determinar fehacientemente la obligación tributaria aduanera, la autoridad 

aduanera determinará, cumpliendo el debido procedimiento administrativo, el 

monto prudencial de los tributos sobre la base de la información disponible”171. (Negrita 

no es del original) 

Como se puede apreciar la determinación de la obligación tributaria aduanera es 

un acto mediante el cual se fija el monto de la obligación, por parte del agente 

aduanero o la autoridad aduanera. En primer término la deuda tributaria se determina 

de manera autoliquidable o autodeterminativa, pero esto no evita que posteriormente 

se pueda dar una determinación de oficio, mediante el procedimiento administrativo 

determinativo por parte de la Administración Aduanara competente, cuando exista 

alguna irregularidad en los elementos de determinación del tributo.    

El segundo párrafo del artículo anteriormente citado,  faculta a la Autoridad 

Aduanera para realizar un procedimiento de determinación de oficio de la obligación 

aduanera.  A la vez establece las causales por las cuales podría eventualmente iniciar 

este procedimiento, las  cuales  podemos resumir así:  

1) No se encuentran las mercancías 
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 Ley General de Aduanas. Publicada en La Gaceta número Nº 212 del 8 de noviembre de 1995. Art. 
58.  
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2) Se destruyeron las mercancías.  

3) Se ocultan mercancías 

4) Se imposibilita la inspección de mercancías 

5) No hay disponibles los elementos para determinar la obligación 
tributaria 

En estos casos puede la autoridad aduanera iniciar un procedimiento para 

determinar la obligación tributaria.  

En relación a los impuestos aduaneros el artículo 102 de la Ley General de 

Aduanas, recientemente reformado por la Ley de Fortalecimiento de la Gestión 

Tributaria, ya indicada, establece que la autoridad aduanera puede revisar, a posteriori, 

la determinación de la obligación tributaria aduanera. Esto faculta por tanto a la 

Administración Aduanera a realizar un procedimiento para determinar de oficio las 

obligaciones tributarias aduaneras, el cual lo debe establecer en los 4 años siguientes, 

ya que con posterioridad  a ese plazo prescribe la acción para exigir el pago de los 

tributos.  

1.3.2 El procedimiento de determinación de oficio de los impuestos aduaneros en 

la Ley General de Aduanas.  

El procedimiento de determinación de oficio de las obligaciones aduanera se da 

en aquellos casos donde la Autoridad Aduanera determina que no se cancelaron los 

tributos debidamente o que se incumplieron regulaciones del comercio exterior. Bajo 

estas circunstancias está autorizada la autoridad aduanera para iniciar el  

procedimiento.  
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Como en todo procedimiento administrativo se inicia con la notificación al 

interesado. En este caso se notifica al declarante y al agente aduanero que lo haya 

representado.  

Se puede apreciar que en este procedimiento participa no sólo el contribuyente 

sino que también el agente aduanero, como mandatario de aquél. A diferencia del 

procedimiento de determinación de oficio que realiza la Dirección General de 

Tributación, donde solo se notifica al contribuyente o sujeto pasivo de la obligación 

tributaria. El agente aduanero por su parte es solidariamente responsable por lo tributos 

que se cancelaron de forma incorrecta, por lo que sus intereses se pueden ver 

afectados por la determinación. En consecuencia al ser parte interesada, porque lo que 

se resuelva, puede acarrear consecuencias adversas en su contra,  debe ser 

notificado.  

La autoridad aduanera cuando efectúa la determinación de oficio puede ordenar 

las acciones necesarias para la verificación y fiscalización que se estimen procedentes. 

Además puede ordenar  el reconocimiento de las mercancías y la extracción de 

muestras.  

Si como resultado del procedimiento, se determina que hay una suma adeudada, 

esta debe  cancelarse por parte del sujeto pasivo, a partir de la notificación, y a la vez 

debe de cancelar los intereses procedentes. La autoridad aduanera puede interponer 

sanciones o establecer denuncias, si dictaminó que se realizaron violaciones a otras 

regulaciones del comercio exterior, según correspondan.172 
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 Ley de Fortalecimiento de la Gestión Tributaria. Op cit  Art.102.  
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La Ley General de Aduanas en su artículo 196, establece una serie de requisitos 

que  debe seguir la autoridad aduanera en caso de que deba dictar un acto que afecte 

los derechos subjetivos o intereses legítimos. Al ser la determinación de oficio  un acto 

que afecta  intereses legítimos o  derechos subjetivos, debe cumplir con las 

condiciones que la Ley indica en garantía del principio constitucional del debido 

proceso. 

En primer lugar es indispensable que ante la apertura del procedimiento se 

notifique a las personas o entidades que se puedan ver afectadas, en este caso, como 

anteriormente se vio, se debe notificar a los contribuyentes y agentes aduaneros.  

Posterior a la notificación se otorga un plazo de 15 días hábiles para que se 

presenten los alegatos y las pruebas pertinentes; este plazo puede ser prorrogado, de 

oficio o a solicitud de parte interesada, mediante una resolución motivada de la 

autoridad aduanera, con el fin de que se presente toda la prueba. Un caso usual que 

justifica la prórroga es cuando la prueba se encuentra en el extranjero.  

Si la parte interesada lo solicita, el órgano instructor llamará a audiencia oral y 

privada, en un plazo de 8 días, para evacuar las pruebas que sean necesarias, y una 

vez realizada esa diligencia, las partes presentan sus conclusiones finales. Una vez 

listo el asunto para resolver, la autoridad aduanera competente dicta la resolución 

dentro del plazo de 3 meses, y la notificación que se haga al interesado debe contener 

el texto completo del acto que se dictó. Esta resolución en el procedimiento 
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determinativo, contendrá la determinación de oficio de la obligación tributaria 

aduanera173.  

Cabe anotar que cuando la Ley General de Aduanas no posea una norma 

expresa, en materia de procedimientos, regirán  subsidiariamente las normas generales 

aplicables a los procedimientos tributarios o, en su defecto,  las del procedimiento 

administrativo174.  

El Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, en el voto 

número 98-2012, se ha referido al procedimiento de determinación de las obligaciones 

tributarias aduaneras de la siguiente manera:  

“(…) el control a posteriori, que también contempla el numeral 23 y que se ejerce 

respecto de las operaciones aduaneras, los actos derivados de ellas, las 

declaraciones aduaneras, las determinaciones de las 

obligaciones tributarias aduaneras, los pagos de los tributos y la actuación de los 

auxiliares de la función pública aduanera y de las personas, físicas o jurídicas, que 

intervengan en las operaciones de comercio exterior. En efecto, se encuentra fuera 

de toda duda la potestad de la Administración de ejercer una fiscalización y 

verificación de las declaraciones aduaneras. Se trata de una potestad que a la luz 

de los preceptos 59 y 66 de la Ley General de la Administración Pública (LGAP) es 

irrenunciable. Desde este plano, si bien las declaraciones aduaneras son realizadas 

mediante un mecanismo de autodeterminación y bajo fe de juramento, pueden 

ser verificadas para ajustar las obligaciones de las personas al régimen 

                                            
173

 Ley General de Aduanas. OP cit. Art. 192 
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 Ley General de Aduanas. Op.cit. Art. 192 
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aduanero–tributario. Así en efecto se desprende de los ordinales 22, 24, 58, 59 y 86 

de la LGA. Ciertamente, en ese ejercicio la Administración debe buscar la mayor 

aproximación a la verdad real de los hechos; en concreto, a la determinación de 

las características relevantes del vehículo que permiten establecer su calificación 

arancelaria y con ello la determinación de lo que luego será la base sobre la cual 

se establece los efectos tributarios del trámite aduanero.”175 

En este sentido, el Tribunal Contenciosos Administrativo, hace referencia a la 

potestad de la autoridad aduanera para determinar las obligaciones tributarias 

aduaneras. Al hablar de potestad no solo se refiere al derecho de verificar y fiscalizar 

correcta tributación por parte de los contribuyentes, sino que también se refiere al 

deber de hacerlo. Es decir puede y debe verificar que las declaraciones aduaneras y la 

autodeterminación, se haya realizado conforme a la ley y a la realidad económica. En 

caso de que no coincidan con  la realidad, la Administración Aduanera tiene la potestad 

de ajustar las obligaciones.  

1.4 EL RECURSO DE REVOCATORIA CONTRA LA RESOLUCIÓN 

DETERMINATIVA DE LOS IMPUESTOS ADUANEROS.  

1.4.1 Generalidades de los medios de impugnación en materia aduanera:  

En materia aduanera, los medios de impugnación se han contemplado a nivel 

regional, por el Código Aduanero Uniforme Centroamericano (CAUCA) y el Reglamento 
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 Voto Nº 98-2012 Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, Sección Sexta, de las diez 

horas quince minutos de treinta y uno de mayo de dos mil doce. 
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del Código Aduanero Uniforme Centroamericano (RECAUCA), los que  garantizan el 

ejercicio de ese  derecho, mediante los procedimientos establecidos en favor del 

administrado.  

Dichos  Códigos se aplican directamente en aquellos  países Centroamericanos 

donde no existen medios de impugnación.  

Por su parte en  Costa Rica la materia de impugnación está regulada en la Ley 

General de Aduanas, que establece los procedimientos pertinentes176.   

El recurso se presenta para manifestar un desacuerdo con un acto o resolución 

de la autoridad aduanera. El caso de estudio, sería un desacuerdo con la 

determinación del impuesto.  Los recursos se deben interponer por escrito, donde se 

establezcan todos los alegatos pertinentes.  

La Ley General de Aduanas establece en su artículo 198 lo siguiente:  

“Artículo 198: Impugnación de actos. Notificado un acto final dictado por 

la aduana, incluso el resultado de la determinación tributaria, el agente 

aduanero, el consignatario o la persona destinataria del acto, podrá 

interponer el recurso de reconsideración y el de apelación para ante el 

Tribunal Aduanero Nacional, dentro del plazo de los tres días hábiles 

siguientes a la notificación. Será potestativo usar ambos recursos ordinarios o 

solo uno de ellos. 
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 Guía Aduanera de Costa Rica. Primera Edición. Año 2009. Disponible en la página: 
https://www.hacienda.go.cr/NR/rdonlyres/B065E075-132F-42EB-83FC-
C8D379EA4617/24147/GUIAADUANERADECOSTARICA.pdf. Visitada el 23 de febrero de 2013.  
 

https://www.hacienda.go.cr/NR/rdonlyres/B065E075-132F-42EB-83FC-C8D379EA4617/24147/GUIAADUANERADECOSTARICA.pdf
https://www.hacienda.go.cr/NR/rdonlyres/B065E075-132F-42EB-83FC-C8D379EA4617/24147/GUIAADUANERADECOSTARICA.pdf
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El recurrente presentará las alegaciones técnicas, de hecho y de derecho, 

las pruebas en que fundamente su recurso y la petición o pretensión de fondo. 

El recurrente podrá aportar, en su beneficio, toda clase de pruebas, incluso 

exámenes técnicos, catálogos, literatura o dictámenes”. (Negrita no es original). 

Como se aprecia en el artículo anterior, pueden impugnarse los actos dictados 

por la aduana, no sólo el sujeto pasivo de la obligación, sino también el agente 

aduanero y el consignatario.  

El plazo  para interponer los recursos es de 3 días hábiles. Es importante tomar 

en cuenta que cuando se presenta el recurso, sea el de reconsideración o el de 

apelación se debe presentar los alegatos de hecho y de derecho en los cuales se basa 

el recurso, sumado a esto se presenta además la prueba que sustenta dichos alegatos, 

para que la autoridad que conoce del recurso tenga presente la pretensión del 

recurrente  y si es el caso pueda cambiar la decisión.  

Los medios de impugnación que existen en materia aduanera son:  

1) Recurso de reconsideración:  

El recurso de reconsideración es el que se presenta ante el mismo órgano que 

dictó el acto para que lo revoque, sustituya o modifique.  “Para algunos autores 

“reconsiderar” es no sólo “reexaminar,” sino específicamente “reexaminar 

atentamente,” por el origen etimológico de la palabra. Sin embargo, el uso vulgar del 

vocablo lo aproxima más a un ruego de que el funcionario “reexamine con 

benevolencia;” en suma, un recurso graciable177”.  
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 GORDILLO (Agustín). Tratado de Derecho Administrativo. Tomo 4: EL procedimiento administrativo. 10
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Edición: 
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En el derecho y en la doctrina existe una gran variedad de sinónimos para este 

recurso. “Encontramos así recurso de oposición, reposición, revocación, revocatoria, de 

advertencia, etc.178” Por tanto el recurso de reconsideración viene a ser igual que el 

recurso de revocatoria ya que ambos tienen las mismas características, pero el 

legislador escogió el nombre de reconsideración cuando instauró este recurso en 

materia aduanera.  

El recurso de reconsideración en los procedimientos aduaneros puede ser 

presentado ante la Aduana o ante la Dirección General de Aduanas según sea el caso:  

1.1) Presentado ante la Aduana: Cuando la inconformidad es 

contra un acto dictado por la aduana, el recurso se presenta por escrito 

dentro de los 3 días hábiles siguientes a la notificación. En el mismo acto, 

también se puede presentar el recurso de apelación ante el Tribunal 

Aduanero; con el fin de que si se rechaza el recurso de reconsideración, se 

remita el expediente de una vez al tribunal. Al presentarse, deben indicarse 

las razones por las que no se está de acuerdo con las decisiones emitidas, y 

presentar los fundamentos legales, hechos y pruebas que sustenten el 

recurso.  

La aduana tiene un plazo para resolver de 3 días hábiles siguientes a 

su recepción179. Si la aduana resuelve de manera desfavorable para el 

reclamante, y este no solicitó apelación ante el tribunal aduanero, entonces el 
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 GORDILLO (Agustín).  Ibídem.  

179 ARTICULO 199.- Plazo para que la aduana dicte la resolución. Dentro de los tres días hábiles 

siguientes a su interposición la aduana competente deberá dictar el acto que resuelve el recurso de 
reconsideración. 
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escrito indicará cuáles son las opciones a su disposición para continuar con 

el proceso, según sea el caso. Si el reclamante solicitó apelación, la aduana 

remitirá el expediente al tribunal aduanero y notificará al reclamante que tiene 

10 días hábiles para presentar evidencias que “mejoren” su apelación, o para 

retirarla. El tribunal puede fijar un nuevo plazo de 15 días hábiles, para 

aportar mayor cantidad de pruebas y lo puede prorrogar por un plazo igual, si 

quien reclama se lo solicita por razones justificadas, por ejemplo, si las 

pruebas proceden del extranjero180
. 

1.2)  Presentado ante la Dirección General de Aduanas: Cuando 

la inconformidad es contra un acto dictado por la Dirección General de 

Aduanas, se debe presentar el recurso por escrito dentro de los 3 días 

hábiles siguientes a la notificación. En el mismo acto, también se puede 

presentar el recurso de apelación ante el Tribunal Aduanero181. Esto en caso 

de que la Dirección no cambie de parecer, inmediatamente se remita el 

expediente al tribunal.  

Al presentarse, deben indicarse las razones por las que no se está de 

acuerdo con las decisiones emitidas, y presentar los fundamentos legales, 

hechos y pruebas que sustenten el recurso. 

La Dirección puede fijar un nuevo plazo de 15 días hábiles, para 

aportar mayor cantidad de pruebas, este plazo es prorrogable por otros 15 

días, si el reclamante lo pide y justifica esta petición. Lo anterior se da 
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 Guía Aduanera de Costa Rica. Primera Edicción. Año 2009. Disponible en la página: 
https://www.hacienda.go.cr/NR/rdonlyres/B065E075-132F-42EB-83FC-
C8D379EA4617/24147/GUIAADUANERADECOSTARICA.pdf. Visitada el 23 de febrero de 2013. 
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 Ley General de Aduanas. Publicada en La Gaceta número Nº 212 del 8 de noviembre de 1995. Art 
202.  
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principalmente en los casos cuando la prueba está en el extranjero, ya que 

requiere más tiempo traerla.   

La Dirección General debe resolver dentro de los 15 días hábiles 

siguientes a la recepción del recurso. Si la Dirección General resuelve de 

manera desfavorable para el reclamante, y este no solicitó apelación ante el 

tribunal aduanero, entonces el escrito le indicará sus opciones. 

Si el reclamante solicitó apelación, la aduana remite el expediente al 

tribunal aduanero y notifica al reclamante que tiene 10 días hábiles para 

presentar evidencias para su apelación, o para retirarla. En estos casos el  

tribunal también puede fijar un nuevo plazo de 15 días hábiles y su prórroga 

de otros 15 días, si es pertinente por razones de prueba.  

2) Recurso de apelación: El recurso de apelación se presenta ante el 

Tribunal Aduanero, contra la resolución denegatoria total o parcial del recurso de 

reconsideración  o contra las resoluciones que contengan actos u omisiones de 

la autoridad aduanera. En caso de presentar ambos recursos el de 

reconsideración y el de apelación, la aduana competente es quien remite al 

Tribunal Aduanero, el expediente administrativo, en los siguientes 3 días hábiles, 

y se emplaza a la parte por 10 días, para que amplíe sus argumentos y sustente 

su pretensión.  

 El tribunal posee un plazo de 15 días hábiles para resolver y puede 

prorrogar ese plazo, por un término único adicional de 15 días hábiles, si las 

circunstancias lo ameritan.  
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El reclamante puede solicitar una aclaración o una adición, dentro de los 3 

días hábiles siguientes a la notificación del Tribunal, que este último nuevamente 

tiene 15 días para resolver. 182 

En caso de ser necesario el Tribunal tiene la facultad de ordenar prueba 

para mejor proveer. El recurrente puede proponer la prueba, pero el Tribunal 

examina si la acepta o no. El plazo para aportarla es de 15 días hábiles, y es 

posible su prorroga si el Tribunal mediante resolución motivada así lo establece 

por un plazo de 15 días más, pero este plazo lo debe solicitar el recurrente183. 

3) Recurso de Apelación por inadmisión: Además de los medios de 

impugnación anteriormente citados existe la posibilidad para el recurrente, de 

interponer un recurso de apelación por inadmisión, esto en caso de que se 

rechace la apelación ad portas.  

El Tribunal Aduanero Nacional, en el voto número 048-2010 de las trece 

horas con cuarenta y cinco minutos del veinticinco de marzo del 2010, se ha 

referido a la procedencia de este recurso en materia aduanera de la siguiente 

manera:  

“En cuanto al extremo de la regulación del recurso de apelación por 

inadmisión, la normativa aduanera resulta omisa al respecto, por lo que se 

debe integrar el ordenamiento jurídico de conformidad con lo estipulado en los 

artículos 208 y 272 de la Ley General de Aduanas, y por consiguiente debe 

recurrirse a las normas de procedimiento establecidas en el Código de 
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 Guía Aduanera de Costa Rica. Primera Edición. Disponible en la página: 
https://www.hacienda.go.cr/NR/rdonlyres/B065E075-132F-42EB-83FC-
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Normas y Procedimientos Tributarios y en el Código Procesal Civil sobre el 

recurso de apelación por inadmisión en los siguientes términos.  

En el Código Tributario encontramos el artículo 157 que a la letra indica: 

“Apelación de Hecho. Denegada una apelación por la Administración Tributaria, 

el interesado puede acudir ante el Tribunal Fiscal Administrativo y apelar de 

hecho. En la sustanciación y trámite de dicha apelación se deben aplicar en lo 

pertinente las disposiciones de los artículos 877 a 882, ambos inclusive, del 

Código de Procedimientos Civiles” 

No obstante lo anterior, recordemos que el Código de Procedimientos 

Civiles se encuentra expresamente derogado de manera que la referencia a 

dicha normativa debe entenderse como hecha al Código Procesal Civil, en 

adelante CPC, y específicamente a sus artículos 583 a 590, ambos inclusive”184.  

En este sentido si procede este recurso en materia aduanera, que aunque 

no esté regulado expresamente en las normas aduaneras, por aplicación 

subsidiaria del CNPT y del CPC, se considera existente también en esta materia. 

En cuanto a los requisitos para interponerlo, según el Tribunal Aduanero 

son:  

 El escrito que formule el recurso debe presentarse ante el superior 

en grado. 

 El recurso debe contener los datos generales del proceso que lo 

identifiquen. 

                                            
184 Voto número 048-2010. Tribunal Aduanero Nacional, San José a las trece horas con cuarenta y cinco 

minutos del veinticinco de marzo del dos mil diez. 
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 Se debe indicar la fecha de la resolución que apela y la fecha en 

que le fue notificada.   

 La consignación de la fecha en que presentó la apelación ante el 

órgano de instancia.  

 Debe aportarse copia literal de la resolución en que se hubiere 

desestimado el recurso, la cual puede hacerse dentro del escrito.  

 Debe indicarse la fecha en que quedó notificada a todas las partes 

la resolución desestimatoria.  

 Debe presentarse la apelación por inadmisión dentro del término de 

tres días de haber sido notificado.  

Este recurso se da en los casos en que no se admite la admisión de la 

apelación  y el recurrente considera que su rechazo no es legal, por lo que 

procede ante el superior para que este resuelva si se debe conocer o no 

dicha apelación. 

1.4.2 El recurso de revocatoria en los procedimientos determinativos de las 

obligaciones tributarias aduaneras. 

Se puede concluir que sí existe el recurso de revocatoria en los procedimientos 

determinativos de las obligaciones tributarias aduaneras. Aunque la Ley General de 

Adunas lo llama recurso de reconsideración, viene a cumplir con las mismas 

características del recurso de revocatoria. Ya que se interpone ante el mismo órgano 

que dictó la resolución determinativa, o el acto de determinación de oficio de los 

tributos aduaneros, sea la misma aduana o la Dirección General de Aduanas.  
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SECCIÓN 2: EL PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN DE OFICIO DE LOS 

TRIBUTOS MUNICIPALES: 

Las municipalidades al percibir  tributos tienen competencias propias de una  

administraciones tributarias, y por consiguiente tienen la potestad de determinar de 

oficio los tributos, en los casos que sea necesario. En la presente sección se estudiarán 

los procedimientos para determinar las obligaciones tributarias municipales y  el 

recurso de revocatoria contra la determinación realizada de oficio. Para efectos 

didácticos se analizará el recurso de revocatoria contra los procedimientos de 

determinación de oficio de los impuestos de patentes municipales y contra la 

determinación del impuesto de bienes inmuebles.  

Antes de entrar propiamente en los procedimientos de determinación y los 

medios de impugnación de los mismos es pertinente hacer referencia alagunas 

generalidades de los medios de impugnación municipales.  

La Constitución Política consagra la facultad de impugnación de los actos 

dictados por las municipalidades en el  Artículo 173 inciso 2) donde establece:  

“Artículo 173: Los acuerdo Municipales podrán ser: (…) 

2)  Recurridos por cualquier interesado. 

 En ambos casos si la Municipalidad no revoca o reforma el acuerdo objetado o 

recurrido, los antecedentes pasarán al Tribunal dependiente del Poder Judicial que 

indique la ley para que resuelva definitivamente185”. 

                                            
185

 Constitución Política de la República de Costa Rica. Op cit. Art.173.  
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De esta forma, se puede entender que los contribuyentes sometidos a una 

determinación de oficio por parte de la municipalidad, tienen derecho a recurrir el acto 

donde se determina el impuesto si no están de acuerdo con dicha determinación.  

2.1. EL PROCEDIMIENTO PARA DETERMINAR EL IMPUESTO DE BIENES 

INMUEBLES.  

2.1.1 Generalidades del impuesto sobre bienes inmuebles: 

Para una mejor compresión del impuesto de bienes inmuebles es preciso iniciar 

con una referencia a la naturaleza de este tributo. La Sala Constitucional se ha 

expresado sobre el tema de la siguiente manera:   

“(…) queda en claro que el impuesto sobre bienes inmuebles es un tributo de 

orden municipal en razón de su destino –únicamente–, pero no lo es en el sentido en 

que lo alega la accionante, precisamente en virtud de su procedimiento de origen o 

promulgación, dado que no nació de la iniciativa de los gobiernos locales, sino del 

ejercicio de la potestad tributaria otorgada a la Asamblea Legislativa, en virtud de lo 

dispuesto en el artículo 121 inciso 13) de la Constitución Política, es decir, que es 

producto de la propia labor legislativa ordinaria. Cabe reiterar que la Asamblea 

Legislativa es soberana, en cuanto al uso del poder tributario, para establecer los 

impuestos que se requieran, sean estos nacionales o municipales”186.  

En este mismo sentido se ha referido la Procuraduría General de la República, al 

impuesto de bienes inmuebles: 

                                            

186
 Sala Constitucional. Voto 1999-05669, de las quince horas con veintiún minutos del veintiuno de julio 

de mil novecientos noventa y nueve. 
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“La Procuraduría General, en anteriores oportunidades, se ha pronunciado sobre 

la naturaleza jurídica de este tributo, señalando en términos generales que el impuesto 

sobre los bienes inmuebles, establecido en la Ley N° 7509 del 9 de mayo de 1995 

(reformada por Ley N°7729 del 15 de  diciembre de 1997) es un tributo  que si bien en 

razón de su origen reviste un carácter nacional –al ser una manifestación del poder 

tributario del Estado-, por disposición expresa del legislador, el sujeto activo del mismo  

son las entidades municipales, las cuales de acuerdo a lo establecido en  el artículo 3 

de la citada Ley, tienen el carácter de administración tributaria, con competencias para 

recaudar, controlar y fiscalizar el cobro de ese tributo”187. 

Se puede extraer de las citas anteriores, que el impuesto de bienes inmuebles 

tiene carácter nacional, ya que es creado por nuestro legislador mediante una ley 

aplicable a todo el territorio de manera uniforme. Pero a su vez es de orden municipal, 

por su destino, ya que son los municipios quienes van a recibir el beneficio de los 

bienes recaudados. Es importante recalcar que la Ley 7509, no es una Ley de origen 

municipal, aunque si es municipal el destino de su recaudación, y en su carácter de 

administración tributaria la municipalidad es quien debe realizar la fiscalización y por lo 

tanto la determinación del impuesto.  

Sobre la constitucionalidad y origen del carácter estatal-municipal de este 

impuesto, se ha referido la Sala Constitucional de la siguiente manera:  

                                            
187 Procuraduría General de la República. Dictamen C-339-2003, del 31 de octubre de 2003.  
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La jurisprudencia lo que ha señalado, claramente, es que existen servicios 

públicos que por su naturaleza, no pueden ser más que municipales y que se 

involucran en la definición que da el artículo 169 de la Constitución Política al señalar 

que «La administración de los intereses y servicios locales de cada cantón, estará a 

cargo del Gobierno Municipal.» Si esos intereses y servicios requieren del pago de 

impuestos y contribuciones de los munícipes de la jurisdicción territorial 

correspondiente, entonces la iniciativa tributaria sólo puede ser municipal, producto de 

la potestad tributaria del gobierno local y es la que se define en la jurisprudencia antes 

comentada. Pero ello no quiere decir que el legislador no pueda dotar a las 

Municipalidades de recursos extraordinarios mediante un impuesto general a 

distribuir, como en el caso del impuesto territorial; mediante un impuesto 

regional, que beneficie un determinado número de gobiernos locales; o bien, 

mediante un impuesto especial que grave determinadas actividades,(…) En este 

caso, el tributo será municipal por su destino, pero su origen es la ley común, por 

tratarse de recursos extraordinarios y beneficiosos para las comunidades. En 

síntesis, la potestad impositiva municipal, que es la que se origina en la creación 

del tributo por el gobierno local para que sea autorizado por la Asamblea 

Legislativa, no obsta para que el legislador pueda, extraordinariamente y por los 

trámites de la ley común, conceder rentas y recursos económicos distintos, de 

carácter nacionales, en cuyo caso, el proyecto de ley respectivo, no deberá 

originarse necesariamente en la iniciativa municipal, aunque los beneficiarios del 

tributo sean los propios gobiernos locales. En este último caso, la recaudación, 
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disposición, administración y liquidación, corresponde a las Municipalidades 

destinatarias de los tributos188. "  

De esta forma la Sala ha aclarado que no es inconstitucional un impuesto 

general, aplicable en todo el país, para dotar a las municipalidades de recursos 

extraordinarios, como lo es el impuesto sobre bienes inmuebles. En este caso el 

impuesto, por su destino, es municipal y los beneficios son para los municipios, pero su 

origen no es local, sino que es Estatal. Esto es posible porque la competencia que 

tienen las municipalidades para la recaudación se origina legalmente, mediante la Lay 

de Impuesto Sobre Bienes Inmuebles, y no por mandato constitucional.  

Así lo ha expresado la Sala Constitucional:  

“En este sentido, es necesario distinguir lo que es el fundamento y contenido de 

la potestad tributaria municipal, que es de origen constitucional (artículos 169 y 170), de 

la base y alcances de la competencia tributaria que tienen las municipalidades en los 

tributos en virtud de la ley, la cual también es de orden constitucional, pero que se 

origina en la potestad tributaria de la Asamblea Legislativa (inciso 13) del artículo 121). 

En el caso en estudio, este tributo, aunque por el destino es municipal, por su origen, 

en cuanto es dado por ley ordinaria por iniciativa del legislador, es nacional, donde la 

competencia municipal es de origen legal y no por disposición constitucional 

alguna”189.  

                                            
188

 Voto 03930-95 de la Sala Constitucional de las quince horas veintisiete minutos del dieciocho de julio 
de mil novecientos noventa y cinco. 
189 Sala Constitucional. Voto 1999-05669. Op cit. 
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Al ser el destino del impuesto, municipal, lo correspondiente a la recaudación, 

liquidación, administración, disposición, fiscalización y determinación, si corresponde a 

los municipios realizarlo. La Ley 7509 en su artículo 3, establece que para este tributo 

las municipalidades tienen carácter de administración tributaria, y por lo tanto tienen las 

potestades para garantizar el cumplimiento de la ley tributaria.  

Teniendo claro la naturaleza de este tributo, es pertinente revisar algunas de las 

características básicas del impuesto para poder comprender de una mejor manera el 

procedimiento. Este impuesto se encuentra regulado en la “Ley del Impuesto Sobre 

Bienes Inmuebles”, y su perspectivo reglamento.  

La Ley encomienda a las municipalidades la labor de recaudar y fiscalizar dicho 

impuesto, para que estas en su función tributaria se encarguen de la administración de 

del impuesto, ya que por su carácter de gobierno local, poseen mayores facilidades 

para poder realizar esta labor de una mejor manera.  

El hecho generador del impuesto es la propiedad o la tenencia de un bien 

inmueble, al primero de enero de cada año190.  

En cuanto a los elementos subjetivo y objetivo de este impuesto, la Ley 

establece que el elemento objetivo está conformado por los terrenos, instalaciones o 

construcciones fijas y permanentes191. Por su parte el elemento subjetivo está 

conformado por el sujeto activo que es la municipalidad del lugar donde se encuentra 

ubicado el inmueble, y el sujeto pasivo que pueden ser, según sea el caso: 

                                            
190

 Reglamento a la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Decreto Nº 27601-H. Artículo 3.  
Publicado en la Gaceta Nº 18 del 27de enero de 1999. Art. 3.  
191

 Ley del impuesto sobre bienes inmuebles. Ley No. 7509. Publicado en la gaceta No. 116 de 19 de 
junio de 1995.Art. 2 
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a) “Los propietarios con título inscrito en el Registro Público de la 

Propiedad. 

b) Los propietarios de finca, que no estén inscritos en el Registro 

Público de la Propiedad. 

c) Los concesionarios, los permisionarios o los ocupantes de la franja 

fronteriza o de la zona marítimo terrestre, pero solo respecto de las instalaciones 

o las construcciones fijas mencionadas en el artículo 2 de la presente Ley, pues, 

para el terreno, regirá el canon municipal correspondiente. 

d) Los ocupantes o los poseedores con título, inscribible o no 

inscribible en el Registro Público, con más de un año y que se encuentren en las 

siguientes condiciones: poseedores, empresarios agrícolas, usufructuarios, 

aparceros rurales, esquilmos, prestatarios gratuitos de tierras y ocupantes en 

precario. En el último caso, el propietario o el poseedor original del inmueble 

podrá solicitar, a la Municipalidad que la obligación tributaria se le traslade al 

actual poseedor, a partir del período fiscal siguiente al de su solicitud, mediante 

procedimiento que establecerá el Reglamento de esta Ley. 

e) Los parceleros del IDA, después del quinto año y si el valor de la 

parcela es superior al monto fijado en el inciso f) del artículo 4 de esta Ley”192. 

En caso de que exista conflicto sobre quién es el sujeto pasivo de la obligación 

tributaria, se tiene como tal aquel que conserve el usufructo del inmueble. Y en caso de 

                                            
192

 Ley del impuesto sobre bienes inmuebles. Op cit. Art. 6. 



132 
 

que la propiedad pertenezca a varias personas, cada codueño pagará una parte del 

impuesto la cual será proporcional a su derecho sobre el inmueble193.  

2.1.2 Procedimiento para determinar el valor de los bienes inmuebles: 

El procedimiento que se verá a continuación aunque no es propiamente para 

determinar de oficio el monto del impuesto a pagar, si está relacionado directamente 

con la determinación tributaria ya que es mediante este proceso que se determina la 

base imponible,  la cual consiste en el valor del inmueble, y es a este valor que se le 

aplica la tarifa del 0.25% para obtener el monto a pagar por la obligación.194  

Es por esto que el procedimiento para determinar de oficio el valor del inmueble 

(base imponible) es el que se tomará como procedimiento determinativo, ya que por las 

características propias de este impuesto, el valor del inmueble es la variante y no la 

tarifa aplicable, la cual está establecida por ley.  

Para calcular la base imponible de este impuesto, se toma el valor del inmueble 

que se registra en la Administración Tributaria y se le aplica la tarifa195. Es por esto que 

para efectos tributarios, todos los inmuebles se deben valorar. Se debe realizar una 

valoración general de todos los inmuebles del cantón por lo menos una vez cada 5 

años, en cada municipalidad196.  

Estas valoraciones se hacen mediante la realización de avalúos, los cuales 

deben ser realizador por las mismas municipalidades, sirviéndose de personas 

profesionales en la actividad.  

                                            
193

 Ley del impuesto sobre bienes inmuebles. Op cit. Art 7. 
194

 Reglamento a la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Decreto Nº 27601-H. Artículo 3.  
Publicado en la Gaceta Nº 18 del 27de enero de 1999. Art. 38  
195

 Ley del impuesto sobre bienes inmuebles. Op cit. Art 9.  
196

 Ley del impuesto sobre bienes inmuebles. Op cit.Art 10.  
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Lo sujetos pasivos deben declarar por lo menos cada 2 años, el valor de sus 

bienes inmuebles a la municipalidad donde están ubicados. Esta valoración que 

realizan los sujetos puede ser corregida por la municipalidad mediante un avalúo197. 

El Reglamento a la Ley del impuesto sobre bienes inmuebles, establece en su 

artículo 28 que: “La Administración Tributaria verificará los valores de todos los 

bienes declarados, y en virtud de ello, tendrá la facultad de aceptarlos u objetarlos, 

dentro del período fiscal siguiente al de su presentación. El valor declarado por el 

contribuyente se constituirá en la base imponible del impuesto, si no es objetado por la 

Administración dentro del lapso señalado.  

De objetarse el valor declarado, la base imponible para el cálculo del impuesto 

será el valor registrado anterior, hasta la firmeza de la resolución de la modificación y la 

municipalidad lo notificará conforme al procedimiento establecido en los artículos 16 de 

la Ley y el artículo 32 del presente reglamento”198. 

En este sentido la municipalidad tiene la potestad de verificar que el monto del 

inmueble declarado por el sujeto pasivo conicidad con la realidad del inmueble. Por lo 

que puede realizar un procedimiento para determinar si lo declarado es correcto o no.  

El sujeto pasivo puede gestionar por escrito una rectificación voluntaria, a las 

declaraciones que fueron objetadas por la municipalidad, sea por razones de 

oportunidad o conveniencia, siempre que sea antes de proceder a una modificación 

administrativa. Para esto se le otorga un plazo de 10 días, para que se apersone y 

rectifique los valores de los bienes inmuebles declarador. Si el contribuyente no se 

                                            
197

 Ley del impuesto sobre bienes inmuebles. Op cit. Art 14. 
198

 Reglamento a la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Op Cit.Art 28.  
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apersona se realiza la modificación administrativa mediante la valoración del inmueble. 

Si la rectificación es voluntaria, y se acepta por la municipalidad, se toma el valor 

declarado como base imponible.199  

Es esencial tener en cuenta que en caso de que la municipalidad realice una 

valoración individualizada y unilateral, se debe dar traslado al interesado mediante una 

notificación. Dicha notificación debe contener el detalle, las características del inmueble 

y los elementos que sirvieron como base para el avalúo.  

Si el sujeto pasivo no realiza la declaración del bien inmueble, la municipalidad 

puede efectuar de oficio una valoración general de todos los bienes sin declarar del 

cantón200. 

Es importante aclarar que para todo lo que no esté previsto por la Ley del 

impuesto sobre bienes inmuebles y su reglamento, se aplica supletoriamente, el CNPT, 

el Código Municipal y la Ley de Notificaciones, citaciones y otras comunicaciones 

oficiales.201 

2.2. EL RECURSO DE REVOCATORIA CONTRA LA DETERMINACIÓN DE 

OFICIO DEL IMPUESTO DE BIENES INMUEBLES.  

2.2.1 Sobre los medios de impugnación del avalúo: 

Una vez realizado el avalúo (sea particular o general), se comunica al sujeto 

pasivo. Si no está de acuerdo con el valor que se le asignó a su inmueble,  puede en el 

plazo de 15 días, presentar el recurso de revocatoria ante la oficina de valoraciones 

                                            
199

 Reglamento a la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Op cit. Art 29. 
200

 Ley del impuesto sobre bienes inmuebles. Op cit. Art 14. 
201

 Reglamento a la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Op cit. Art 51 
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respectiva. La cual tiene un plazo para resolver de 15 días hábiles. Si el recurso se 

declara sin lugar, el recurrente puede presentar el recurso de apelación ante el Consejo 

Municipal, dentro de los 15 días siguientes a la notificación.  

Esta resolución del consejo puede ser impugnada mediante el recurso de 

apelación ante el Tribunal Fiscal Administrativo, en el plazo de 15 días. Este es un  

recurso jerárquico impropio, ya que es el Tribunal Fiscal quien lo resuelve. El recurso 

se debe presentar ante el consejo y este se limita a aceptar si es procedente o no.  

Si se declara improcedente por parte del concejo, se puede interponer el recurso 

de apelación por inadmisión. Este recurso se interpone ante el mismo Tribunal Fiscal 

Administrativo, para ver si lo admite o lo rechaza.202
   

En caso de que el concejo decida que si procede, en la resolución que admite el 

recurso también emplaza a las partes para que se apersonen y presenten sus alegatos 

y ordena el envío del expediente al Tribunal.  

Una vez interpuesto el recurso el Tribunal debe resolver en un plazo máximo de 

4 meses. Mientras no se haya pronunciado el Tribunal, se aplicará el avalúo anterior y 

se cobrará el impuesto. Es importante tomar en cuenta que esta última resolución va a 

agotar la vía administrativa, esto es importante porque en materia municipal se debe 

agotar la vía administrativa para poder recurrir al Tribunal Contenciosos 

Administrativo203.  

                                            
202

 Reglamento a la Ley de Impuesto sobre Bienes Inmuebles. Decreto Nº 27601-H. Artículo 3.  
Publicado en la Gaceta Nº 18 del 27de enero de 1999. Art 35.  
203

 Ley del impuesto sobre bienes inmuebles. Op cit. Art 14. 
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2.2.2 El recurso de revocatoria contra la resolución de determinación del valor 

del inmueble: 

Como se vio anteriormente, es procedente un recurso de revocatoria contra la 

decisión final de la oficina de valoraciones el cual debe ser presentado ante la misma 

oficina que dicta el valor del inmueble (base imponible), para intentar revocar el acto 

final.   

Este recurso tiene un plazo de 15 días para interponerse y un término igual para 

ser resuelto.  

Es por esto que aunque no es la determinación del tributo si se toma este 

procedimiento como determinativo, ya que es donde se determina la base imponible, se 

puede afirmar que existe un recurso de revocatoria en los procedimientos 

determinativos del tributo de bienes inmuebles, el cual debe realizarlo las 

municipalidades.  

2.3. EL PROCEDIMIENTO PARA DETERMINAR EL IMPUESTO DE 

PATETENTES MUNICIPALES. 

2.3.1Generalidades sobre patentes municipales  

Para poder entender el procedimiento de determinación de oficio de las patentes 

municipales es pertinente tener claro en qué consiste una patente. Las patentes han 

sido definidas de diferentes maneras por la ley, la doctrina y la jurisprudencia. 

Seguidamente se verán las diferentes acepciones que se le ha dado a las patentes 

municipales.  
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El Código Municipal en su artículo 79 hace referencia al impuesto de patentes 

municipales: “ARTÍCULO 79.- Para ejercer cualquier actividad lucrativa, los interesados 

deberán contar con licencia municipal respectiva, la cual se obtendrá mediante el pago 

de un impuesto. Dicho impuesto se pagará durante todo el tiempo en que se haya 

ejercido la actividad lucrativa o por el tiempo que se haya poseído la licencia, aunque la 

actividad no se haya realizado”204. 

Dicho artículo no solo da la definición de patente municipal como impuesto a la 

actividad lucrativa, sino que también establece el hecho generador del tributo. Este 

hecho generador consiste en la posesión de una licencia para ejercer cualquier 

actividad lucrativa. Siendo la licencia un elemento importante en el hecho generador es 

pertinente hacer referencia a lo que esta consiste y la diferencia que existe entre la 

patente y la licencia.    

La patente es diferente a la Licencia. La licencia es “la autorización que debe dar 

la municipalidad para que se pueda ejercer la actividad lucrativa, mientras que la 

patente es el cobro del impuesto que existe al respecto”205. Es importante hacer 

referencia a esto, ya que se podrían presentar confusiones entre ambos conceptos que 

en realidad son diferentes.  

                                            
204

 Código Municipal. Ley N° 7794.  Publicado en el diario oficial la gaceta Nº 94 del 18 de mayo de 1998. 
Artículo 79.  
205

 Solano (M). Op. cit. P. 56. 

http://163.178.101.228/cgi-olib?infile=authsecsearch.glu&nh=20&calling_page=details.glu&key=75216
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La Procuraduría General de la República ha dicho que las patentes municipales 

son un impuesto que recae sobre las actividades lucrativas realizadas en una 

determinada circunscripción, del cual deriva la potestad tributaria que ostentan las 

entidades municipales como una manifestación propia de la autonomía municipal, 

consagrada en el artículo 170 de la Constitución Política. Tal tributo tiene como 

finalidad sufragar el costo de los servicios públicos realizados por la municipalidad en 

beneficio de la comunidad.206   

Asimismo el concepto de patente ha tenido varias definiciones doctrinariamente. 

Se ha dicho que es un “documento expedido por la autoridad pública, que contiene 

autorización para ejercer alguna función, actividad o derecho”207.Otra forma en que se 

ha definido patente municipal en la doctrina es: “Licencia o autorización concedida por 

la municipalidad al particular interesado, para el ejercicio de actividades lucrativas 

gravables y que pueden ser industriales, comerciales, de servicios o de cualquier otro 

tipo permitidas, una vez satisfecho los requisitos legales208. Por lo tanto las patentes 

son impuestos generales sobre las actividades comerciales e industriales, pero no tiene 

                                            
206

 Procuraduría General de la República. Dictamen 438 del 15 de Diciembre del año 2008. 
207

 Lobo (M). Las licencias municipales (patentes) para actividades lucrativas y licores, como parte de los 
tributos municipales. San José. Tesis para optar por licenciatura en derecho, Universidad de Costa Rica. 
Facultad de Derecho. 1982. p. 19. 
208

 Lobo (M). Op. cit. p. 21. 
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cobertura nacional, sino que está limitado a la jurisdicción territorial de la municipalidad 

correspondiente209.  

Además, el concepto de patente ha sido definido jurisprudencialmente por la 

Sala Constitucional, quien ha dicho que “es el que paga toda persona que se dedica al 

ejercicio de cualquier actividad lucrativa (…) En doctrina se llama patente o impuesto a 

la actividad lucrativa, a que gravan los negocios sobre la base de caracteres externos 

más o menos fáciles de determinar, sin que exista un sistema único al respecto. Por el 

contrario, los sistemas de imposición de este tributo son de lo más variado, pero sí 

tienen ciertas características que les son comunes.”210  En otras palabras la patente 

municipal es un impuesto a la actividad lucrativa cuyo cobro varía según la 

municipalidad que lo aplique, ya que se utilizan diferentes sistemas determinativos del 

tributo según se adapta mejor a las características de la municipalidad que lo recaude.  

En cuanto a su cobro las patentes, al ser un impuesto de carácter local, cada 

municipalidad tiene su propia ley especial de patentes. “Los sistemas de determinación 

varían según el sistema de cálculo de base imponible que utilice, además del tipo de 

                                            
209

 Solano (M). Las patentes municipales en Costa Rica. San José. Tesis para optar por Licenciatura en 
economía, Universidad de Costa Rica. Facultad de Ciencias Económicas.  1981. p. 34. 
210

 Resolución  5749-93, Sala Constitucional, San José, de las 14:33 horas. del 9 de noviembre de 1993. 

http://163.178.101.228/cgi-olib?infile=authsecsearch.glu&nh=20&calling_page=details.glu&key=75216
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determinación que se maneje”211. Igualmente cada municipalidad tiene su reglamento 

para el procedimiento de cobro judicial y extrajudicial. 

2.3.2 Procedimiento de determinación de oficio del impuesto de patentes 

municipales:  

Las municipalidades tienen cada una su propia ley sobre patentes. Por lo que se 

tomarán algunas municipalidades como muestra, para poder tener un mejor panorama 

de los procesos que sigue cada al momento de determinar de oficio el impuesto de 

patentes.  Aclarado que muchas de las leyes sobre patentes municipales son similares, 

incluso hay idénticas, por lo que se intentará abarcar las que presentar normas 

diferentes.  

 Municipalidad de San José: 

Generalidades sobre el impuesto de patentes en la municipalidad de San José:  

Los elementos o factores que determinan la imposición del impuesto de patentes 

en esta municipalidad son las ventas (una vez deducido el impuesto sobre las ventas) o 

los ingresos brutos, que perciban las personas físicas o jurídicas afectas al impuesto, 

durante el ejercicio económico anterior al período que se grava.212. 

Los contribuyentes deben presentar antes del 15 de enero, ante la 

Municipalidad, una declaración jurada. En este formulario se indica el monto de las 

ventas o ingresos brutos,  y a la vez el monto del impuesto de patentes que 

                                            
211 Quesada (C). Hacia una propuesta integradora de la normativa procedimental y procesal de 

recaudación de tributos municipales: una propuesta de ley. San José.  Tesis para optar por licenciatura 
en derecho. Universidad de Costa Rica. Facultad de Derecho. p. 374.  
212

Ley de Impuestos municipales de  San José. Ley 5694. Publicado en La Gaceta del día 3 de julio del 

año 1973. Art. 5. 

http://163.178.101.228/cgi-olib?infile=authsecsearch.glu&nh=20&calling_page=details.glu&key=1656419
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corresponde pagar por trimestre durante el siguiente período anual.213 Este impuesto 

es autodeterminativo, ya que es el mismo contribuyente quien debe presentar la 

declaración jurada con el monto del impuesto a cancelar.  

Para el cálculo de este impuesto, el contribuyente, debe tomar en cuenta la renta 

líquida gravable y las ventas o los ingresos brutos anuales. Se aplica el 0,25% para el 

primer año; el 0,30% durante el segundo año y el 0,35%, a partir del tercer año, sobre 

las ventas o ingresos brutos. La suma resultante se divide entre 4 para determinar el 

impuesto trimestral por pagar214. En cuanto a la forma de pago de este impuesto, se 

debe cancelar por trimestres adelantados215. 

Procedimiento de determinación de oficio del impuesto de patentes 

municipales en la Municipalidad de San José.  

El impuesto de patentes en la Municipalidad de San José se determina de 3 

maneras según sea el caso: autodeterminación, determinación de oficio o por 

disposición expresa de la Ley. 

a) Autodeterminación:  

Se realiza mediante declaración jurada del contribuyente. Como se vio 

anteriormente es el mismo contribuyente quien debe indicar el monto trimestral del 

impuesto a pagar. Los formularios para la declaración son suministrados por la misma 

Municipalidad, quien los remite a los patentados en el mes de setiembre de cada año.  

                                            
213

Ley de Impuestos municipales de  San José. Op cit. Art. 7. 
214

Ley de Impuestos municipales de  San José. Op cit Art. 14. 
215

 Reglamento de Patentes Municipales del Cantón Central de San José, publicado en La Gaceta del día 
10 de febrero de 1977.Art.  
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Los contribuyentes deben presentar esta declaración entre el 1 de Octubre y el 

20 de noviembre de cada año216.  

En cuanto a los formularios, estos están conformados por dos partes, la prima 

con información general necesaria para le determinación del impuesto, y la segunda 

con información específica donde se indique el monto del impuesto. La parte general 

de dicho formulario se remite a la DGT y la parte específica se envía a la sección de 

patentes de la Municipalidad.217 

La declaración se fundamenta en la declaración del impuesto sobre la renta que 

presenta el patentado ante la DGT.  La Municipalidad tiene la potestad de verificar ante 

la Dirección General de Tributación Directa los datos suministrados por el patentado.  

b) Determinación de oficio: Se realiza mediante imposición directa 

de la Municipalidad.  

 La determinación de oficio se da cuando la Sección de Patentes determine que 

el impuesto que debe pagar el patentado es diferente al declarado. De esta forma inicia 

con los trámites de recalificación del valor del impuesto.  

Los casos en los cuales procede esta determinación son:  

a) Cuando sea ordenado de oficio por la Dirección General de Tributación 

Directa: Esto se puede dar por ejemplo cuando la DTG  hiciere alguna recalificación en 

el impuesto sobre la renta, ya que cuando esto sucede debe comunicarlo de oficio a la 

Municipalidad.   

                                            
216

 Reglamento de Patentes Municipales del Cantón Central de San José. Op cit Art. . 28. 
217

 Reglamento de Patentes Municipales del Cantón Central de San José, Op cit. Art. 29  
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b) Cuando la Municipalidad verifique ante la Dirección General de Tributación 

Directa la exactitud de los datos suministrados por el patentado;  

c) Cuando la Municipalidad determine que han variado las condiciones en las 

cuales fundamentó su criterio de imposición218. 

En caso de que no se haya realizado la  autodeterminación, y el patentado no 

presenta la declaración jurada dentro del plazo establecido, la  Municipalidad le aplicará 

la calificación del año anterior, salvo en el caso de que el Departamento de Patentes 

determine la necesidad de recalificar la respectiva patente219. 

Impugnación de la determinación de oficio del impuesto de patentes en la 

Municipalidad de San José: 

Las resoluciones de la Municipalidad donde se haya recalificado  o calificado el  

impuesto, es decir donde se determine por parte de la misma Municipalidad el monto 

del impuesto, tienen los recursos de revocatoria y apelación para ante el Ejecutivo 

Municipal. Estos recursos pueden fundamentarse en motivos de legalidad u 

oportunidad y no tienen efecto suspensivo220.  

El recurso de revocatoria se presenta ante la Sección de Patentes. Si se rechaza 

este recurso y se interpuso la apelación, la Sección de Patentes debe llevar el 

                                            
218

 Reglamento de Patentes Municipales del Cantón Central de San José. Op cit. Art.10.  
219

Reglamento de Patentes Municipales del Cantón Central de San José. Op cit. Art 25. 
220

Reglamento de Patentes Municipales del Cantón Central de San José, publicado en La Gaceta del día 
10 de febrero de 1977.Art. 44. 
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expediente al Concejo Municipal que deberá pronunciarse en el término de 30 días 

hábiles221. 

Si se niega la apelación o transcurre el plazo de 30 días sin que la municipalidad 

se pronuncie se tiene por agotada la vía administrativa, para poder llevar el caso a la 

vía Contencioso Administrativa.  

El recurso de revocatoria contra la determinación de oficio del impuesto de 

patentes en la municipalidad de San José  

Se puede concluir que es procedente el  recurso de revocatoria contra la 

determinación de oficio del impuesto sobre patentes municipales en la Municipalidad de 

San José. Este recurso está contemplado por la Ley de patentes y su reglamento. 

Dicho recurso se interpone ante la sección de patentes ya que es el órgano encargado 

de determinar el impuesto.  

 Municipalidad de Tarrazú: 

Generalidades del impuesto de patentes en la Municipalidad de Tarrazú 

El impuesto de patente en la municipalidad de Tarrazú, se determina con los 

ingresos brutos anuales, producto de la actividad realizada. Se aplica el  2 por mil (¢2 x 

¢1000) sobre los ingresos brutos. Para determinar el impuesto trimestral se divide la 

suma resultante entre 4222.  

La declaración jurada se debe presentar antes del 5 de diciembre, y los 

patentados que sean declarantes del impuesto sobre la renta, deben presentar una 

                                            
221

Reglamento de Patentes Municipales del Cantón Central de San José, publicado en La Gaceta del día 

10 de febrero de 1977. Art. 45. 
222

 Ley de patentes de la municipalidad de Tarrazú. Del 14 de marzo de 1996. Art. 4  
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copia sellada por la DGT de la declaración de renta. Si el patentado no es declarante 

del impuesto sobre la renta debe presentar una fotocopia del último recibo del pago de 

planilla de la Caja Costarricense de Seguro social o una constancia sobre el total de los 

salarios declarados o en su defecto una nota que explica porque esta eximido de 

cotizar a la Caja223. 

En caso de que la Municipalidad dude de la declaración jurada, puede exigir a 

las personas una certificación sobre el volumen de los ingresos brutos, extendida por 

un contador público autorizado. Y en caso de que  encuentra que efectivamente existen 

inexactitudes,  de oficio, podrá determinar el impuesto. 

Determinación de oficio del impuesto de patentes en la Municipalidad de 

Tarrazú.  

La municipalidad está facultada para determinar de oficio el impuesto de 

patentes en los siguientes casos:  

a) Revisada la declaración se comprueba la existencia de 

intenciones defraudadoras.  

b) No ha presentado declaración jurada. 

c) No aporte copia de declaración presentada a la DGT o en su 

defecto el recibo de pago de la Caja Costarricense de seguro social.  

d) Cuando la actividad recién se establece, y no puede 

sujetarse al procedimiento impositivo ya previsto, la Municipalidad puede 

realizar estimación tomando como parámetro otros negocios similares, esta 

                                            
223

 Ley de patentes de la municipalidad de Tarrazú. Op cit. Art.  5,6,7.  
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estimación es provisional y se modifica con la primera declaración que 

presente el patentado.224 

Cuando la municipalidad realice una recalificación debe notificar al 

contribuyente, para que este conozca las observaciones y cargos que se le 

atribuyen225.  

Impugnación de la determinación del impuesto de patentes municipales en la 

Municipalidad de Tarrazú.  

Dentro de los 5 días siguientes a la notificación de la determinación, el sujeto 

pasivo puede impugnar la determinación. La impugnación debe ser por escrito y ante el 

concejo. En la impugnación debe indicar los hechos y normas legales en que 

fundamenta su reclamo y los alegatos que considere pertinentes para su defensa, 

además se deben aportar las pruebas respectivas.  

Si presenta la impugnación el Concejo debe resolver dentro de 5 días,  si no 

resuelve en este plazo no puede cobrar las multas e intereses correspondientes, ya 

que aunque haya oposición puede igualmente cobrar estos montos. La resolución que 

dicte el concejo no tiene recurso de revocatoria ni apelación, por lo que queda agotada 

la vía administrativa, y el interesado puede establecer las demandas correspondientes 

ante la autoridad judicial226. 

                                            
224

 Ley de patentes de la municipalidad de Tarrazú. Op cit. Art. 9.  
225

 Ley de patentes de la municipalidad de Tarrazú. Op cit. Art 10.  
226

 Ley de patentes de la municipalidad de Tarrazú. Op cit. Art 12.  
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Recurso de Revocatoria contra la determinación del impuesto de patentes en la 

municipalidad de Tarrazú. 

No existe según la ley de patentes de la Municipalidad de Tarrazú un recurso de 

revocatoria contra la determinación del impuesto de patentes, ya que al hablar de 

impugnación hacer referencia al recurso de apelación, porque este se interpone ante el 

Consejo, en ningún momento se habla de un recurso que se pueda interponer ante el 

mismo órgano que dictó el acto de determinación.  

Sin embargo no se prohíbe expresamente la interposición del recurso de 

revocatoria,  por lo que puede aplicarse supletoriamente el  Código Municipal, donde se 

establece claramente en el  artículo 154 el recurso de revocatoria:    

“Artículo 154. — Cualquier acuerdo municipal estará sujeto a los recursos 

de revocatoria y de apelación, excepto: 

 a) Los que no hayan sido aprobados definitivamente. 

 b) Los de mero trámite de ejecución, confirmación o ratificación de otros 

anteriores y los consentidos expresa o implícitamente. 

 c) Los reglamentarios. 

 d) Los que aprueben presupuestos, sus modificaciones y adiciones. 

e) Los sometidos a los procedimientos especiales dispuestos en los artículos 

82, 83, 89 y 90 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso 

Administrativa, No. 3667, de 12 de marzo de 1966”227. 

Dado que la resolución determinativa de la sección de patentes no se encuentra 

dentro de las excepciones de dicho artículo, podemos concluir que en aplicación 

                                            
227

 Código Municipal. Del 30 de abril de 1998. Art. 154 
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supletoria del Código Municipal, es procedente el recurso de revocatoria contra la 

resolución de recalificación del impuesto sobre patentes de la municipalidad de 

Tarrazú.  

 Municipalidad de Alajuela:  

Generalidades del impuesto de patentes en la Municipalidad de Alajuela. 

La tarifa del impuesto sobre patentes de la Municipalidad de Alajuela  es de 

0.15% sobre los ingresos brutos, el resultado se divide entre cuatro para determinar el 

impuesto trimestral por pagar. Si el contribuyente paga el impuesto total dentro de los 3 

meses (es decir no lo hace por tractos, sino que paga todo de una vez), se le aplica un 

10% de descuento228.  

Igualmente en la municipalidad de Alajuela el contribuyente debe presentar la 

declaración jurada antes del 15 de enero. En caso de duda sobre la información 

suministrada en el formulario, la Municipalidad puede solicitar al contribuyente la 

presentación de la declaración de la renta del período respectivo229.  

La Determinación de oficio del impuesto de patentes en la Municipalidad de 

Alajuela: 

La determinación de oficio procede en los siguientes casos: 

 Cuando no se presente la declaración jurada en el plazo 

correspondiente se puede realizar la determinación de oficio.  Esta 

determinación se debe hacer en un terminó de  70 días posteriores al 

                                            
228

 Ley de Patente de la Municipalidad de Alajuela. Del 02 de abril del 2002. Art. 7.  
229

 Ley de Patentes de la Municipalidad de Alajuela. Op cit. Art. 8.  
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vencimiento del plazo para entregar la declaración, si no se realiza en este plazo 

se cobrará lo mismo que el año anterior230.  

 Cuando la municipalidad verifica ante la DGT la exactitud de los 

datos suministrados por el patentado y comprueba que hay alteraciones procede 

la determinación de oficio231.  

 Cuando exista una determinación de oficio por parte de la DGT y 

modifique los ingresos brutos, debe comunicarlo a la Municipalidad para que 

esta recalifique el impuesto de patentes.  

En caso de que se proceda a una determinación de oficio, se debe notificar al  

contribuyente en su establecimiento. En dicha notificación debe ir el trasladado de los 

cargos y observaciones, y las infracciones que se estime que ha cometido. Se 

indicarán, además, los recursos puede interponer contra el acto de determinación o 

recalificación. 

Impugnación de la determinación de oficio del impuesto sobre patentes en la 

municipalidad de Alajuela.  

El artículo 17 de la Ley del impuesto de Patentes de la Municipalidad de Alajuela 

establece los recursos procedentes contra la determinación de oficio:  

“ARTÍCULO 17.Recursos. 

                                            
230

 Ley de Patentes de la Municipalidad de Alajuela. Op cit.Art.12. 
231

 Ley de Patentes de la Municipalidad de Alajuela. Op cit. Art.13 
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Dentro de los ocho días hábiles siguientes a la notificación, el contribuyente o su 

responsable legal podrán impugnar por escrito ante el Concejo, las observaciones o los 

cargos. En este caso, deberá indicar los hechos y las normas legales que fundamentan 

su reclamo y alegar las defensas que considere pertinentes proporcionando y 

ofreciendo las pruebas respectivas. 

Si dentro del plazo señalado no se presenta ninguna oposición, la resolución 

quedará en firme. Las multas y los recargos empezarán a correr a partir de la firmeza 

de la resolución del tributo232”. 

En este sentido el sujeto pasivo sometido a una recalificación o determinación 

puede impugnar el acto final en los siguientes 8 días. Esta apelación se debe hacer por 

escrito ante el Consejo Municipal, debe indicar los  hechos y el derecho en que basa su 

oposición, y aportar las pruebas pertinentes.  

Recurso de revocatoria contra la determinación de oficio del impuesto sobre 

patentes en la Municipalidad de Alajuela. 

En el artículo citado anteriormente no se hace referencia al recurso de 

revocatoria, ya que el que se establece es el recurso de apelación ante el concejo, y no 

se índica si procede o no el  recurso de revocatoria ante la misma oficina de patentes.  

Sin embargo no se prohíbe expresamente la interposición del recurso de 

revocatoria por lo que se puede aplicar subsidiariamente el Código Municipal (al igual 

que se vio en el caso de la Municipalidad de Tarrazú). Es por esto que se puede 

afirmar que es procedente el recurso de revocatoria.   

                                            
232

 Ley del impuesto sobre patentes municipales de la Municipalidad de Alajuela. Op cit .Art. 17.  
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 Municipalidad de Heredia: 

Generalidades del impuesto de patentes en la Municipalidad de Heredia 

El impuesto de patentes en la Municipalidad de Heredia se calcula sobre los 

ingresos brutos producto de la actividad realizada, y se aplica una tasa de 0,15% para 

el año 2012, 0,20% para el año 2013 y 0,25% para los siguientes años233. 

En caso de que el contribuyente esté sujeto al régimen simplificado, se aplica la 

tasa de 0,3% del valor de las compras anuales, y se tomará como parámetro la 

declaración de impuesto presentada en Tributación, por lo que se debe adjuntar una 

copia al Municipio234. 

Determinación de oficio del impuesto de patentes municipales en la 

Municipalidad de Heredia 

Los presupuestos con los cuales la Municipalidad de Heredia puede determinar 

de oficio el impuesto de patentes municipales son:  

a) “Revisada la declaración municipal se determine que los datos 

consignados tienen errores que modifican el monto del tributo por pagar, en 

contra de la Municipalidad o montos no acordes con la realidad, que podrán 

determinarse según los siguientes parámetros: 

1.- La analogía con otros negocios semejantes cuyos registros tenga la 

Municipalidad.  

                                            
233

Impuestos Municipales del Cantón Central de Heredia. Ley 9023. Publicada en La Gaceta Nº 25. Art. 

15. 
234

Impuestos Municipales del Cantón Central de Heredia. Op cit. Art. 16. 
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2.- Solicitud a los proveedores y terceros relacionados con el negocio, en 

aplicación del artículo 112 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, 

de información sobre el volumen total de las ventas anuales. Es deber de estos 

brindarle esa información a la Municipalidad, la cual también podrá solicitar 

información a la Dirección General de Tributación.  

3.- Análisis del comportamiento económico de la empresa durante los 

cinco años anteriores, de acuerdo con el porcentaje anual de crecimiento.  

4.- Aplicación de los artículos 116, siguientes y concordantes del Código 

de Normas y Procedimientos Tributarios.  

b) No haya presentado la declaración de patente municipal. En este 

caso le aplicará el monto de la patente del año anterior, más un treinta por ciento 

(30%) anual. No obstante, de forma posterior la Municipalidad podrá realizar una 

recalificación de conformidad con el inciso a) del presente artículo, verificación 

realizada por el Municipio ante la Dirección General de Tributación, de los 

ingresos brutos reportados.  

c) En caso de duda razonable expresa, como se indica en los 

artículos 10 y 11, los documentos requeridos sirven de base para determinar el 

tributo y, de no aportarse, la Municipalidad establecerá el tributo con los 

elementos a su alcance y su fijación constituirá una presunción que admite 

prueba en contrario.  

d) Haya aportado una copia alterada de la declaración presentada 

ante la Dirección General de Tributación.  
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e) La Dirección General de Tributación haya recalificado los ingresos 

brutos declarados ante esa Dirección. El tributo se establecerá con base en 

dicha recalificación; para ello, Tributación deberá comunicarlo de oficio a la 

Municipalidad.  

f) Se trate de una actividad recién iniciada y sujeta al procedimiento 

previsto en el artículo 11 de esta ley.  

g) Se trate de otros casos no contemplados en esta ley.  

La certificación de la contaduría municipal, en donde se indique la diferencia 

adeudada por el patentado en virtud de la recalificación, constituirá título ejecutivo para 

efectos de su cobro235. 

Una vez realizada la determinación se debe notificar al patentado el resultado. 

En esta notificación se le hace el traslado de cargos y observaciones. Es importante 

tomar en cuenta que en esta misma notificación se le debe indicar los recursos que 

puede interponer, el órgano ante el cual lo debe presentar y el plazo para 

interponerlo236.   

Impugnación del acto final de determinación de oficio de la Municipalidad de 

San José  

En contra de las resoluciones que dicte el Departamento de Rentas y Cobranzas 

(órgano encargado de expedir las licencias, cobrar el impuesto de patentes y 

determinar el impuesto) se pueden interponer los recursos de revocatoria y apelación, y 

se tiene un plazo de 5 días para interponerlo.  

                                            
235

Impuestos Municipales del Cantón Central de Heredia. Op cit. Art.  22. 
236

Impuestos Municipales del Cantón Central de Heredia. Op cit. Art. 17. 
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Contra las resoluciones que dicte el Concejo Municipal procederá recurso 

ordinario de revocatoria con apelación ante el Tribunal Contencioso- Administrativo, 

dentro del plazo de cinco días hábiles237. 

Recurso de revocatoria contra la resolución determinativa de las patentes de la 

Municipalidad de Heredia.  

La Ley de Impuestos de la Municipalidad de Heredia sí establece la procedencia 

del recurso de revocatoria contra la determinación de oficio de las obligaciones 

tributarias. El recurso se debe interponer en el plazo de 5 días,  ante el  Departamento 

de Rentas y Cobranzas, quien es el encargado de realizar la determinación de oficio. X 

Como se puede apreciar la Ley de Impuestos de la Municipalidad de Heredia, es 

más completa en cuanto a la determinación de oficio y el recurso de revocatoria, que 

otras leyes de diferentes municipalidades, esto se debe a que esta ley es más reciente, 

y refleja una mejor técnica legislativa.  

 Municipalidad de Sarapiquí: 

Generalidades de impuesto de patentes en la Municipalidad de Sarapiquí 

Para determinar el impuesto de patentes en la Municipalidad de Sarapiquí se 

aplica el 1,2 por 1000 sobre los ingresos brutos y se divide entre 4 para determinar el 

pago trimestral238.  

                                            
237

Impuestos Municipales del Cantón Central de Heredia. Ley 9023. Publicada en La Gaceta Nº 25. Art. 

23 
238

 Ley de Impuestos de la Municipalidad de Sarapiquí. Del 15 de diciembre de 1992. Art. 4.  
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La declaración jurada se debe presentar antes del 5 de diciembre, junto con la 

declaración sellada del impuesto sobre la renta presentada a la DGT o en su defecto el 

documento respectivo de la CCSS.  

Procedimiento de determinación de oficio de las patentes municipales en la 

Municipalidad de Sarapiquí. 

La Municipalidad está facultada para determinar de oficio el impuesto de 

patentes municipales, en los siguientes supuestos: 

a) Que su declaración municipal, revisada lleve a presumir que 

existen intenciones de defraudación. 

b)  Que no hubiera presentado la declaración jurada municipal. 

c) Que, aunque hubiera presentado la declaración jurada municipal, 

no hubiera aportado la copia de la declaración de renta o el documento 

respectivo de la CCSS. 

d) Que hubieran sido recalificados por la Dirección General de la 

Tributación Directa, los ingresos brutos, declarados ante ella. En este caso, 

servirá de título ejecutivo para efectos del cobro, la certificación del Contador 

Municipal, donde se indique la diferencia adeudada por el patentado en virtud de 

la recalificación.  

e) Que se trate de una actividad recién establecida sujeta al 

procedimiento previsto en el artículo 15 de esta Ley. 

f) Otros casos contemplados en esta Ley. 
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Una vez realizada la determinación la  municipalidad debe notificar el traslado de 

cargos y observaciones al sujeto pasivo. 

Impugnación de la determinación de oficio del impuesto de patentes en la 

Municipalidad de Sarapiquí  

En los siguientes 5 días posteriores a la notificación del traslado de cargos, el 

patentado puede impugnar el escrito ante el Concejo. La resolución final dictada por el 

Concejo no tiene recurso de revocatoria ni de apelación, por lo que se agota la vía 

administrativa239. 

No habla la Ley de Patentes de la Municipalidad de Sarapiquí sobre el recurso 

de revocatoria, pero al igual que en otras municipalidades se puede tener como 

procedente, si se aplica supletoriamente el Código Municipal.  

2.2. EL RECURSO DE REVOCATORIA CONTRA LA DETERMINACIÓN DEL 

IMPUESTO DE PATENTES MUNICIPALES.  

Contra la resolución que determina el impuesto de patentes municipales, sí 

procede el recurso de revocatoria. En algunas de las leyes de patentes de las 

diferentes municipalidades, está claramente establecido este recurso, el cual se 

interpone ante el órgano encargado de realizar la determinación y dictar el acto final, lo 

que varía de una Ley a otra son los plazos de interposición y el órgano encargado de la 

determinación.  

Hay algunas leyes de impuestos municipales, donde no se dice expresamente 

que cabe el recurso de revocatoria contra la determinación de oficio del impuesto de 
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 Ley de impuestos municipales de Sarapiquí. Op cit. Art. 9 
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patentes municipales. Sin embargo, al no prohibirse, es posible la aplicación supletoria 

de Código Municipal, como se vio en cada caso. Por lo que en caso de que no se 

indique expresamente el recurso de revocatoria se puede recurrir a los siguientes 

artículos, según corresponda en cada municipalidad (ya que varía el órgano que dicta 

el acto de una ley a otra): 

“Artículo 161. — Contra las decisiones de los funcionarios que dependen 

directamente del Concejo cabrán los recursos de revocatoria y apelación para ante 

él, los cuales deberán interponerse dentro del quinto día. Las decisiones relativas a la 

materia laboral confiada al alcalde municipal estarán sujetas a los recursos regulados 

en el título V. 

La revocatoria y la apelación podrán estar fundadas en razones de ilegalidad o 

inoportunidad del acto y no suspenderán su ejecución, sin perjuicio de que el Concejo o 

el mismo órgano que lo dicta pueda disponer la suspensión como primera providencia 

al recibir el recurso. 

La interposición exclusiva del recurso de apelación no impedirá que el 

funcionario revoque su decisión, si estimare procedentes las razones en que se funda 

el recurso”240. (Negrita no es original) 

Artículo 162. — Las decisiones de los funcionarios que no dependan 

directamente del Concejo tendrán los recursos de revocatoria y apelación para ante 

el alcalde municipal dentro de un plazo de cinco días. Podrán fundamentarse en 
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 Código Municipal. Art. 161 
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motivos de ilegalidad o inoportunidad y suspenderán la ejecución del acto”241. (Negrita 

no es original) 

En ambos artículos hacen referencia a la procedencia del recurso de revocatoria 

en contra de los actos que dicten los diferentes funcionarios de la municipalidad. Por lo 

que se puede afirmar que contra la determinación de oficio del impuesto de patentes 

municipales sí procede el recurso de revocatoria, sea porque la misma ley patentes de 

la municipalidad lo indica, o por la aplicación supletoria del Código Municipal cuando no 

se indique expresamente.  

SECCIÓN 3: EL PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN DE OFICIO DE LOS 

TRIBUTOS INSTITUCIONALES:  

La Administración Tributaria Central (Tributación y Aduanas) y las 

municipalidades no son los únicos órganos o entes que pueden cobrar tributos. Existen 

además otras instituciones que no pertenecen al Poder Ejecutivo, ni a los municipios, 

que están facultados para percibirlos. 

En esta sección se tomará como muestra algunas de las instituciones que tienen 

tributos a su favor, con el fin de examinar si existe un procedimiento de determinación 

el cual concluya en un acto final de determinación de oficio del tributo, y además si 

existe la facultad del contribuyente de poder impugnarlo mediante el recurso de 

revocatoria.  
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 Código Municipal. Op cit. 162.  
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Antes de entrar propiamente a los procedimientos determinativos, se hará una 

referencia a las contribuciones parafiscales, para entender mejor el contexto en que se 

cobran los tributos por este tipo de instituciones.  

3.1 Contribuciones Parafiscales:  

Cuando se hace referencia a tributos cobrados por instituciones ajenas a la 

administración central, es necesario hacer referencia a la figura de contribuciones 

parafiscales. Estas últimas se han definido doctrinariamente como “figuras tributarias 

que tienen como característica esencial la de que, siendo prestaciones coactivas que 

inciden en los patrimonios de los contribuyentes, separan sin embargo del régimen 

general u ordinario previsto para el sistema tributario. Las desviaciones pueden ser de 

diversa índole: que una figura tributaria haya sido establecida por una disposición de 

rango inferior a la Ley, que se gestione fuera de la órbita de la Administración 

Financiera, que no se integre en los Presupuestos Generales del Estado, que se 

destine a cubrir un gasto determinado.  Cualquiera de esas características conlleva (un) 

gasto público distinto, paralelo, al circuito típico y normal de los ingresos y gastos del 

Estado”242. 

Es así como las contribuciones parafiscales, son figuras tributarias pero con 

características especiales. Se puede decir que permanecen en el plano tributario, y 

como tributos que son, deben ser pagas por los contribuyentes. La diferencia está en 

que se separa del sistema tributario ordinario, ya que no entran al presupuesto del 

Estado como lo hacen los demás tributos, sino que integran el presupuesto de una  

                                            
242

 Centro de Información Jurídica en Línea  (Convenio Colegio de Abogados –Universidad de Costa 
Rica) disponible en  http://cijulenlinea.ucr.ac.cr/condicion.htm. Visitada el 11 de marzo del 2013. 

http://cijulenlinea.ucr.ac.cr/condicion.htm
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institución. En otras palabras no integran la caja única del estado, si no que de una sola 

vez entran al presupuesto de las instituciones que lo tienen a su favor.  

Las contribuciones parafiscales han sido denominadas de diferente manera, por 

el derecho positivo “tales como tasa, contribuciones, aportes, cuotas, cotizaciones, 

retribuciones, derechos, caras, etc. y si bien son impuestas por el Estado, no figuran en 

el presupuesto general, de ahí el término de "parafiscalidad.243"  

Las contribuciones parafiscales se diferencian de los demás tributos, ya que se 

separan del principio de capacidad contributiva, porque no se graba en función de la 

capacidad de pago o de la ventaja que se obtiene individualmente, sino que se grava 

por la sola pertenencia a un grupo.244 

Sobre las contribuciones parafiscales ha afirmado la Sala Primera que: "El 

legislador quiso dotar de fondos a determinadas instituciones, (…) y ello corresponde a 

lo que en doctrina se denomina: “Contribución parafiscal.245" 

El Tribunal Contencioso Administrativo, al referirse sobre las contribuciones 

parafiscales, ha expresado que las mismas “vienen impuestas por el Estado, pero no 

figuran en el presupuesto general de ingresos y gastos, y por lo tanto no ingresan a 

la caja única, siendo su destino predeterminado y predestinado, por lo que recibe la 

denominación antes referida. La misma doctrina del Derecho Financiero define la figura 
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 Centro de Información Jurídica en Línea. Op cit 
244

 Centro de Información Jurídica en Línea  Op cit.   
245

 Voto 231-F-02 de la Sala Primera de las quince horas cuarenta minutos del seis de marzo del año dos 
mil dos 
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como "tributos establecidos en favor de entes públicos o semipúblicos, económicos o 

sociales, para asegurar su financiación autónoma". (…)"246 

  Como se puede deducir, este tipo de contribuciones siguen siendo tributos, 

solamente que cuentan características propias que las diferencian de otro tipo de 

tributos. En cuanto a las características propias se ha referido la Sala Constitucional de 

la siguiente manera: 

“(...) En síntesis, las contribuciones parafiscales revisten naturaleza tributaria y 

se las establece coactivamente a quienes se hallen en las situaciones descritas por la 

ley respectiva, y son destinadas a financiar objetivos específicos, primordialmente 

estatales, pero encomendadas a personas jurídicas especialmente determinadas, 

caracterizándose por ser manejadas fuera del presupuesto de la República.”247 

Es así como las contribuciones parafiscales son el instrumento utilizado 

primordialmente por el legislador para financiar prestaciones especialmente de 

contenido social y como tales, dirigidas a mantener el Estado Social de Derecho248,  

como lo son la Caja Costarricense de Seguro Social, el Instituto Nacional de 

Aprendizaje y el Instituto Mixto de Ayuda Social, que se verán a lo largo de esta 

sección. Sin embargo cabe aclarar que esto no excluye que  se utilicen para financiar 

actividades económicas o entes representativos de intereses sectoriales.249  

                                            
246Voto  Nº 119 - 2012-II. Tribunal Contencioso Administrativo, Sección Segunda, a las catorce horas 
cinco minutos del once de junio del año dos mil doce 
247

Voto  N° 4247-98 de la Sala Constitucional de las 17:24 hrs. del 17 de junio de 1998.  
248

 Procuraduría General de la República. Dictamen 392-2005 del 15 de noviembre del 2005.  
249

 Procuraduría General de la República. Dictamen 392-2005. Op Cit. 
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Las contribuciones parafiscales son por lo tanto tributos, y como tales, les resulta 

aplicable el régimen jurídico tributario. De esta forma las Instituciones que tienen a su 

favor una contribución parafiscal se consideran Administraciones Tributarias, con las 

potestades que esto conlleva, como lo es la determinación de oficio de las obligaciones 

tributarias.  

3.1 PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN E IMPUGNACIÓN DE LOS 

TRIBUTOS DE LA CAJA COSTARRICENSE DE SEGURO SOCIAL. 

3.1.1Generalidades de las contribuciones de la CCSS 

Los ingresos de la CCSS se obtienen de un sistema de contribución tripartito, 

integrado por: 

1. Las cuotas de los asegurados. 

2. Los patronos particulares. 

3. El Estado (y otras entidades de derecho público)250. 

Para el financiamiento de la institución, las  cargas sociales que recauda la 

CCSS son el seguro de “invalidez, vejez y muerte” (en adelante IVM), y el seguro de 

enfermedad y maternidad (en adelante SEM).  

Es obligación de los patronos, deducir las cuotas del salario de los trabajadores, 

y entregarlas a la CCSS251. En otras palabras el patrono es el encargado de retener y 

entregar a la CCSS las cuotas y lo debe hacer en forma mensual. Esta función del 

                                            
250 Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Del 13 de octubre de 1943. Art. 22. 
251

 Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Op cit. Art. 30.  
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patrono lo puede catalogar como un agente de retenedor, en relación a los aportes que 

de los trabajadores y un contribuyente en relación a sus propios aportes.  

Si el patrono no cumple con la obligación es responsable personalmente por el 

pago de las cuotas252. El plazo para pagar dichas cuotas es de 20 días naturales, 

siguientes al cierre mensual. La recaudación se hace mediante el  Sistema de 

Recaudación de la Caja, que es el órgano encargado de la percibir los tributos de la 

institución253.  

La base imponible del tributo,  se calcula sobre el ingreso mensual gravable de 

cada trabajador, y se aplican los porcentajes correspondientes. Es decir en primera 

instancia para determinar el tributo, se toma como base el salario del trabajador 

reportado a la Caja y se le aplican los porcentajes que se verán a continuación:  

Concepto Patrono Trabajador Estado Total 

SEM 9.25% 5.50% 0.25% 15.00% 

IVM 4.92% 2.67% 0.41% 8.00% 

TOTAL 14.17% 8.17% 0.66% 23.00% 

 

Es importante aclarar que la CCSS tiene a su cargo la recaudación de tributos 

que están a favor de otras instituciones, como lo son: el Banco Popular, el Instituto 

Mixto de Ayuda Social, Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares, Instituto 

Nacional de Aprendizaje, Fondo de Capitalización Laboral y Régimen Obligatorio de 

Pensiones Complementarias.  
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 SÁENZ FERNÁNDEZ (María). Op cit. P.77.  
253

 SÁENZ FERNÁNDEZ (María). Op cit. P.78.  
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A pesar de que la Caja recada los tributos establecido a favor de otras 

instituciones, no es quien fiscaliza y determina de oficio (en caso de ser necesario) 

estas obligaciones tributarias, sino que cada una de las instituciones tienen sus 

procedimientos aparte para realizar estas labores. La Caja solamente se encarga de la 

fiscalización y la determinación de los tributos que recauda para su financiamiento.  

Es por esto que en el presente apartado se hará referencia solamente a los 

tributos de IVM y SEM, y el procedimiento de determinación de oficio de los mismos.  

3.1.2Procedimiento de determinación de oficio de los tributos de la CCSS 

El procedimiento para determinar de oficio los tributos de la CCSS está regulado 

en el artículo 20 de la Ley Constitutiva de la CCSS y en el  Reglamento para Verificar el 

Cumplimiento de las Obligaciones Patronales y de Trabajadores Independientes:  

 “Artículo 20.- Habrá un cuerpo de inspectores encargado de velar por el 

cumplimiento de esta ley y sus reglamentos. Para tal propósito, los inspectores tendrán 

carácter de autoridades, con los deberes y las atribuciones señalados en los artículos 

89 y 94 de la Ley Orgánica del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Para los 

efectos de esta ley, el Director de Departamento de Inspección de la Caja tendrá la 

facultad de solicitar por escrito, a la Tributación y a cualquier otra oficina pública, la 

información contenida en las declaraciones, los informes y los balances y sus anexos 

sobre salarios, remuneraciones e ingresos, pagados o recibidos por los asegurados, a 

quienes se les podrá recibir declaración jurada sobre los hechos investigados. 

Las actas que levanten los inspectores y los informes que rindan en el ejercicio 

de sus funciones y atribuciones, deberán ser motivados y tendrán valor de prueba muy 
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calificada. Podrá prescindirse de dichas actas e informes solo cuando exista prueba 

que revele su inexactitud, falsedad o parcialidad. 

Toda la información referida en este artículo tendrá carácter confidencial; su 

divulgación a terceros particulares o su mala utilización serán consideradas como falta 

grave del funcionario responsable y acarrearán, en su contra, las consecuencias 

administrativas, disciplinarias y judiciales que correspondan, incluida su inmediata 

separación del cargo254”. 

El procedimiento determinativo lo realiza el Área de Control Contributivo, 

mediante el inspector, quien es el encargado de verificar la existencia de la relación 

laboral y que la misma esté debidamente inscrita en la Caja. Además debe corroborar 

que los datos suministrados a la CCSS sean veraces.  

Para verificar el cumplimiento de las obligaciones los inspectores tienen el 

derecho de visitar los lugares de trabajo (no importa su naturaleza), ya sea en el día o 

la noche según corresponda por el horario de los trabajadores (con excepción de las 

casa de habitación que no pueden ser visitaras por las noches).  

Además, el inspector puede revisar los libros contables, los libros de salarios, 

planillas, medios de pago y cualquier otro documento que sea pertinente. En caso de 

resistencia injustificada el inspector debe avisar al Juez de Trabajo que corresponda, y 

si en algún caso especial se requiere la acción inmediata, los inspectores pueden 

recurrir a las autoridades de policía255.  

El procedimiento determinativo, que realizan los inspectores puede iniciar, de 

oficio, por solicitud del patrono, del trabajador o por denuncia formal de un tercero. 
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 Ley Constitutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social. Op cit. Art. 20.  
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 Reglamento para Verificar el Cumplimiento de las Obligaciones Patronales y de Trabajadores 

Independientes. Publicado en la Gaceta número 110, del 8 de junio del 2006. Art. 3.   
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Cuando la denuncia se haga por un tercero en forma anónima, el inspector puede 

valorar si procede a iniciar el procedimiento o no, pero si se realiza por un tercero 

formalmente, es decir que ha llenado el formulario de “Solicitud de Estudio”, 

proporcionando los datos y detalle de las pruebas, es obligación de la CCSS de iniciar 

la inspección256.  

La inspección se realiza para verificar que la información sea conforme con la 

realidad, es decir que los salarios sean realmente los establecidos en las planillas, ni 

más ni menos. Es por esto que en caso de existir diferencia entre la planilla y la 

realidad, el inspector aplica el método de base cierta, tomando en cuenta toda la 

información recabada. Sin embargo la Caja puede aplicar el método de base presunta 

en los siguientes casos:  

a. Cuando el patrono o trabajador independiente no lleve los libros de 

contabilidad o los registros, que permitan identificar en forma clara el total de las 

remuneraciones pagadas a los trabajadores, las jornadas, los horarios laborales 

y el puesto que ocupan. En el caso de los trabajadores independientes, los 

ingresos totales y la actividad que desempeñan.  

b. Cuando no se presenten los documentos justificativos de las 

operaciones contables o no proporcionen los datos e informaciones que se 

soliciten.  

c. Cuando la contabilidad sea llevada en forma irregular o defectuosa 

o que los libros tengan un atraso mayor de seis meses.  
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 Reglamento para Verificar el Cumplimiento de las Obligaciones Patronales y de Trabajadores 
Independientes. Op cit. Art. 4.  
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d. Cuando no se permita el ingreso del inspector al centro de trabajo o 

se le niegue el acceso a la información requerida.  

e. Cuando la información suministrada por el patrono o trabajador 

independiente es inexacta o incompleta y así quede debidamente acreditado por 

indicios concordantes y razonables que se harán constar en el respectivo 

traslado de cargos257
.  

El director de Inspección está autorizado para solicitar por escrito ya sea a 

Tributación o a cualquier oficia pública la información contenida en las declaraciones, 

informes, balances y anexos sobre salarios, remuneraciones e ingresos pagados o 

recibidos. Los requisitos que debe tener la solicitud de información son:   

- Nombre del patrono o trabajador independiente.  

- Indicación del número de cédula.  
 

- Actividad del patrono o trabajador independiente.  
 

- Domicilio.  
 

- Dependencia que tiene la información.  
 

- Detalle de la información solicitada.  
 

- Justificación.  
 

- Plazo para la entrega de la información.  
 

- Fecha y hora.  
 

- Firma del Director de Inspección258.  
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 Reglamento para Verificar el Cumplimiento de las Obligaciones Patronales y de Trabajadores 
Independientes. Op cit. Art. 6.  
258

 Reglamento para Verificar el Cumplimiento de las Obligaciones Patronales y de Trabajadores 
Independientes. Op cit. Art 7.  
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La CCSS tiene la potestad de acceder a documentos privados, con el fin de 

cumplir con la seguridad social. La Sala Constitucional, se ha referido a la posibilidad 

de que la CCSS solicite a las empresas documentos privados, o pedirlos a la misma 

Administración Pública cuando los tenga en su poder, con el fin de fiscalizar la 

veracidad de los datos suministrados en las planillas, expresando lo siguiente:  

“En suma: la Caja Costarricense de Seguro Social requirió en su oportunidad a 

la empresa amparada para que voluntariamente accediese a mostrar documentos que 

le permitiesen determinar si los datos consignados por ésta en las correspondientes 

planillas, eran correctas o no; y ante la negativa de la empresa a avenirse a la petición, 

examinó motu proprio documentos atinentes a la situación, que la misma empresa 

presentó de manera deliberada o voluntaria a una dependencia estatal (el Ministerio de 

Obras Públicas y Transportes), presumiblemente como soporte de gestiones que hacía 

en su beneficio (…) la invocación del artículo 24 de la Constitución tiene un límite en los 

derechos subjetivos de los trabajadores, reconocidos en el citado artículo 73, y en un 

valor -la solidaridad- también constitucionalmente reconocido; valor y derechos cuya 

innegable importancia los hace en este caso prioritarios. No es compatible con el 

espíritu de la Constitución que la empresa se parapete en el artículo 24 para negarse a 

suministrar a la Caja información pertinente, sin que ello infrinja el correspondiente 

derecho de los trabajadores, reconocido también en la propia Constitución, a los 

beneficios de los seguros sociales (…).”259
.  

                                            
259

 Voto número 2165-96 de la Sala Constitucional, de las  17 horas y 12 minutos  del 8   de mayo de 
1996. 
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 Una vez realizadas las actuaciones por parte del inspector, si con relación a la 

información obtenida se observan incumplimientos de las obligaciones tributarias, se 

confiere el traslado de cargos al patrón o trabajador independiente por un plazo de 10 

días, y este debe ofrecer las pruebas que considere necesarias y presentar los 

alegatos pertinentes.  

El traslado de cargos debe ir firmado por el inspector que esté a cargo de la 

instrucción y se debe notificar al sujeto. Este traslado debe contener en forma clara y 

precisa los incumplimientos observados, la estimación económica y los elementos de 

convicción que sirven de sustento. Además debe indicar la oficina que conoce del caso 

y su dirección, ya que se le debe informar que en ese lugar se encuentra a su 

disposición el expediente el cual puede leer y fotocopiar. Además se le pide que señale 

lugar y medio de notificaciones.260 

Si el sujeto acepta los cargos por escrito, la Caja, puede dictar el informe de 

inspección resolutivo261. En caso de que no esté de acuerdo, se recibe la prueba que 

fuera admitida. Si es una prueba testimonial se debe dar un señalamiento para que se 

recabe dicha prueba262. Una vez finalizada la etapa de recepción de prueba, se 

procede al análisis y se dicta el informe de inspección resolutivo.263
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 Reglamento para Verificar el Cumplimiento de las Obligaciones Patronales y de Trabajadores 
Independientes. Op cit. Art 10.  
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 Reglamento para Verificar el Cumplimiento de las Obligaciones Patronales y de Trabajadores 
Independientes. Op cit. Art 11.  
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 Reglamento para Verificar el Cumplimiento de las Obligaciones Patronales y de Trabajadores 
Independientes. Op cit. Art 12.  
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 Reglamento para Verificar el Cumplimiento de las Obligaciones Patronales y de Trabajadores 
Independientes. Op cit. Art 13.  
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El plazo para dictar el informe de inspección es de 10 días contados a partir de 

la conclusión de la etapa de evacuación y análisis de prueba. Este informe tiene 

carácter de resolución y debe contener los siguientes requisitos:   

 Enunciación del lugar, sección o sucursal y fecha en que se 

suscribe el informe.  

 Número de informe.  

 Nombre del patrono o trabajador independiente y nombre comercial 

de la empresa o negocio.  

 Número de cédula de identidad, jurídica o de asegurado para los 

extranjeros y número patronal o de trabajador independiente.  

 Actividad del patrono o trabajador independiente.  

 Domicilio o dirección del centro de trabajo.  

  Representante legal (personas jurídicas).  

  Lugar o medio para notificaciones.  

  Tipo de investigación  

  Origen del estudio y antecedentes.  

  Investigación.  

 Apreciación de las pruebas y de los argumentos de descargo que 

hayan sido presentados.  

 Fundamentos de la decisión.  

 Elementos de determinación aplicados en caso de que se acuda a 

la base presunta.  
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 Determinación de los montos exigibles por cuotas obreras y 

patronales y por aportes derivados de la Ley de Protección al Trabajador.  

 Parte resolutiva “Por tanto” que contenga el resultado material de la 

actuación de la administración.  

 Nombre y firma del inspector instructor del procedimiento y nombre 

y firma del jefe de sección o sucursal, según corresponda.  

 Indicación de los recursos procedentes, del órgano que los 

resolverá, de aquel ante el cual deben interponerse y del plazo para 

interponerlos.  

  Indicación expresa que de hacer uso del recurso de apelación 

deberá señalar un lugar o medio para recibir notificaciones en alzada, dentro del 

perímetro administrativo de las Oficinas Centrales de la Caja, en San José. Bajo 

el apercibimiento de que de no hacerlo la resolución que resuelve el recurso de 

apelación se tendrá por notificada con el sólo transcurso de 24 horas contadas a 

partir de su fecha de emisión. Si lo señalado fuese un medio, no aplica la 

restricción relativa al perímetro administrativo.  

 La leyenda final: NOTIFÍQUESE264.  

Este informe de inspección resolutivo, es equiparable a la resolución 

determinativa, que se ha estudiado en la presente tesis. Por lo que se entrará a 

conocer los medios de impugnación del mismo, especialmente si procede el recurso de 

revocatoria contra esta resolución.  

                                            
264

 Reglamento para Verificar el Cumplimiento de las Obligaciones Patronales y de Trabajadores 
Independientes. Op cit. Art 16.  
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3.1.3 Recursos contra la resolución de determinación de los 

tributos de la CCSS 

En los procedimientos determinativos de las obligaciones patronales y de 

trabajadores independientes, contra el acto final (informe de inspección) caben los 

recursos de revocatoria y apelación. Cabe aclarar que contra el traslado de cargos no 

procede ningún recurso, solo contra el informe de inspección o resolución 

determinativa.  La utilización de ambos o solo uno de los recursos es potestativa. 

 El plazo de interposición es de 5 días hábiles siguientes a la fecha de la 

notificación. Si dentro del plazo no se recurre la resolución, la misma cobra firmeza, sin 

necesidad de un pronunciamiento expreso.265 

Cuando se presente el recurso de revocatoria y apelación en subsidio y no se 

resuelve el de revocatoria en los siguientes 45 días, el recurrente puede solicitar por 

escrito al jefe de la sección o sucursal, que el asunto se traslade para el conocimiento 

de la Gerencia de la División Financiera266.  

Los recursos se presentan por escrito ante el jefe de la sección o sucursal que 

dictó el informe de inspección resolutivo. El recurso debe ser fundamentado y se deben 

ofrecer las pruebas pertinentes267. Cuando se presenten los recursos se suspende toda 

acción cobratoria268.  

                                            
265

 Reglamento para Verificar el Cumplimiento de las Obligaciones Patronales y de Trabajadores 
Independientes. Op cit. Art 21.  
266

 Reglamento para Verificar el Cumplimiento de las Obligaciones Patronales y de Trabajadores 
Independientes. ibídem.  
267

 Reglamento para Verificar el Cumplimiento de las Obligaciones Patronales y de Trabajadores 
Independientes. Op cit. Art 22.  
268

 Reglamento para Verificar el Cumplimiento de las Obligaciones Patronales y de Trabajadores 
Independientes. Op cit. Art 23.  
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El recurso de apelación lo resuelve el Gerente de División Financiera, dentro del 

plazo de un mes contado desde el momento en que recibe el expediente. Si se ordena 

la recepción de pruebas el plazo se amplia10 días más269.  

3.1.4 El recurso de revocatoria contra el informe de inspección 

resolutivo.  

Es procedente el recurso de revocatoria contra el acto final de determinación 

(informe de inspección resolutivo) de los tributos de la CCSS. Este recurso se debe 

interponer en el plazo de 5 días hábiles a partir de la notificación del informe. Se 

interpone ante el órgano que dictó el acto, el cual tiene un plazo de 45 dúas para 

resolverlo270.  

3.2. PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN E IMPUGNACIÓN DELTRIBUTO 

A FAVOR DEL INSTITUTO NACIONAL DE APRENDIZAJE.  

3.2.1 Generalidades  

Antes de hacer referencia al procedimiento de determinación de oficio del tributo 

a favor del Instituto Nacional de Aprendizaje (en adelante INA), es indispensable 

conocer sobre  las generalidades básicas de la contribución y del INA como ente 

acreedor.  

La  Procuraduría General de la República se ha referido a los impuestos 

cobrados por el INA, y ha establecido que el financiamiento deriva de una contribución 

parafiscal. La CCSS participa en la recaudación de la contribución a cargo de los 

                                            
269

 Reglamento para Verificar el Cumplimiento de las Obligaciones Patronales y de Trabajadores 
Independientes. Op cit. Art 25.  
270

 Reglamento para Verificar el Cumplimiento de las Obligaciones Patronales y de Trabajadores 
Independientes. Op cit. Art 24.  
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patronos privados, pero no sustituye al INA en el ejercicio de otras potestades,271 tales 

como la determinación de oficio.  

El ordenamiento jurídico dotó al INA de recursos financieros de naturaleza 

tributaria, así lo establece el artículo 15272 de la Ley Orgánica del INA.  

En este sentido el INA es una institución pública financiada por las siguientes 

fuentes:  

 1.5 % sobre monto planillas de la empresa privada de todos los 

sectores económicos con por lo menos cinco trabajadores.  

 0.5 % de las empresas agropecuarias con más de diez 

trabajadores 

 1.5 % del monto total de las planillas de salarios de las instituciones 

autónomas, semiautónomas y empresas del Estado  

 Ingresos por venta de productos, explotación de bienes y 

prestación de servicios generados por el INA como actividad ordinaria de sus 

programas  

                                            
271

 Procuraduría General de la República. Dictamen 392-2005 del 15 de noviembre del 2005.  
272 Artículo 15.- El Instituto Nacional de Aprendizaje se financiará con: 

a) El dos por ciento sobre el monto total de las planillas de salarios pagadas mensualmente por los 
patronos particulares de todos los sectores económicos, cuando ocupen por lo menos a cinco 
trabajadores en forma permanente. Los patronos del sector agropecuario únicamente pagarán un cero 
coma cincuenta por ciento de ese monto total de sus planillas, siempre y cuando ocupen un número 
superior a diez trabajadores en forma permanente. 
b) El dos por ciento sobre el monto total de sus planillas de salarios, que deberán pagar mensualmente 
las instituciones autónomas, semiautónomas y empresas del Estado. 

c) El uno por ciento de los ingresos generados por el impuesto sobre la renta, hasta un tope de veinte 
millones de colones mientras éste no supere el indicado uno por ciento. Este monto podrá aumentarse 
previo acuerdo entre el Instituto y el Ministerio de Hacienda.(…)  

Estarán exentas de pagar las contribuciones que indican los incisos a) y b), las municipalidades, 
instituciones públicas de educación superior, juntas de protección social y las instituciones educativas o 
de beneficencia de carácter privado, que carezcan de propósito de lucro 
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 Préstamos que contrate para la realización de sus fines 

 Legados, herencias y donaciones273.  

Resumiendo el  financiamiento del INA se debe principalmente a la contribución 

que se pesa sobre las planillas de los salarios pagadas por los patronos. Esta 

contribución es de naturaleza tributaria, y se puede clasificar como una contribución 

parafiscal, ya que tiene la particularidad de que no es administrado por los órganos del 

Estado y  los recursos no ingresan al presupuesto estatal274.   

En cuanto al tratamiento jurídico, existen diferencias según el sujeto pasivo de la 

contribución, ya que cuando es una institución autónoma o semiautónoma el pago se 

realiza directamente al INA y no a la CCSS. En estos casos no hay duda que le 

corresponde al INA realizar la recaudación y fiscalización.  A diferencia  de lo anterior, 

la recaudación de los patronos privados se realiza a través de la CCSS, quien recauda 

este tributo a través del mecanismo establecido para la percepción de las cuotas 

obrero-patronales, es así como la CCSS actúa como agente de percepción275. 

En relación a las potestades del INA como administración tributaria y 

fiscalizadora de los tributos de los cuales es acreedora, ha habido controversia. Esto 

debido a que Art. 31 y 58 de la Ley de protección al Trabajador, al crear el Sistema 

Centralizado de recaudación (en adelante SICERE), le dan las facultades para ejercer 

el control sobre los aportes a los distintos sistemas de pensión, y además lo facultan 

para controlar todas las “cargas sociales cuya recaudación ha sido encargada a la 

                                            
273

 Instituto Nacional de Aprendizaje. Disponible en http://www.ina.ac.cr/faq/ visitada el 2 de abril de 
2013.  
274

 Procuraduría General de la República. Dictamen 392-2005. Op Cit.  
275

Procuraduría General de la República. Dictamen 392-2005. Op Cit  

http://www.ina.ac.cr/faq/
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CCSS. Bajo este pensamiento la CCSS a través del SICERE tiene competencia para 

realizar las gestiones administrativas y judiciales para controlar la evasión, 

subdeclaración o morosidad y recuperar las sumas retenidas, por lo tanto las gestiones 

cobratorias serían asumidas por la CCSS,276 esto conlleva que bajo estos argumentos 

la determinación de oficio la asuma igualmente la CCSS.    

Sin embargo, el INA es un ente autónomo, con personalidad jurídica y patrimonio 

propio (según artículo 1 de la Ley de Orgánica  del INA).  Y aunque la Caja recaude la 

contribución, en caso de morosidad, el Instituto puede ejercer acciones cobratorias, por 

medio de procesos ejecutivos, según el artículo 16 de la Ley Orgánica del  INA277.  

Siendo que la Ley de Protección al Trabajador y la Ley de Orgánica del INA, 

ambas regulan de forma contraria el mismo supuesto, solo es posible de aplicar una de 

ellas. En cuanto a los criterios para determinar cuál de las normas es aplicable, se 

descartan el jerárquico porque ambas normas tienen igual rango y el cronológico ya 

que tiene como excepción la especialidad de la ley anterior, el cual sería el criterio 

aplicable.  

La Procuraduría determinó en este caso  que es aplicable la ley especial (Ley 

6868), ya que el INA está obligado a destinar recursos financieros, humanos y 

administrativos para gestionar el cobro de la contribución parafiscal que no recauda la 

CCSS, y en estos supuestos no es justificable el fin de la centralización de gestiones 

cobratorias (el cual consiste que los otros entes no inviertan recursos en recaudar), ya 

que en todo caso el INA debe invertir los recursos.  

                                            
276

 Procuraduría General de la República. Dictamen 392-2005. Op Cit  
277

 Ley orgánica del Instituto Nacional de Aprendizaje. Del 6 de mayo de 1983 Art. 16.  
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Por lo tanto aunque la CCSS realice la recaudación del tributo, es competencia 

del INA realizar las demás labores de fiscalización, determinación y cobro del tributo.  

El impuesto a favor del INA es establecido mediante el artículo 15 de la Ley 

6868/83. La determinación en primera instancia del monto a pagar al INA es 

responsabilidad de los contribuyentes, es decir mediante autodeterminación y se 

realiza mediante una declaración tributaria que se efectúa en los formularios de 

declaración de cobro de las planillas de la CCSS278.  

3.2.2Procedimiento de determinación de oficio del Impuesto percibido por el INA 

El procedimiento de determinación de oficio realizado por el INA está regulado 

por el Reglamento de Gestión de Cobro Administrativo  y Judicial a Patronos Morosos 

del Tributo. El artículo 3 de dicho cuerpo normativo establece que los trámites de 

determinación de tributos a favor del INA son parte del alcance del mismo reglamento. 

En caso de que no se regule algún tema, se aplica subsidiariamente el CNPT, cuando 

no exista norma expresa en el reglamento que regule le materia.  

El órgano encargado de la determinación es el Proceso de Inspección y Cobros 

del INA. El artículo 4 del reglamento establece la competencia de dicho órgano para 

analizar y controlar la recaudación del tributo establecido a favor de la institución y 

recaudado por la CCSS. 

De esta forma la CCSS brinda la información al INA sobe el tributo que le 

corresponde, y es responsabilidad del Proceso de Inspección y Cobro verificar que el 

porcentaje del impuesto esté correcto. En caso de que el porcentaje al impuesto no sea 
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 Reglamento de Gestión de Cobro Administrativo  y Judicial a Patronos Morosos del Tributo. Publicado 
en la Gaceta Nº 92  del Jueves 15 de mayo del 2003. Art. 6.   
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el que corresponde o existan sospechas de que ha sido alterado, el INA consulta a la 

caja por la diferencia y además, puede ir directamente a investigar con el patrono. 

Además, el INA debe investigar a los patronos exentos de los tributos de la 

CCSS, para ver si aplica la exención en el caso del tributo que le corresponde o si debe 

proceder a cobrar el tributo mediante el procedimiento determinativo que se verá. 

Asimismo el INA debe solicitar a la CCSS un reporte de los patronos que no cotizan a 

la Caja, para seguir el mismo procedimiento.  

En los casos vistos anteriormente o cuando se trata de planillas adicionales, si la 

CCSS reporta de oficio morosidad de algún contribuyente, el Proceso de Inspección y 

Cobro debe iniciar un procedimiento para determinar el tributo, el cual se debe seguir 

según el CNPT.  

En todo caso si el INA detecta una irregularidad o la Caja le reporta alguna 

anomalía en el pago del tributo, puede iniciar la investigación mediante la información 

suministrada a la caja y la visita para recabar información del mismo patrono. 

 Una vez realizadas estas actuaciones  debe emitir un traslado de cargo donde 

se le indique al patrono: el origen de la deuda, el monto adeudado, los períodos que 

comprende, el monto por recargos y cualquier otra información que considere 

relevante. Una vez notificado el traslado de cargos el patrono tiene 8 días para 

contestarlo y 15 para cancelar lo correspondiente a la obligación tributaria279.  

Si el patrono se opone al traslado de cargos, el Proceso de Inspección y Cobro 

debe emitir una resolución final o la resolución determinativa, donde se indique el 
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 Reglamento de Gestión de Cobro Administrativo  y Judicial a Patronos Morosos del Tributo. Op cit. 
Art. 8. 
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monto, los recargos y los meses adeudados. La resolución determinativa debe cumplir 

con los siguientes requisitos: 

a)     Indicación expresa del tributo adeudado y del período al cual 

corresponde. 

b)     Mención de los elementos de determinación de la respectiva 

obligación tributaria. 

c)     Determinación de los montos exigibles por concepto de tributos y 

recargos. 

d)     Indicación de los recursos administrativos con que cuenta la 

resolución. 

e)     Enunciación del lugar y fecha de emisión de la resolución. 

f)      Nombre y firma del funcionario legalmente autorizado para 

resolver280. 

Esta resolución debe ser notificada debidamente al patrono281.  

3.2.3 Impugnación de la resolución determinativa: 

La resolución determinativa tiene recurso de revocatoria ante el Proceso de 

Inspección y Cobros, y recurso de apelación ante la Junta Directiva282. Una vez 

interpuestos los recursos el plazo para resolverlos es de un mes, contado a partir del 

recibido, tanto para el re revocatoria como para el de apelación.283 
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 Reglamento de Gestión de Cobro Administrativo  y Judicial a Patronos Morosos del Tributo. Op cit. 
Art. 10. 
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 Reglamento de Gestión de Cobro Administrativo  y Judicial a Patronos Morosos del Tributo. Op cit. 
Art.9.  
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 Reglamento de Gestión de Cobro Administrativo  y Judicial a Patronos Morosos del Tributo. Op cit. 
Art. 10. 
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 Reglamento de Gestión de Cobro Administrativo  y Judicial a Patronos Morosos del Tributo. Op cit. 
Art. 11.  
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3.2.4. Recurso de revocatoria contra la resolución determinativa del INA 

Como se estableció anteriormente, existe un procedimiento para determinar de 

oficio las obligaciones tributarias por parte del INA, y la resolución determinativa 

producto de dicho procedimiento, posee un recurso de revocatoria,  por lo que es 

procedente su interposición. 

Sin embargo, el reglamento no indica el plazo para interponerlo, por lo que se 

debe tomar el plazo que establece el CNPT de 30 días, ya que se aplica como norma 

subsidiaria.  

3.3. PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN E IMPUGNACIÓN DE LOS 

TRIBUTOS DEL INSTITUTO MIXTO DE AYUDA SOCIAL.  

3.3.1 Generalidades del Impuesto.  

El Instituto Mixto de Ayuda Social (en adelante IMAS),  se financia en gran parte 

con el  aporte de patronos, los cuales deben pagar el 0.5% sobre las 

remuneraciones284. Este impuesto es recaudado mediante el Sistema de Recaudación 

de la CCSS, pero se establece a favor del IMAS.  

Al igual que el impuesto del INA visto anteriormente, el IMAS debe de realizar la 

fiscalización y determinación del impuesto en caso de que existan irregularidades en su 

cobro o que no se haya realizado la autodeterminación por parte del sujeto pasivo.  

Además del impuesto mencionado anteriormente, la Ley de Contingencia Fiscal 

crea un impuesto a favor del IMAS el cual debe ser pagado por los negocios calificados 
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 Ley de Creación del instituto Mixto de Ayuda Social  Nº 4760. Del 4 de mayo de 1971. Art. 14. 
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y autorizados por la institución como moteles, hoteles sin registro, casas de alojamiento 

ocasional, salas de masaje, nigth clubs con servicio de habitación y similares285.  

El monto de este impuesto es del 30% del valor de la tarifa fijada para cada uso 

de cada habitación. Este impuesto se paga mensualmente con base de 30 días y el 

número de habitaciones de cada establecimiento286.  

El sujeto pasivo encargado de pagar dicho impuesto son las personas dueñas de 

los negocios. Estas personas deben realizar el pago en la primera semana de cada 

mes, sea en el IMAS o en el banco designado287.  

Los sujetos pasivos de este impuesto, además deben presentar mensualmente 

ante el IMAS una declaración jurada con el número de habitaciones con que cuentan, y 

este número puede ser verificado por el IMAS como parte de sus atribuciones en 

calidad de Administración Tributaria288.   

En resumen, el IMAS recibe dos tributos, el primero correspondiente a los 

patronos, el cual es de 0.5% sobre los salarios, y el segundo que es un impuesto 

pagado por los moteles, casa de alojamiento, entre otros establecimientos antes 

mencionados, el cual corresponde a un 30% de la tarifa por la habitación. Para ambos 

impuestos los sujetos pasivos deben autodeterminar el impuesto, y llenar los 

formulares de declaración jurada que suministra la Unidad de Gestión de Cobro, y 

posteriormente realizar el pago que corresponde289.  

                                            
285 

Ley de Contingencia Fiscal Nº 8343. Publicada en La Gaceta Número  250 del viernes 27  de 
diciembre del 2002. Art. 61. 
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Ley de Contingencia Fiscal Nº 8343. Op cit. Art. 62.
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Ley de Contingencia Fiscal Nº 8343. Op cit. Art. 63

.  
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Ley de Contingencia Fiscal Nº 8343
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 Op cit. Art.65.  
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 Reglamento de Gestión de Cobro Administrativo  y Judicial del IMAS. Del 2 de abril del 2001. Art. 9.  
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El IMAS en su condición de Administración Tributaria tiene la potestad de 

determinar los tributos mediante un procedimiento determinativo, en caso de que 

existan irregularidades en los mismos, o no se haya realizado la autodeterminación.  

3.3.2 Procedimiento de determinación de oficio de los tributos a favor del IMAS. 

El procedimiento para determinar de oficio los tributos del IMAS está regulado 

por el   Reglamento de Gestión de Cobro Administrativo  y Judicial del IMAS, el cual 

establece en su artículo 3 que todo trámite de determinación de tributos a favor del 

IMAS así como el cobro de los tributos morosos se rige por las disposiciones de dicho 

reglamento290.  

El órgano encargado de realizar la determinación es la Unidad de Gestión de 

Cobro, según lo establece el artículo 4 del reglamento. Este órgano debe realizar las 

actuaciones necesarias para determinar el tributo, y una vez realizadas debe trasladar 

al sujeto pasivo una notificación donde se le comunica la resolución administrativa de la 

determinación del tributo291.  

La resolución determinativa debe contar con los siguientes requisitos:  

a) Indicación expresa del tributo adeudado y del período fiscal al cual 

corresponde. 
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 Reglamento de Gestión de Cobro Administrativo  y Judicial del IMAS. Op cit. Art. 3 
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 Reglamento de Gestión de Cobro Administrativo  y Judicial del IMAS. Op cit. Art 10.  
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b) Establecer los elementos de determinación de la respectiva 

obligación tributaria.  

c) Determinación de los montos exigibles por concepto de tributos, 

intereses y multas.  

d) Indicación de los recursos administrativos con que cuenta la 

resolución.  

e) Enunciación del lugar y fecha de emisión de la resolución.  

f) Nombre y firma del funcionario legalmente autorizado para 

resolver292.  

Contra la resolución determinativa se puede interponer los recursos de 

revocatoria y apelación. Una vez resueltos los recursos o si no se interpusieron en el 

tiempo establecido, la Unidad de Gestión de Cobro, emite una certificación de lo 

adeudado para proceder al cobro del tributo293.  

3.3.3 Impugnación contra la determinación de oficio de los tributos del IMAS:  

Como se estableció anteriormente contra la resolución determinativa, se pueden 

interponer los recursos de revocatoria y apelación, con base en el artículo 12 del 

Reglamento.  El recurso de apelación lo conoce la Gerencia General del IMAS, quien 

debe resolver dentro del plazo de 15 días hábiles.  
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 Reglamento de Gestión de Cobro Administrativo  y Judicial del IMAS. Op cit. Art 11.  
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 Reglamento de Gestión de Cobro Administrativo  y Judicial del IMAS. Op cit Art. 13.  
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3.3.4 Recurso de revocatoria contra la determinación de oficio de los tributos del 

IMAS:  

 Es procedente el recurso de revocatoria en los procedimientos de determinación 

de oficio de las obligaciones tributarias a favor del IMAS. Este recurso se debe 

interponer ante la Unidad de Gestión de Cobro, quien dictó la resolución determinativa, 

y debe resolverlo en un plazo de 8 días hábiles siguientes a su interposición. 

En cuanto al plazo para interponerse no se establece en Ley del IMAS ni el 

Reglamento norma expresa, por lo que se puede aplicar en forma subsidiaria el CNPT, 

el cual otorga un plazo de 30 días para su presentación.  

SECCIÓN 4: PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN DE OFICIO DE LOS 

TRIBUTOS CORPORATIVOS: 

En la presente sección se hará referencia a aquellos tributos a favor de las 

corporaciones, esto porque nuestro ordenamiento jurídico otorgó carácter de 

acreedoras de tributos a algunas entidades corporativas. Siendo las corporaciones 

acreedoras de determinados tributos a su favor, a estos tributos que se cobran se les 

denominará “tributos corporativos”.  

Resulta indispensable conocer en primer lugar el concepto de corporaciones, 

esto  permite tener un mejor panorama de los tributos corporativos y la determinación 

de los mismos.  Sobre las corporaciones ha expresado la Sala Constitucional lo 

siguiente:  

“En síntesis y siguiendo la doctrina del Derecho público costarricense la 

corporación es un ente público constituido por la personificación de un grupo de 
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base que lo dirige y domina, integrado por personas legalmente calificadas para 

ello y servido por un colegio gobernante de su elección para la satisfacción de 

las necesidades del grupo; la corporación puede ser de origen voluntario 

(sociedades y asociaciones en Derecho Privado) u obligatoria (entes territoriales 

públicos entre otros) 294”. 

En este sentido la corporación se constituye como un ente público. Para la Sala 

Constitucional y la doctrina del Derecho Público Costarricense en las corporaciones 

predominan características como: 

“a) la existencia de un grupo integrado por miembros calificados como tales a 

partir de una cualidad personal distintiva, que otorga derecho subjetivo a pertenecer al 

grupo y que conlleva, además, un estatus especial, incluyente de deberes y derechos 

que escapan total o parcialmente a quienes no lo tienen, ni integran, por ello mismo el 

grupo;  

b) la erección del grupo en un ente jurídico (con personalidad), exponente de los 

intereses del grupo y llamado a satisfacerlos, cuya organización está compuesta por 

dos órganos de función y naturaleza diversas : una asamblea general o reunión del 

grupo, que es el órgano supremo de la entidad, de funcionamiento periódico o 

extraordinario, que tiene por cometido resolver en última instancia todos los asuntos 

encargados al ente y dictar sus decisiones fundamentales (programas, presupuestos, 

normas, etc.) y un cuerpo colegiado, llamado consejo o junta directiva, que, dentro del 

marco del ordenamiento y de las decisiones y reglas dictadas por la asamblea general, 
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a la que está subordinado, gobierna y administra los intereses del grupo en forma 

continua y permanente;  

c), el origen electoral y el carácter representativo del colegio gobernante, en 

relación con el grupo de base. La junta directiva o consejo administrativo ordinario son 

electos por la asamblea general y representan su voluntad”. 295 

Las corporaciones pueden ser sujetos activos de tributos, y por lo tanto pueden 

ejercer las potestades de recolección, fiscalización y determinación de los tributos que 

la ley les conceda. Sobre el tema ha dicho la Procuraduría General de la República 

que:  

“Establece la Procuraduría en el dictamen N° C-076-91 de 9 de mayo de 1991 

que los elementos materiales de las Administraciones Tributarias son el poder recaudar 

y fiscalizar el tributo, esto implica determinar, liquidar y revisar un tributo ya 

determinado.    La condición objetiva es el ser el sujeto activo del tributo. De ese hecho 

se acepta que la administración tributaria" puede ser un ente público distinto del 

Estado, en tanto sea sujeto activo del tributo, respecto del cual ejerza las facultades de 

percepción y fiscalización, que le permitan administrarlo en concreto296”. 

En este sentido las corporaciones, al ser entes públicos distintos del Estado, al 

tener a su favor un tributo establecido por ley, pueden ser sujetos activos, y convertirse 

en Administraciones tributarias, con facultad de ejercer las potestades de 

determinación de los tributos que les corresponde.    

                                            
295

 Voto 5483-95 de la Sala Constitucional. Op cit.  
296

 Procuraduría General de la República. Dictamen N° C-076-91 de 9 de mayo de 1991. 
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Es así como las corporaciones se convierten en verdaderas Administraciones 

Tributarias, ya al ejercer las funciones tributarias, y ser acreedores del tributo, el 

ordenamiento jurídico les da tal condición. En esta misma línea ha expresado la 

Procuraduría General de la República:  

"De la relación de los artículos 11, 14 y 99 del Código de Normas y 

Procedimientos Tributarios, se tiene entonces, que la condición de Administración 

Tributaria en el ordenamiento jurídico costarricense se define a partir de elementos 

materiales, tales como el ejercicio de determinadas funciones tributarias, junto con la 

condición de ser sujeto acreedor del tributo, independientemente, de que sea el fisco 

(Estado) u otros entes públicos297. 

Es así como las corporaciones que son acreedoras de tributos y que ejercen 

determinadas funciones tributarias, pueden ser consideradas como Administraciones 

Tributarias.  

Teniendo claro en lo que consiste una corporación, y su facultad de convertirse 

en Administración Tributaria si tiene un tributo legalmente establecido a su favor, es 

preciso entrar a ver los procedimientos determinativos de estos tributos.  

Es importante tener presente que las corporaciones usualmente son acreedoras 

de impuestos que podemos catalogar como contribuciones parafiscales, las cuales 

fueron explicadas en la sección anterior.  

Para efectos de esta tesis se tomará una muestra de las corporaciones en Costa 

Rica que tienen a favor tributos. Entre las que se estudiarán se encuentran: el Banco 

                                            
297

 Procuraduría General de la República. Dictamen N° C-035-2002  4 de febrero de 2002 
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Popular y de Desarrollo Comunal; los colegios profesionales que para nuestros efectos 

tomaremos como muestra el Colegio de Abogados; el Instituto del Café de Costa Rica; 

la Liga Agrícola e Industrial de la Caña de Azúcar; y  la Corporación Bananera 

Nacional.  

4.1 PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN E IMPUGNACIÓN DE LOS 

TRIBUTOS DEL BANCO POPULAR Y DE DESARROLLO COMUNAL. 

4.1.1 Generalidades de los tributos a favor del Banco Popular: 

La Ley Orgánica del Banco Popular  y el Reglamento a la misma establecen que 

el fondo de trabajo estará conformado por un aporte del patrono correspondiente al  

0.5% sobre las remuneraciones y un 1% que debe pagar el trabajador.298 

Los patronos pagan estas cuotas a la CCSS, quien es la encargada de realizar 

la recaudación. Una vez realizado el cobro en los siguientes 3 meses envía al Banco 

Popular lo recaudado, y este a su vez traslada a las operadoras de pensiones el monto 

que le corresponde según el artículo 13 de la Ley de Protección al trabajador, el cual 

versa de la siguiente manera:  

“ARTÍCULO 13. Recursos del Régimen  

El Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias se financiará con los 

siguientes recursos:  

a) El uno por ciento (1%) establecido en el inciso b) del Artículo 5 de la Ley 

Orgánica del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, N° 4351, del 11 de julio de 1969, 

luego de transcurrido el plazo fijado por el Artículo 8 de esa Ley.  

                                            
298

 Ley orgánica del Banco Popular y de Desarrollo Comunal. Del 11 de Julio de 1969. Art. 5 
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b) El cincuenta por ciento (50%) del aporte patronal dispuesto en el inciso a) del 

Artículo 5 de la Ley Orgánica del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, N° 4351, del 

11 de julio de 1969, luego de transcurrido el plazo fijado por el Artículo 8 de esa misma 

Ley.  

c) Un aporte de los patronos del uno coma cinco por ciento (1,5%) mensual 

sobre los sueldos y salarios pagados, suma que se depositará en la cuenta individual 

del trabajador en la operadora de su elección.  

d) Los aportes provenientes del Fondo de Capitalización Laboral, según lo 

establecido en el Artículo 3 de esta Ley.  

Sobre los recursos referidos en el inciso a) del presente Artículo, el Banco 

Popular y de Desarrollo Comunal reconocerá una tasa de interés fijada por su Junta 

Directiva Nacional. Dicha tasa no podrá ser inferior a la inflación medida por el Índice 

de Precios al Consumidor, ni mayor que la tasa activa para préstamos de vivienda de 

interés social del Banco299”. 

 
En cuanto a la información de los contribuyentes, la CCSS trasmite mediante el 

SICERE toda la información correspondiente a los aportes al Régimen Obligatorio de 

Pensiones Complementarias (ROP) y el Fondo de Capitalización Laboral (FLC), los 

cuales son financiados con las contribuciones parafiscales que pagan los trabajadores 

y patronos, que se establecieron en los párrafos anteriores.  

                                            
299

 Ley de Protección al Trabajador. Del 18 de febrero del 2000. Art. 13.  
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4.1.2 Inexistencia del procedimiento de determinación de oficio de los tributos 

del Banco Popular. 

El Banco Popular, no realiza determinación de oficio de los tributos establecidos 

en su Ley Orgánica, reglamento y Ley de Protección al Trabajador.  

Al no tener un procedimiento de fiscalización ni de determinación del impuesto, 

el Banco popular simplemente se somete a lo que la CCSS le reporta. El Banco 

Popular parte del principio de que los aportes están al día y por lo tanto no realiza 

ninguna determinación sobre este porcentaje.  

La fiscalización de estos tributos ha dejado de ser una prioridad para el Banco y 

le presta muy poca atención al problema, tanto es así que la mayoría de los 

funcionarios desconocen del tema.  

En parte esto se debe a que la Sala Constitucional declaró inconstitucional parte 

del artículo 13 de la Ley Orgánica del Banco Popular el cual establecía lo siguiente:  

“Artículo 13.- de la Ley Orgánica del Banco Popular y de Desarrollo 

Comunal. 

[...] “A efecto de compulsar el pago de lo adeudado por omisión o mora, los 

inspectores del Banco tendrán carácter de autoridad, con los deberes y atribuciones 

que se especifican en los artículos 89 y 94 de la Ley Orgánica del Ministerio de Trabajo 

y Seguridad Social...300" 

Sobre este artículo la Sala Constitucional en reiteradas ocasiones ha 

expresado:   

                                            
300

 Ley Orgánica del Banco Popular. Op cit. Art. 13.  
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“(…) La situación del artículo 13 inciso 3), de la Ley Orgánica del Banco Popular 

y de Desarrollo Comunal, pues éste último -como lo ha dicho la Sala-“...no es más que 

una institución gremial, de base corporativa,  en el que todos los propietarios tienen 

idénticos derechos frente a la corporación, derechos que deben ser proporcionados al 

ahorro obligatorio que impone la ley de creación...” (sentencia número 1267-96 de las 

doce horas seis minutos del quince de marzo de este año), amén de que, aunque sería 

posible sostener su derivación del capítulo de derechos y garantías sociales de la 

Constitución Política, lo cierto es que -contrario a lo que ocurre con el Ministerio de 

Trabajo y la Caja Costarricense del Seguro Social- la existencia y sostenimiento del 

Banco Popular y de Desarrollo Comunal no es fundamental para el desarrollo de 

la sociedad costarricense tal y como ésta ha sido delineada en nuestra Carta 

Política por el Constituyente. En este caso, es procedente acoger la solicitud de 

declaratoria de inconstitucionalidad del artículo 13 inciso 3) de la Ley Orgánica 

del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, pues se entiende que en el caso de 

los Inspectores del Banco Popular, hay un exceso en las facultades concedidas, 

dado que -frente a la garantía contenida en el artículo 24 Constitucional301- su 

                                            
301

“ARTÍCULO 24.- Se garantiza el derecho a la intimidad, a la libertad y al secreto de las 

comunicaciones. 
    Son inviolables los documentos privados y las comunicaciones escritas, orales o de cualquier otro tipo 
de los habitantes de la República. Sin embargo, la ley, cuya aprobación y reforma requerirá los votos de 
dos tercios de los Diputados de la Asamblea Legislativa, fijará en qué casos podrán los Tribunales de 
Justicia ordenar el secuestro, registro o examen de los documentos privados, cuando sea absolutamente 
indispensable para esclarecer asuntos sometidos a su conocimiento. 
    Igualmente, la ley determinará en cuáles casos podrán los Tribunales de Justicia ordenar que se 
intervenga cualquier tipo de comunicación e indicará los delitos en cuya investigación podrá autorizarse 
el uso de esta potestad excepcional y durante cuánto tiempo. Asimismo, señalará las responsabilidades 
y sanciones en que incurrirán los funcionarios que apliquen ilegalmente esta excepción. Las resoluciones 
judiciales amparadas a esta norma deberán ser razonadas y podrán ejecutarse de inmediato. Su 
aplicación y control serán responsabilidad indelegable de la autoridad judicial. 
    La ley fijará los casos en que los funcionarios competentes del Ministerio de Hacienda y de la 
Contraloría General de la República podrán revisar los libros de contabilidad y sus anexos para fines 
tributarios y para fiscalizar la correcta utilización de los fondos públicos. 
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motivación y fines no alcanzan a ser lo suficientemente relevantes para el 

bienestar del conglomerado social, como para justificar tales poderes de 

intervención en la vida privada de las personas, aparte de que como se dijo 

anteriormente no poseen ningún ligamen directo con alguna norma constitucional de la 

que pretendan ser una derivación. (…)  Observa la Sala que la principal diferencia 

incluida en la reforma al artículo 24 de la Carta Fundamental, introducida en mayo de 

este año mediante la ley número 7607, se refiere al establecimiento expreso de la 

posibilidad de que otros órganos de la Administración Pública puedan -en cumplimiento 

de sus competencias y para la consecución de fines públicos- revisar los documentos 

privados de los administrados, pero ello bajo la condición que tanto dichos órganos 

como las clases de documentos revisables, fueran identificados expresamente en una 

“ley especial aprobada por dos tercios del total de los Diputados”; . Asimismo, la 

situación del artículo 13 inciso 3) de la Ley Orgánica del Banco Popular, tampoco varía 

del todo, en el sentido de resulta inconstitucional frente al contenido material de la 

garantía, y la única forma de legitimar las potestades de los Inspectores del Banco 

Popular, sería mediante la promulgación de la ley a que se hace referencia en el 

penúltimo párrafo del artículo 24 Constitucional; como ello no ha ocurrido, la infracción 

resulta demostrada y así debe declararse302.” (Negrita no es original). 

                                                                                                                                             
    Una ley especial, aprobada por dos tercios del total de los Diputados, determinará cuáles otros 
órganos de la Administración Pública podrán revisar los documentos que esa ley señale en relación con 
el cumplimiento de sus competencias de regulación y vigilancia para conseguir fines públicos. Asimismo, 
indicará en qué casos procede esa revisión. 
    No producirán efectos legales, la correspondencia que fuere sustraída ni la información obtenida como 
resultado de la intervención ilegal de cualquier comunicación”. 
(Así reformado por el artículo 1° de la ley N° 7607 de 29 de mayo de 1996) 
302 Voto 6497-96  de la Sala Constitucional  de las once horas cuarenta y dos minutos del dos de 
diciembre de mil novecientos noventa y seis. Reiterado en el Voto 8587 de las catorce horas con 
cincuenta y cinco minutos del cuatro de setiembre del dos mil dos. 
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Es así como la Sala declaró inconstitucional la potestad tributaria de los 

inspectores del Banco Popular de requerir información a los sujetos pasivos, 

argumentando que se está violentando su derecho a la intimidad, consagrado en el 

artículo 24 de la Constitución Política.  

La Sala sustenta esta posición en dos argumentos. El primero de ellos en que el 

Banco Popular no es esencial para el desarrollo de la sociedad costarricense. Es decir 

el Banco Popular no es órgano vital para que la sociedad pueda funcionar bien, por lo 

que a contrario sensu  se podría decir que es prescindible y su inexistencia no 

conllevaría  un menoscabo en la sociedad costarricense.  

El otro motivo que expone la Sala se sustenta en que para que una ley pueda 

otorgarle a un órgano de la Administración, la potestad de revisar documentos y por lo 

tanto estar entre las excepciones que establece el artículo 24 de la Constitucional, 

facultado el quebrantamiento del derecho a la intimidad, debe  ser aprobada por dos 

tercios del total de los diputados. Por lo tanto debe haber una mayoría calificada de los 

diputados para que se pueda promulgar una ley que permite al Banco Popular realizar 

inspecciones de las cuotas obrero-patronales que se pagan según su ley. Y al no 

haberse aprobado  la Ley Orgánica del Banco Popular, mediante votación especial, no 

le es posible realizar inspecciones ni solicitar información a los contribuyentes y sujetos 

pasivos, según el criterio de la Sala.  

Es por esto que se puede concluir que no existe un procedimiento de 

determinación de oficio de las obligaciones tributarias a favor del Banco Popular, y por 
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lo tanto tampoco hay un recurso de revocatoria contra el acto final de determinación, ya 

que la misma no se realiza.  

Se puede extraer de lo anterior que el caso del Banco Popular es muy particular 

ya que por un lado se le establece como acreedor de un tributo (contribución 

parafiscal), y por el otro no se le da la potestades de una verdadera Administración 

tributaria, ya que no se le permite fiscalizar ni determinar la contribución. De esta forma 

se puede afirmar que el Banco Popular es una administración tributaria incompleta, ya 

que la Sala le quito muchas de sus potestades como tal.  

Es por esto que el criterio de la Sala puede ser cuestionado, ya que al ser el 

Banco Popular, acreedor de un tributo, debería reconocerse su carácter de 

Administración Tributaria, con los elementos materiales que esto representa, 

incluyendo las potestades, derechos y obligaciones.  

Resulta indispensable resolver este conflicto, ya que el tributo del Banco Popular 

no está siendo fiscalizado, ni determinado, lo que está en contraposición del sistema 

tributario costarricense. Para solucionar esto, el legislador tiene dos opciones, la 

primera es eliminar el tributo en el cual el  Banco Popular es ente acreedor de la 

obligación tributaria, en segundo lugar puede dar el carácter de Administración 

Tributaria al Banco, con todas las potestades que esto conlleva. Lo anterior es 

pertinente para eliminar el estado de incertidumbre en que se encuentra en estos 

momentos el Banco Popular y los propios contribuyentes. 
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4.2. PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN E IMPUGNACIÓN DE LOS 

TRIBUTOS DE COLEGIOS PROFESIONALES. EL CASO DEL COLEGIO DE 

ABOGADOS.  

4.2.1 Las cuotas de colegiatura como figuras tributarias.  

Es imprescindible para poder comprender  de una mejor manera los tributos que 

recaudan los colegios profesionales  (entre ellos el Colegio de Abogados),  tener 

presente el propósito y naturaleza de estas corporaciones.  

Sobre el tema se ha referido la Sala Constitucional expresando lo siguiente:  

"(…) el propósito de los colegios profesionales es hacer valer intereses de los 

miembros de una determinada profesión, que constituyen, obviamente, un grupo 

privado y sectorial, no una colectividad pública estrictamente tal. El fin inmediato de una 

Corporación lo constituye la atención de los intereses de sus miembros, que es 

precisamente lo propio de este tipo de personas jurídicas. Por ello lo propio de los 

Colegios es defender los ámbitos competenciales de las respectivas profesiones, y aun 

procurar extenderlos, luchar contra el ejercicio indebido y las competencias desleales, 

perfeccionar las condiciones de ejercicio profesional, promover la cooperación y ayuda 

entre sus miembros, la protección mutual y la asistencia social de los mismos y sus 

familiares, desarrollar su formación y promoción, etc.- Es evidente que todos estos son 

fines privados, pero que no excluye la posibilidad de que con frecuencia incidan sobre 

regulaciones públicas (las regulaciones de las profesiones) y sobre esta base privada 

se produce con el fenómeno adicional, que no afectando a la sustancia de estos entes, 

es lo que ha sólido justificar su inclusión en la categoría de Administraciones Públicas, 
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aportando otro grave factor de equivocidad, como lo es la atribución a los mismos por 

el ordenamiento jurídico, o por delegaciones expresas de la Administración, de 

funciones que normalmente son propias de ésta; esto es, utilizar a estas Corporaciones 

según la técnica de la "auto-administración", confiriéndoles facultades en el orden 

administrativo a ejercer sobre sus propios miembros. Así, a los Colegios profesionales 

se les asigna como norma el control objetivo de las condiciones de ingresos en la 

profesión y la potestad disciplinaria sobre sus miembros y no cabe duda que la 

encomienda de estas funciones públicas juega con frecuencia como causa 

determinante de la creación de Corporaciones públicas sectoriales o colegios. En 

realidad se trata de verdaderos agentes de la Administración (descentralización) de la 

que reciben, por delegación, el ejercicio de algunas funciones propias de aquélla y 

controladas por ella misma”303.  

Como se puede extraer del fragmento anterior, los Colegios Profesionales se 

constituyen como Administraciones Públicas, aunque tengan algunas características de 

privadas. Y esto debido a que cumplen con los requisitos para considerar que poseen 

personalidad jurídica pública, los cuales según la Sala Constitucional son los 

siguientes:  

a) Pertenecen a la categoría de corporaciones: A diferencia de las 

asociaciones son creados (y se extinguen); y son ordenados por el poder público 

(mediante acto legislativo) y no por la voluntad pura y simple de los agremiados. El 

acto legislativo fundacional señala, invariablemente, los fines corporativos 

                                            
303

 Voto 5483-95 de la Sala Constitucional de las nueve horas treinta y tres minutos del seis de octubre 
de mil novecientos noventa y cinco. 
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específicos que se persiguen y la organización básica bajo la que funcionará el 

Colegio. 

b) La pertenencia obligatoria al Colegio: Para poder ejercer la profesión, por 

ejemplo de abogado es necesario estar inscrito en el colegio.  

c) La sujeción a la tutela administrativa 

d)  El ejercer competencias administrativas por atribución legal. 

Asimismo, doctrinariamente se ha establecido que en las corporaciones 

concurren nociones fundamentales tales como:  

1.  Carácter institucional.  

2. Base asociativa. 

3.  Carácter forzoso.  

4.  Doble interés a gestionar: el general de naturaleza público; y el de 

sus miembros304. 

Por lo tanto, aunque los colegios profesionales persigan algunos fines privados, 

las corporaciones tienen naturaleza jurídica de Administración Pública, pero solo 

cuando ejercen funciones administrativas tales como la potestad reglamentaria sobre el 

ejercicio de la profesión; la de gobierno y administración en cuanto al régimen interno; 

la de representación; la jurisdiccional, que se concreta en juzgar las infracciones del 

                                            
304

 ENTRENA CUESTA (Ramón). Curso de Derecho Administrativo. Editorial Tecnos, Madrid, 1966 
páginas 334.  
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orden corporativo e imponer las sanciones disciplinarias correspondientes; y la de 

fiscalización del ejercicio profesional305.  

Los colegios Profesionales no sólo se constituyen como Administraciones 

Públicas, sino que también tienen la potestad de constituirse en administraciones 

Tributarias cuando debe recaudar tributos, tales como las cuotas de la colegiatura.  

En relación con la naturaleza jurídica  de las cuotas, la doctrina no ha sido 

homogénea,  hay quienes las conceptualizan como obligaciones legales (excluyendo la 

naturaleza tributaria). En la doctrina Española y Argentina se encuentra este tipo de 

pensamiento. Por ejemplo Hutchinson expresa que las cuotas no son “el resultado de 

una potestad fiscal, sino del consentimiento de los miembros de la Asociación, 

expresado a través de la mayoría306”. 

Por otro lado, hay quienes consideran que las cuotas se tratan de contribuciones 

parafiscales, dándole connotación tributaria a esta figura.  Es así como ha establecido 

la doctrina italiana que:  

"La necesaria pertenencia a los Colegios Profesionales tiene, como es sabido, la 

consecuencia lógica de la existencia de las cuotas obligatorias para su sostenimiento. 

Es general, de otro lado, en la doctrina italiana la afirmación de la naturaleza pública y 

tributaria de las cuotas colegiales, cuya recaudación, en algunos casos, (…) se lleva a 

cabo, precisamente, aplicando la normativa recaudatoria de los impuestos directos; en 

otros casos, por el contrario, en el supuesto de falta de pago, el Colegio deberá acudir 
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 Voto 5483-95 de la Sala Constitucional de las nueve horas treinta y tres minutos del seis de octubre 
de mil novecientos noventa y cinco.  
306

 HUTCHINSON (Tomás). Las Corporaciones Profesionales, Buenos Aires, Fundación de Derecho 
Administrativo, 1982, P. 93 
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a la autoridad judicial, lo que, por lo demás, vuelve a subrayar la naturaleza tributaria 

de dichas cuotas307."  

En el ámbito costarricense, tanto la Sala Constitución como la Procuraduría 

General de la República, están a favor de la tesis que enmarca a las cuotas de la 

colegiatura como obligaciones legales y no tributarias.  

En este sentido ha expresado la Sala Constitucional que: 

"El deber de sufragar los gastos del colegio, como entidad de interés público en 

el control del ejercicio de la profesión, también ha sido analizado in extenso y esta Sala 

ha concluido que se trata de una consecuencia necesaria de la obligatoriedad de la 

pertenencia. No sólo existe el deber legalmente establecido de sufragar las cuotas de 

sostenimiento del Colegio, sino que es suficiente que la misma ley atribuya a la Junta 

Directiva el deber de sancionar, de conformidad con el detalle establecido en los 

reglamentos respectivos, a los miembros que incumplan con ello308". 

En esta misma línea se ha pronunciado la Procuraduría General de la República 

de la siguiente manera: 

“Llegados a este punto, podemos concluir que la cuota de colegiatura, en 

relación con las corporaciones profesionales, deviene para el agremiado en una 

obligación legal, sin que pueda imputarse la naturaleza de contribución 

parafiscal, en tanto el monto o tarifa de la misma no se haya fijado por el legislador. De 

                                            
307 CARRO FERNÁNDEZ-VALMAYOR (José Luis=, La Problemática de los Colegios Profesionales en el 

Derecho Comparado (Francia, Italia, Alemania) en Los Colegios Profesionales a la Luz de la 
Constitución, Madrid, Editorial Civitas S.A., 1996, pp. 46-47. Citado por Procuraduría General de la 
República. Dictamen C-267-2003 del10 de setiembre del 2003 
308

 Voto número  2251-96 de la Sala Constitucional  de las 15:33 del 14 de mayo de 1996. 
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ello que tampoco pueda conferírsele naturaleza de administración tributaria al colegio 

respectivo en el control y fiscalización de esta obligación (ver dictamen C-133-2003, 

a contrario sensu)”.309 

Es así como la Sala y la Procuraduría llegan a la conclusión de que el pago de 

las cuotas de la colegiatura es una obligación legal, la cual se sustenta en la necesidad 

de preservar la existencia del colegio.  

Sin embargo, pese a los argumentos, es preciso anotar que tanto la Sala como 

la Procuraduría no entraron a conocer  “voluntariedad en cuanto a su cumplimiento”, el 

cual es vital para entrar a distinguir la figura tributaria de otras figuras como los precio 

público, ya que si coactivamente una persona está obligada a pagar es necesariamente 

un tributo, si puede o no pagar es un precio público o un precio privado.   

En este sentido, si una prestación pecuniaria es forzosa para el sujeto obligado, 

se está en presencia de un tributo, ya que no importa si está de acuerdo o no debe 

pagarla por imperativo legal. Si la prestación pecuniaria, dispuesta por la ley está sujeta 

a la aceptación voluntaria del sujeto pasivo, estamos en presencia de un precio público, 

y por lo tanto no es una obligación tributaria. El carácter tributario, con relación al 

Timbre del Colegio de Abogados, que debe pagarlo con relación a actos y contratos 

quienes lo celebren, es innegable.  

Ambas figuras deben estar autorizadas por ley, en virtud del principio de 

legalidad, en cuanto a sus elementos constitutivos los cuales son: sujetos, hecho 

generador, tarifa o quantum. El principio de reserva de ley tributaria está referido a los 
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 Procuraduría General de la República. Dictamen C-267-2003 del10 de setiembre del 2003 
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tributos estrictamente; pero los precios públicos deben estar autorizados por ley 

(cumpliendo con el principio de legalidad).  

En virtud de los argumentos anteriores, nuestra posición es que las cuotas de la 

colegiatura y el Timbre del Colegio de Abogados son figuras tributarias, y las 

categorizaremos como exacciones parafiscales. Se reafirma, aún más, nuestra tesis, 

cuando constatamos que quien no paga el impuesto de timbre mencionado, se hace 

acreedor al pago de una multa, que es (al igual que el pago del timbre), una prestación 

pecuniaria forzosa de evidente naturaleza tributaria. 

4.2.2 El caso del Colegio de Abogados: 

El colegio de Abogados se financia en parte por las contribuciones que se 

establecen a cargo de sus miembros310, tales como las cuotas.  

Los abogados que forman parte del Colegio deben pagar una cuota mensual la 

cual se destina a formar el Fondo de Mutualidad y Subsidios del Colegio de Abogados 

y el Fondo Común del Colegio311. El monto de las cuotas es fijo e igual para todos los 

abogados, e incrementa todos los años. Para el año 2013 por ejemplo, el monto 

corresponde a  ¢3.900. Las cuotas mensuales pueden ser satisfechas por los 

contribuyentes hasta el último día de cada mes312.  

En caso de que exista un atraso mayor de 6 meses en las cuotas de mutualidad 

y de 2 meses en las cuotas de seguros, se reconviene al abogado y se le da un plazo 

                                            
310

 Ley Orgánica del Colegio de Abogados. Del 28 de octubre de 1941. Art. 29.  
311

 Ley Orgánica del Colegio de Abogados. Op cit. Art. 30.  
312

 Reglamento Interno del Colegio de Abogados. Del 17 de Mayo de 1999. Art. 104.  
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de un mes para que pague, si al vencimiento del término no cumple, se suspende y 

queda inhabilitado para el ejercicio de sus funciones como abogado. 

 La suspensión se realiza mediante una resolución de la Directiva del Colegio, en 

caso de que el abogado sea litigante; si fuese un funcionario o empleado judicial por 

una resolución de la Corte Suprema de Justicia. Esta resolución no tiene recurso y se 

publica en el Boletín Judicial.  

La suspensión surte efectos a partir del día siguiente de su publicación y 

subsiste hasta que no se publique un aviso del tesorero del Colegio donde se indique 

que han sido canceladas las cuotas atrasadas más una multa de un 25%313. 

Además de las cuotas de la colegiatura, el Colegio cobra los timbres, los cuales 

son considerados como tributos. El timbre constituye un aporte de honorarios de los 

profesionales y su producto ingresa a los fondos del Colegio de Abogados. Estos 

timbres son contribuciones obligatorias de los profesionales a favor de la Corporación 

para su sostenimiento.314 Realmente creemos que es una ficción legal, que quien paga 

el impuesto de timbre es el profesional y no el cliente (al calificarse como parte de sus 

honorarios).  

Los timbres se pagan con ocasión de los procesos judiciales, excluidas las 

materias laboral, familia y penal. Además se paga en todos los instrumentos públicos 

                                            
313

 Ley Orgánica del Colegio de Abogados. Op cit. Art. 33.  
314 Decreto Ejecutivo No. 36562-JP  Arancel De Honorarios Por Servicios Profesionales De Abogacía Y 

Notariado de 31 de enero del 2011. Publicado en La Gaceta No. 95 de 18 de mayo del 2011.Art. 102. 
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notariales relativos a actos o contratos (sean inscribibles en el registro público o no) y 

certificaciones de los notarios315.  

En caso de que el timbre no se pague o no se pague completo, las oficinas 

administrativas y  los Tribunales de Justicia  al percatarse de que no se ha pagado 

bien, previenen del pago al abogado, el cual tiene 10 días para hacerlo, de no hacerlo 

no será escuchado en los Tribunales, y en caso del registro de prendas y de propiedad 

de vehículos se tiene el documento como defectuoso316.  

Para las actuaciones de los abogados en los procesos los montos a pagar por 

concepto de timbres son:   

  
Rangos Monto a pagar 

De 0 – 250,000 Exento 

De 250,000 a 1,000,000 1,000 

De 1,000,000 a 5,000,000 2,000 

De 5,000,000 a 25,000,000 5,000 

De 25,000,000 a 50,000,000 10,000 

De 50,000,000 a 100,000,000 15,000 

De 100,000 a 500,000,000 25,000 

Más de 500,000,000 50,000 

                                            
315

 Decreto Ejecutivo No. 36562-JP  Arancel de Honorarios por Servicios Profesionales de Abogacía y 
Notariado. Op cit. Art. 103.  
316

 Ley que Crea Timbre del Colegio de Abogados y Reforma Ley Timbre Forense del 14/06/2006. Art. 4 
y 7      
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4.2.2 Inexistencia del procedimiento determinativo de los tributos a favor del 

Colegio de  abogados: 

 No  existe un procedimiento de determinación de los tributos a favor del Colegio 

de abogados. Esto se debe en primer lugar a que el mismo Colegio no se reconoce 

como una administración tributaria, ya que la polémica alrededor de si las cuotas de la 

colegiatura son o no de naturaleza tributaria ha dificultado a que el Colegio se visualice 

como acreedor de un tributo.  

Además la inexistencia del procedimiento determinativo se debe a que los 

tributos que cobra el Colegio (cuotas de colegiatura y timbres) poseen montos fijos. En 

el caso de las cuotas es un monto igual para todos los abogados, y al ser un monto fijo 

no admite variables para determinar mediante un procedimiento, en caso de que se 

pague el monto, se tiene como cancela la obligación, y en caso de que no se pague o 

se pague incompleto, no es necesario un procedimiento para determinar el monto a 

pagar ya que la diferencia resulta obvia.  

En el caso de los timbres, se tiene el mismo principio. Los montos son fijos en 

relación a la cuantía  de los procesos o del acto notarial que se está realizando. Sin 

embargo no en caso de que se considere que los timbres no se han pagado de la 

forma correcta, no es el colegio quien actúa, sino que los  tribunales de justicia hacen la 

prevención de que no se han pagado de forma adecuada los timbres.  
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4.3 PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN E IMPUGNACIÓN DE LOS 

TRIBUTOS DEL INTITUTO DEL CAFÉ DE COSTA RICA. 

4.3.1 El impuesto a las exportaciones del café a favor del ICAFÉ:  

El instituto del Café de Costa Rica (en adelante ICAFÉ), es la corporación 

encargada de todo lo relativo al café en nuestro país. Por lo tanto todos los sujetos, 

sean productores, beneficiadores, exportadores, torrefactores e industriales que 

realicen cualquier proceso ulterior del café, deben estar inscritos en dicha 

corporación317.  

Es así como todos los contratos que se realicen entre los sujetos deben estar 

previamente autorizados por el ICAFE. Para autorizar estos contratos el ICAFE controla 

y verifica que todos los datos suministrados sean correctos y acordes a la realidad, 

además corrobora que el contrato realmente se pueda realizar verificando que los  

sujetos que participan en la transacción de que se trate estén inscritos en el ICAFÉ y 

que el precio se encuentre entre los estándares normales de mercado.  

Es importante aclarar que los sujetos que no estén inscritos en el ICAFÉ no 

pueden celebrar contratos con el café, ni realizar ninguna transacción con el producto, 

ya que de lo contrario estaría sujeto a pagar una multa, la cual tiene un importe de 5 

veces el precio promedio nacional por kilogramo, además de un posible decomiso del 

café.318 

                                            
317 Ley Sobre Régimen De Relaciones Entre Productores, Beneficiadores Y Exportadores De Café. Ley 

número 2762 del 21 de Junio de 1961. Art. 10.  
318

 Ley Sobre Régimen de Relaciones entre Productores, Beneficiadores y Exportadores de Café. Op cit. 
Art. 117.  
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El ICAFE tiene a su favor  un impuesto a las exportaciones, el cual es de  un 

“1.5% del valor del FOB319 del café que se exporte, por cada unidad de 46 kilogramos 

de café oro o su equivalente. De este monto, se destinará un uno por ciento (1%) al 

mantenimiento administrativo y a las investigaciones del Instituto del Café de Costa 

Rica; el porcentaje restante se utilizará, de manera exclusiva, para realizar actividades 

de promoción, diversificación y de desarrollo sostenible de la actividad cafetalera 

nacional”320.  Este impuesto es pagado por el exportador y no puede transferirlo a los 

productores, bajo la sanción de cancelación de licencia de la exportación si realizan la 

transferencia.  

El impuesto que recauda el ICAFE grava las exportaciones del café, y para 

poder realizar una exportación debe existir un contrato donde el exportador adquiere 

previamente el café que desea exportar y además un contrato de venta al exterior con 

el comprador de la exportación o en su defecto con la sucursal en el extranjero.  

Las negociaciones que realicen los beneficiadores y los exportadores deben 

regirse por la Ley Sobre Régimen de Relaciones entre Productores, Beneficiadores y 

Exportadores de Café y su Reglamento, igualmente cuando el mismo beneficiador es 

exportador queda sujeto a dicha ley.  

Los contratos que se realicen con el café para exportación deben ser escritos, 

para su perfeccionamiento y ejecución y además deben estar aprobados e inscritos 

                                            
319

  “Definición Valor FOB: Se utiliza para valorar las Exportaciones y se define como "libre a bordo". Se 
refiere al Valor de Venta de los productos en su lugar de origen más el Costo de los fletes, seguros y 
otros Gastos necesarios para hacer llegar la Mercancía hasta la Aduana de salida”. Extraído de 
Diccionario de eco-finanzas disponible en:  http://www.eco-finanzas.com/diccionario/V/VALOR_FOB.htm. 
Visitada el 18 de abril de 2013.  
320

 Ley Sobre Régimen de Relaciones entre Productores, Beneficiadores y Exportadores de Café. Op cit. 
Art. 108.  

http://www.eco-finanzas.com/diccionario/V/VALOR_FOB.htm
http://www.eco-finanzas.com/diccionario/E/EXPORTACIONES.htm
http://www.eco-finanzas.com/diccionario/V/VALOR.htm
http://www.eco-finanzas.com/diccionario/V/VENTA.htm
http://www.eco-finanzas.com/diccionario/C/COSTO.htm
http://www.eco-finanzas.com/diccionario/C/CONCEPTO_DE_GASTO.htm
http://eco-finanzas.com/diccionario/M/MERCANCIA.htm
http://www.eco-finanzas.com/diccionario/A/ADUANA.htm
http://www.eco-finanzas.com/diccionario/V/VALOR_FOB.htm
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debidamente por el ICAFE321. Una vez que se apruebe el contrato de  compra-venta de 

café y se inscribe, será definitivo.  

Las partes, cuando realicen los contratos, deben consignar el precio real 

pactado, y no se puede deducir ninguna suma, que no sea de la utilidad legítima del 

exportador322. En caso de que el precio consignado no concuerde con los precios 

normales prevalecientes en el mercado, por tratarse de precios muy inferiores a los 

establecidos, el Director Ejecutivo del ICAFE debe someter el contrato a conocimiento 

de la Junta Directiva para que resuelva si lo inscribe o lo rechaza323.  

Una vez sometido el contrato a la junta directiva, la misma debe resolver 

mediante una resolución motivada, si inscribe o no el contrato. Es importante tener 

presente que la Junta Directiva está facultada para solicitar al beneficiador muestras de 

café pertenecientes al contrato por inscribir, y para esto tiene un plazo de 3 días a partir 

de la notificación respectiva. En caso de que el beneficiador no entregue las muestras 

se rechaza el contrato y no hay ningún recurso contra esta resolución. 324 

Si la Junta Directiva una vez analizado el contrato  lo rechaza, el beneficiador 

tiene un plazo de 3 días hábiles contados a partir de la notificación de la resolución, 

para presentar el recurso de revocatoria ante la Junta Directiva. La misma puede 

acogerlo e inscribir el contrato o rechazarlo, mediante una resolución razonada.  En 

caso de ser rechazado el recurso, el ICAFE puede comprar el café (producto del 

                                            
321

 Ley Sobre Régimen De Relaciones Entre Productores, Beneficiadores Y Exportadores De Café. Op 
cit. Art.78. 
322

 Ley Sobre Régimen De Relaciones Entre Productores, Beneficiadores Y Exportadores De Café. Op 
cit. Art. 82. 
323

 Ley Sobre Régimen De Relaciones Entre Productores, Beneficiadores Y Exportadores De Café. Op 
cit. Art. 83.  
324

 Ley Sobre Régimen De Relaciones Entre Productores, Beneficiadores Y Exportadores De Café. Op 
cit. Art. 85.  
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contrato que no se desea inscribir) en forma directa, por cualquier precio superior al 

que se tenía en el contrato no inscrito y posteriormente lo puede vender mediante una 

contratación directa. Para poder comprar el café, el ICAFE tiene un plazo de 3 días 

hábiles contados a partir de la resolución del recurso, una vez transcurrido el plazo si el 

ICAFE no lo compró, entonces el contrato anterior (que no se quería inscribir), se 

inscribe de oficio325. 

El precio del contrato entre beneficiario y exportador es relevante para efectos 

de esta tesis ya que el mismo constituye un elemento importante en la cuantificación de 

la base imponible, como se verá más adelante. Es por esto que se consideró relevante 

referirnos a estos contratos para tener claro la base imponible del impuesto.  

En cuanto al segundo contrato, que se da entre los exportadores y sus 

compradores o corresponsales en el exterior, se debe llevar el registro por parte del 

ICAFE. Los datos consignados en esos contratos, los cuales deben ser por escrito, se 

les da carácter de declaración jurada, y por esto deben ser refrendados por ambas 

partes326.   

En este segundo contrato se puede ver como el exportador es como un 

interventor en el negocio ya que traslada el café del beneficiario al extranjero. Es por 

esto que la Ley le permite solamente una utilidad neta que no sea mayor al 2.5% del 

valor de la transacción en los casos en que asuma el riego de fluctuaciones del 

                                            
325

 Ley Sobre Régimen De Relaciones Entre Productores, Beneficiadores Y Exportadores De Café. Op 
cit. Art. 84.  
326

 Ley Sobre Régimen De Relaciones Entre Productores, Beneficiadores Y Exportadores De Café. Op 
cit. Art 92.  



209 
 

mercado por no tener confirmación de la venta en el exterior; y un 1.5% sobre la misma 

base en caso de que actué simplemente como intermediario327.  

Es por esto que el ICAFE debe llevar un control que le permite confrontar los 

precios consignados en los contratos entre beneficiador y exportador, con los contratos 

definitivos de venta en el exterior y en caso de encontrar discordancia hace de oficio las 

rectificaciones pertinentes328. Una vez realizadas se emite una certificación donde 

indique que el exportador tubo mayores utilidades a las dispuestas por ley, y este 

monto de más, percibido por el exportador, se da al beneficiador, el cual lo puede 

cobrar con la misma certificación ya que tiene carácter de título ejecutivo329.  

Todo lo anterior tiene relevancia para la presente tesis ya que el precio del 

contrato de compra-venta de café para exportar entre beneficiario y exportador va a 

determinar el precio del contrato entre el exportador y comprador o agente en el 

exterior; y esto a su vez va a determinar la base imponible del impuesto, y a esta base 

se le aplica un 1.5% para determinar propiamente el monto del impuesto a pagar por el 

exportador.  

Sin embargo es importante aclarar que los procedimientos anteriormente 

estudiados no son procedimientos determinativos, ya que aunque influye directamente 

en la base imponible del impuesto, porque tiene que ver con el precio del café, no se 

está determinando el precio del contrato (base imponible), ni el impuesto por pagar. En 

                                            
327

 Ley Sobre Régimen De Relaciones Entre Productores, Beneficiadores Y Exportadores De Café. Op 
cit. Art 95.  
328

 Ley Sobre Régimen De Relaciones Entre Productores, Beneficiadores Y Exportadores De Café. Op 
cit. Art 96.  
329

 Ley Sobre Régimen De Relaciones Entre Productores, Beneficiadores Y Exportadores De Café. Op 
cit. Art 97.  
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este caso simplemente el ICAFE se limita a aceptar o rechazar el  contrato y en el 

segundo caso, a verificar que la utilidad neta no sea superior a la establecida por ley. 

Pero no es posible considerar ambos procedimientos como determinativos, tomando 

además en cuenta que los procedimientos anteriores en relación a la verificación de los 

contratos, son anteriores a la constitución del hecho generador del impuesto el cual es 

la exportación.  

Resumiendo la base imponible del impuesto la constituye el valor de venta del 

café en Costa Rica más el costo de las utilidades netas del exportador, los fletes, 

seguros, y otros gastos necesario que el café llegue a la Aduana de Salida, y se aplica 

un 1.5% por cada unidad de 46 kilogramos. 

Como se estableció anteriormente la exportación debe ser aprobada por el 

ICAFE para que esta se pueda llevar a cabo, cuando se aprueba se le expide una nota 

técnica al exportador. Una vez aprobada el exportador cuenta con 6 días para cancelar 

el impuesto, después de ese plazo se cobran intereses de mora330. Para la cancelación 

del impuesto el contribuyente debe llevar la nota técnica que dicta el ICAFE y la factura 

de exportación, y el monto del impuesto es determinado por el mismo ICAFE, por lo 

que es una determinación de oficio.  

En este sentido quien determina el impuesto en primera instancia es la misma 

administración tributaria, y lo hace con los datos suministrados por el contribuyente de 

los contratos de exportación. Una vez hecha esta determinación por la administración 

                                            
330 Reglamento a la Ley de Relaciones entre Productores, Beneficiadores y Exportadores de Café. N° 

28018-MAG del 08/07/1999 Art. 79.  
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no existe ningún proceso post facto para determinar la obligación tributaria, sino que se 

quedan con el monto ya establecido.  

En esta misma línea no hay un procedimiento determinativo de oficio del 

impuesto que sirva para fiscalizar a posteriori el correcto cumplimiento de las 

obligaciones tributarias, sino que solo existe un procedimiento en el que la 

Administración es quien determina el tributo en primer y único lugar.  

4.3.2 El recurso de revocatoria contra la determinación de oficio del tributo a 

favor del ICAFE 

Contra la determinación realizada por el ICAFÉ,  la legislación específica no 

establece un recurso de revocatoria, ya que las leyes que regulan la materia son 

escuetas y  poseen vacíos legales.  

Se ha considerado por parte de la institución y de los  contribuyentes del 

impuesto que no existe el recurso de revocatoria contra la determinación del impuesto. 

Hasta el momento no se tiene conocimiento de que algún contribuyente haya  

presentado un recurso de revocatoria en estos casos; sin embargo, al existir un vacío 

legal en la materia es posible la aplicación del CNPT,  el cual se utiliza en forma 

supletoria en materia de tributos, cuando las normas específicas contiene vacíos 

legales, de conformidad con su artículo 1 de ese Código.   

De esta forma el recurso de revocatoria podría interponerse en el plazo de 30 

días posteriores a la determinación, y se debe presentar ante el mismo órgano que 

realiza dicha determinación.  
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4.4 PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN E IMPUGNACIÓN DE LOS 

TRIBUTOS DE LA LIGA AGRÍCOLA E INDUSTRIAL DE LA CAÑA DE AZUCAR.  

4.4.1 Generalidades del Impuesto a favor de LAICA 

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 4 y 5 de la Ley Orgánica de la 

Agricultura e Industria de la Caña de Azúcar N° 7818, la Liga Agrícola Industrial de la 

Caña de Azúcar ( en adelante LAICA) constituye un ente público no estatal. Se trata de 

una corporación con personalidad jurídica propia, sometida al derecho público en el 

ejercicio de sus facultades de imperio y al derecho privado en el ejercicio de las 

actividades de comercialización331. 

La Ley Orgánica de la Agricultura e Industria de la Caña de Azúcar, en su 

artículo 14, establece una contribución obligatoria, es decir un tributo, a favor de LAICA. 

Dicho artículo versa de la siguiente manera:  

“Artículo 14.- Para el mantenimiento, los gastos de operación, la fiscalización, la 

administración y otros egresos de la Liga de la Caña, relacionados con su División 

Corporativa y no comprendidos entre sus actividades de comercialización, así como 

para las inversiones que requiere el cumplimiento de sus fines, se establecen 

contribuciones obligatorias sobre todo el azúcar que se produzca, convertido a 

azúcar crudo de 96° de polarización332. Estas contribuciones se regularán así: 

a) Sobre el azúcar incluido en la Cuota Nacional de Producción de Azúcar, no 

podrán ser inferiores al dos por ciento (2%) ni superiores al cinco por ciento (5%) del 

                                            
331

 Procuraduría General de la República. Dictamen C-188-2000 del 21 de agosto de 2000.  
332

 Azúcar que contiene el noventa y seis por ciento (96%) de su peso en sacarosa. 



213 
 

valor neto que correspondió al azúcar crudo de 96º de polarización, en la zafra 

inmediatamente anterior a la zafra de que se trate. 

b) Sobre los excedentes de azúcar que se produzcan, se aplicará el monto 

resultante en el inciso anterior, si el valor neto de los excedentes fuere igual o superior 

al valor neto del azúcar indicado allí e incluido en la referida Cuota. Cuando fuere 

inferior, el monto de la contribución se reducirá proporcionalmente hasta llegar al 

cincuenta por ciento (50%) del valor neto del indicado azúcar dentro de la Cuota, nivel 

en que se liberará de la contribución. 

Las inversiones a que se refiere el párrafo primero, deberán estar autorizadas 

por la Asamblea General, mediante votación mínima de tres cuartas partes de sus 

miembros. 

El azúcar se convertirá a 96º de polarización mediante el factor técnico que el 

reglamento disponga, tomando en consideración únicamente el diferencial por 

polarización. 

Dentro de los límites indicados en este artículo a la Asamblea General de la 

Liga, le corresponderá fijar el monto de la contribución, que deberá regir, al menos por 

un año azucarero. 

De producirse un empate en la votación de la Asamblea General, se aplicará el 

presupuesto que rigió en el ejercicio anterior, hasta que dicho empate se resuelva 

conforme al artículo 23 de esta ley. 

La recaudación de estas contribuciones obligatorias estará a cargo directamente 

de la Liga, mediante el sistema que determine”333. (Negrita no es original).  

                                            
333

 Ley 7818-Ley Orgánica De La Agricultura e Industria De La Caña De Azúcar del  dos de setiembre  de 
mil novecientos noventa y ocho. Art. 14. 
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Para poder entender de una mejor manera el artículo citado anteriormente es 

necesario en primer lugar tener en cuenta la organización de la corporación. Hay que 

tener claro que LAICA se compone de dos divisiones: la corporativa y la de 

comercialización.  

La división corporativa se rige por el Derecho Público porque  ejerce potestades 

de imperio. La división de comercialización se rige por el derecho privado, y es la 

encargada de comercializar todo el azúcar que se produce en el territorio nacional.  

De esta forma, la división corporativa no  lucra, y por lo tanto no está concebida 

para generar utilidades, pero su función es muy importante ya que se encarga por 

ejemplo de dar la asesoría necesaria a los productores e ingenios y realizar las 

investigaciones pertinentes para el mejor desarrollo y producción de la caña de azúcar 

y fortalecimiento de la producción de azúcar.   

Es por esto que la Ley crea en el artículo 14, una contribución parafiscal a favor 

de esta división corporativa, para que la misma tenga una fuente de ingresos y pueda 

seguir realizando sus funciones, las cuales son vitales para la buena producción del 

producto.  

La división de Comercialización es la que se encarga de comercializar el azúcar 

producido en el territorio, el cual lo adquieren de los ingenios, que a su vez lo adquieren 

de los productores, y este azúcar lo van a vender tanto al interno del país como en el 

exterior.  

Es así como la división comercializadora recibe el azúcar de los ingenios del 

país y lo comercializa. Una vez realizada esta operación, al total de los ingresos de la 

comercialización del azúcar, le rebaja los gastos que fueron necesarios para realizar la 
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operación y se obtienen las ganancias netas por distribuir. Sobres estas ganancias 

netas por distribuir se aplican el porcentaje que establece el impuesto. El porcentaje no 

es único sino que se tiene un rango el cual no puede ser menor al 2%, ni superior al 

5%, y se  aplica por bulto de azúcar.  

El porcentaje final (entre 2% y 5%) del tributo lo define a discreción LAICA, 

dependiendo de los ingresos que se obtuvieron.  

La determinación del impuesto se realiza de oficio, y se hace en el momento en 

que se les reparte el dinero de lo comercializado a los ingenios, quienes a su vez 

deben pagar a los productores el 62.5% de las ganancias que les da LAICA, ya que 

este es el porcentaje que a ellos les corresponde.  

De esta forma se puede observar que el tributo lo pagan los ingenios y los 

productores, y la división comercializadora tiene la función de ser un agente de 

retención, ya que cuando va a repartir las ganancias a los ingenios, debe retener el 

porcentaje correspondiente al impuesto y se lo debe entrega a la división corporativa, la 

que se constituye en el órgano a favor del cual se estableció la contribución parafiscal.  

Los recursos percibidos por el  impuesto nunca llega a manos de los ingenios, ya 

que  es retenido por la división comercializadora.  

En este sentido el impuesto es determinado por la misma corporación, y por lo 

tanto se tiene como una determinación de oficio. Una vez establecido el porcentaje del 

impuesto entre los rangos señalados por ley, y retenido a los ingenios, no se realiza 

otro procedimiento para entrar a conocer nuevamente el monto determinado. Tampoco  

hay un procedimiento de fiscalización propiamente establecido.  
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Es importante recalcar que la normativa en torno al tributo cobrado por LAICA es 

muy escaza, solo un artículo de la Ley hace referencia al mismo. No existe un 

desarrollo completo de la figura tributaria presente en dicha corporación y por lo tanto 

existen vacíos legales en la materia.  

4.4.2 El recurso de revocatoria contra la determinación del tributo cobrado por 

LAICA 

Como se estableció anteriormente no hay una norma en la Ley específica de 

LAICA que permita a los contribuyentes y sujetos pasivos impugna la determinación del 

tributo.  

Sin embargo, por tratarse de materia tributaria y existir un vació legal en la 

materia, es posible aplicar en forma subsidiaria el CNPT, ya que su artículo 1 así lo 

establece.  

De esta forma, se puede decir que es procedente el recurso de revocatoria 

contra la determinación realizada por LAICA, el cual está regulado por el CNPT, y no 

por la Ley Orgánica de la Agricultura e Industria de la Caña De Azúcar, ya que la 

misma posee vacíos legales en cuanto al tema.  

Cabe aclarar que no se tiene conocimiento de que se haya intentado interponer 

un recurso de revocatoria, ya que los contribuyentes se limitan a recibir el dinero por la 

venta del azúcar, y no impugnan el monto retenido por concepto del tributo.  

Sin embargo podría interponerse el recurso, ya que así lo contempla la 

normativa tributaria; y en este caso específico, resulta de vital importancia la 

procedencia del  recurso de revocatoria, ya que el porcentaje del tributo no está 

claramente definido, sino que como se estudió anteriormente, se encuentra dentro de 
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un rango; por lo que debe existir la posibilidad de los sujetos pasivos de pronunciarse y 

recurrir la determinación, en caso de que no estén de acuerdo con el monto que se les 

retiene por concepto del tributo.  

4.5 PROCEDIMIENTO DE DETERMINACIÓN E IMPUGNACIÓN DE LOS 

TRIBUTOS DE LA CORPORACIÓN BANANERA NACIONAL. 

4.5.1 Generalidades de tributo a favor de la Corporación Bananera Nacional: 

La Corporación Bananera Nacional (en adelante COBANA), tiene a su favor un 

tributo (contribución parafiscal) establecido en el artículo 23 de su Ley N° 4895, el cual 

expresa:  

“Artículo 23.- Para el mantenimiento y para los gastos de operación de la 

Corporación Bananera Nacional, así como para la adquisición de los bienes que ésta 

requiera en el cumplimiento de sus fines, se establece una contribución obligatoria 

de cinco centavos de dólar de los Estados Unidos de América por caja de banano 

exportada, que pagarán en colones, al tipo de cambio interbancario del día, los 

productores de banano. Este aporte estará exento del pago del impuesto sobre la renta 

y será retenido y traspasado directamente a la Corporación Bananera Nacional 

(CORBANA) por las compañías compradoras o comercializadoras de la fruta, mediante 

dos liquidaciones quincenales cada mes”334. (Negrita no es original).  

Como se aprecia en el artículo citado anteriormente, el tributo se establece para 

las exportaciones. Por lo que quien desea exportar banano debe pagar un impuesto de 

                                            
334 Ley De La Corporación Bananera Nacional del 16 de noviembre de 1971. Art.23.  
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5 centavos de dólar (se paga en colones según el tipo de cambio del momento), por 

cada caja que desee enviar.  

La Procuraduría se ha referido a las facultades de CORBANA como 

Administración Tributaria  en el Dictamen C-005-2203 del 16 de enero del 2003, lo 

anterior debido a que existían dudas si el impuesto a la exportación del banano le 

corresponde cobrarlo a el Servicio Nacional de Aduanas, quien es el órgano 

competente en materia de recaudación de tributos a la exportación (Art. 1 Ley 7557), o 

a CORBANA quien tiene a su favor el impuesto a la exportación del banano, según lo 

establecido en  el artículo 23 de la Ley de CORBANA citado anteriormente335. 

El análisis de las potestades que el ordenamiento jurídico le otorga a CORBANA 

ha llevado a la Procuraduría a considerar esta corporación como una verdadera 

Administración Tributaria. En este sentido ha expresado:   

“Si partimos de que el aporte establecido en el artículo 23 de la Ley N°4895 a 

cargo de los productores de banano, es una contribución de carácter parafiscal, que 

mantiene su naturaleza tributaria especial, y de la cual CORBANA es acreedora, no 

queda más que admitir que a tenor del Código de Normas y Procedimientos Tributarios 

ésta reviste la condición de administración tributaria336". 

De esta forma corresponde a CORBANA ejercer la gestión y fiscalización de la 

contribución obligatoria, lo que le permite determinar la obligación correspondiente y 

procurar que dicha  determinación y la  ejecución se apegue a lo dispuesto en la Ley.   

                                            
335

 Procuraduría General de la República. Dictamen C-005-2203 del 16 de enero del 2003 
336

 Procuraduría General de la República. Dictamen N° C-035-2002  4 de febrero de 2002 
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Con  base en lo anteriormente citado, la Procuraduría concluye que CORBANA 

es una Administración Tributaria, y por las facultades que la ley le concede es el órgano 

competente para recaudar, fiscalizar y determinar el impuesto al banano, establecido 

en el artículo 23 de la Ley de CORBANA.  

Además del impuesto que se instituye en el artículo 23 de la Ley de CORBANA, 

la Ley número 5515, crea otro impuesto al banano, el cual no le fiscalizar a CORBANA:  

“Artículo 1º.- Se establece un impuesto de un dólar de los Estados Unidos de 

América ($ 1.00) sobre cada caja o envase de banano de 40 libras netas que se 

exporte. Para cajas o envases de mayor o menor peso, el impuesto se aplicará 

proporcionalmente. 

Respecto al banano comprado en el país para su exportación, este impuesto 

será pagado por la compañía compradora, sin que en forma alguna pueda ser 

trasladado al productor. En este caso el Banco Central de Costa Rica determinará a 

quién corresponde el pago del impuesto.”337. 

Sobre este impuesto se ha referido la Procuraduría de la siguiente manera:  

“Respecto de este tributo, se ha señalado que CORBANA es administradora de 

fondos de terceros, por lo que en caso de no cumplimiento de la obligación tributaria, la 

Empresa no asume responsabilidad y debe limitarse a comunicar a la Dirección 

General de Aduanas la situación”. 

                                            
337

 Ley Nº 5515 del 19 de abril de 1974. Art. 1 
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Tendiendo claro que la contribución parafiscal de 5 centavos, es el tributo que 

CORBANA tiene potestad de fiscalizar y determinar, es necesario conocer la forma en 

que este tributo se cobra.  

Los sujetos pasivos deben cancelar mediante 2 liquidaciones quincenales cada 

mes la contribución de 5 centavos. El obligado por lo tanto cuenta con 15 días 

naturales a partir de la realización del hecho generador (la respectiva exportación) para 

girar el monto correspondiente a CORBANA338.  

 En caso de no pagar el tributo en el plazo establecido debe cancelar además, 

los intereses. Si no se cancela, la Sección de Ingresos y Egresos cuantifica el monto de 

lo adeudado y procede a iniciar  el cobro administrativo339.  Además, en caso de que el 

tributo no se pagó en forma adecuada e integra, CORBANA puede iniciar el 

procedimiento determinativo que se verá a continuación.  

4.5.2 Procedimiento de determinación de oficio de la contribución de 5 centavos 

a favor de CORBANA. 

La gestión, fiscalización y cobro de la contribución parafiscal de 5 centavos de 

dólar, está regulada por el reglamento “Reglamento de Gestión, Fiscalización y Cobro 

Administrativo y Judicial de la Contribución Parafiscal de los Cinco Centavos dispuesta 

en la Ley de la Corporación Bananera Nacional”.  

                                            
338

 Reglamento de Gestión, Fiscalización y Cobro Administrativo y Judicial de la Contribución Parafiscal 
de los Cinco Centavos dispuesta en la Ley de la Corporación Bananera Nacional del 22 de junio de 2004. 

Art. 22.  
339

 Reglamento de Gestión, Fiscalización y Cobro Administrativo y Judicial de la Contribución Parafiscal 
de los Cinco Centavos dispuesta en la Ley de la Corporación Bananera Nacional. Op cit. Art. 23.  
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El órgano encargado de realizar la determinación es la Sección de Ingresos y 

Egresos.340 Es importante anotar que para que dicho órgano pueda iniciar la 

determinación debe haber una autorización expresa de la Gerencia General o 

Subgerencia General de CORBANA, además de que es imprescindible que el acto 

escrito de iniciación de diligencias se notifique al sujeto pasivo.  

Este órgano puede realizar las actuaciones tendientes a la efectiva 

comprobación e investigación de la situación tributaria del sujeto pasivo. Y en caso de 

que se establezca en forma preliminar que no se pagó el impuesto o si se pagó pero no 

se hizo correctamente, se debe remitir al contribuyente el traslado de cargos en donde 

se le indiquen los períodos y los hechos investigados.  

Una vez efectuado el traslado de cargos, se le da audiencia al sujeto pasivo por 

un plazo de 5 días hábiles, para que se refiera a los cargos y ofrezca la prueba que 

estime conveniente341. En caso de que el sujeto pasivo no conteste el traslado de 

cargos, se continúa con la investigación, ya que esto no constituye un impedimento 

para que se proceda posteriormente a dictar la resolución determinativa.  

Las diligencias no pueden demorar más de 2 meses, salvo que la causa así lo 

amerite, y esta prórroga debe ser justificada342.  

Como parte de la determinación la Sección de Ingresos y Egresos, tiene la 

potestad de solicitar al sujeto pasivo, la información de trascendencia tributaria 

                                            
340

 Reglamento de Gestión, Fiscalización y Cobro Administrativo y Judicial de la Contribución Parafiscal 
de los Cinco Centavos dispuesta en la Ley de la Corporación Bananera Nacional. Op cit. Art. 4.  
341

 Reglamento de Gestión, Fiscalización y Cobro Administrativo y Judicial de la Contribución Parafiscal 
de los Cinco Centavos dispuesta en la Ley de la Corporación Bananera Nacional. Op cit. Art. 10.  
342

 Reglamento de Gestión, Fiscalización y Cobro Administrativo y Judicial de la Contribución Parafiscal 
de los Cinco Centavos dispuesta en la Ley de la Corporación Bananera Nacional. Op cit. Art. 10.  
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pertinente. Como por ejemplo su contabilidad, libros legales y contables, facturas, 

correspondencia, documentación, programas informáticos, entre otros343.   

Una vez finalizadas las actuaciones, y se tenga recopilada la información 

necesaria se debe notificar al sujeto pasivo que se clausuran las actuaciones, y se 

remite la información a la Gerencia General para que esta dicte una resolución final344.  

Esta resolución debe ser notificada al sujeto pasivo y contra la misma puede 

establecer los recursos que se verán en la siguiente subsección. 

4.5.3 Impugnación contra la resolución determinativa del tributo a favor de 

CORBANA 

Contra la Resolución dictada por la Gerencia General procede el recurso de 

revocatoria ante el mismo órgano y el de apelación ante la Junta Directiva345. El recurso 

de revocatoria se debe interponer ante la Gerencia General de CORBANA, ya que es el 

órgano que dictó la resolución final, y se tiene un plazo de 3 días para su interposición.  

Igualmente existe la posibilidad de interponer un recurso de apelación, para el 

cual se tiene un plazo de 5 días luego de la notificación. En caso de que se interpongan 

ambos recursos en forma simultánea, el plazo para los dos recursos es de 3 días 

hábiles.  

Una vez interpuesto el recurso de revocatoria la Gerencia General tiene 5 días 

hábiles para resolver lo que concierne al fondo y admisión del recurso de Revocatoria. 

Y en caso de haberse interpuesto apelación se limita a admitirlo y elevarlo a la Junta 

                                            
343

 Reglamento de Gestión, Fiscalización y Cobro Administrativo y Judicial de la Contribución Parafiscal 
de los Cinco Centavos dispuesta en la Ley de la Corporación Bananera Nacional. Op cit. Art.12.  
344

 Reglamento de Gestión, Fiscalización y Cobro Administrativo y Judicial de la Contribución Parafiscal 
de los Cinco Centavos dispuesta en la Ley de la Corporación Bananera Nacional. Op cit. Art.13. 
345

 Reglamento de Gestión, Fiscalización y Cobro Administrativo y Judicial de la Contribución Parafiscal 
de los Cinco Centavos dispuesta en la Ley de la Corporación Bananera Nacional. Op cit. Art. 14.  
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Directiva quien tiene un plazo para resolver de 10 días hábiles prorrogables por 

razones de fuerza mayor. Una vez resueltos los recursos, se remiten a la Sección de 

Ingresos y Egresos, quien a su vez remite a la Dirección Jurídica para que realice el 

cobro correspondiente346.  

4.5.4 El recurso de revocatoria contra la resolución determinativa del tributo a 

favor de CORBANA: 

Como anteriormente se estableció, sí procede el recurso de revocatoria contra la 

resolución que dicta la Gerencia General. Haciendo un breve resumen del 

procedimiento para interponerlo, se tiene un plazo de 3 días para presentarlo y la 

Gerencia General tiene un plazo de 5 días para resolverlo.  

Este recurso cobra especial relevancia para este procedimiento ya que el órgano 

que realiza las actuaciones para determinar el tributo (Sección de Ingresos y Egresos), 

no es el mismo órgano que dicta la resolución determinativa (Gerencia General), por lo 

que es imprescindible que exista un recurso de revocatoria para poder impugnar el acto 

final de determinación, ya que permite al sujeto pasivo ejercer sus derechos, tales 

como el derecho de defensa, de una forma más amplia.  

 

 

 

 

                                            
346

 Reglamento de Gestión, Fiscalización y Cobro Administrativo y Judicial de la Contribución Parafiscal 
de los Cinco Centavos dispuesta en la Ley de la Corporación Bananera Nacional. Op cit. Art. 15. 
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CAPITULO VI: CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES: 

4.1 CONCLUSIONES: 

En la investigación realizada se concluyen los siguientes puntos:  

 Los procedimientos administrativos tributarios, son una serie de actos 

concatenados con el fin de que la Administración Tributaria pueda ejercer sus 

potestades, a la vez que garantiza los derechos e  intereses del administrado, 

especialmente sus derechos fundamentales a la legalidad, a un debido proceso y al 

derecho de defensa, garantizados en los artículos 11 y 39 de la Constitución 

Política. 

 Los principios que rigen el procedimiento determinativo de la obligación 

tributaria y la materia impositiva en general, lo integran los principios generales que 

rigen dichos procedimientos administrativos, a saber: la búsqueda de la verdad real, 

el antiformalismo, celeridad y oficiosidad, imparcialidad, debido proceso, defensa;   

El  principio tributario formal: de reserva de ley tributaria; y los principios 

constitucionales,  que cruzan en forma transversal el sistema jurídica: de seguridad 

jurídica; irretroactividad; e interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos en 

materia tributaria; y los principios materiales: principio de generalidad tributaria; 

principio de capacidad económica contributiva; principio de igualdad y progresividad 

tributaria y principio de no confiscatoriedad).   

 El recurso de revocatoria en los procedimientos determinativos, es un 

medio de protección y defensa del sujeto pasivo contra los actos y actuaciones de la 

administración que afecta sus intereses y derechos. El recurso permite volver a 
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examinar el acto final de determinación de oficio, a la vez que asegura el derecho 

de defensa y garantiza el debido proceso del sujeto pasivo. Es por esto que ante 

todo procedimiento de determinación de oficio de las obligaciones tributarias debe 

existir siempre la posibilidad de interponer el recurso en contra de la determinación, 

de lo contrario se estarían violentando los derechos y garantías de los 

administrados.   

 Contra la resolución determinativa que dicta la Dirección General de 

Tributación, procede el recurso de revocatoria. Este recurso ha sido objeto de 

controversias al reformarse el CNPT mediante la Ley de Simplificación Tributaria, ya 

que la DGT confirmó, mediante varias resoluciones, su procedencia y 

posteriormente la misma DGT eliminó la posibilidad de su interposición. Sin 

embargo, la Ley de Fortalecimiento de la Gestión Tributaria del 2012, vino a eliminar 

la incertidumbre sobre la posibilidad de recurso, al establecerlo claramente en su 

artículo 145. De esta forma el  recurso se puede interponer en los 30 días hábiles 

siguientes  a la notificación de la resolución determinativa, y se debe resolver en un 

plazo igual.  

 El procedimiento de determinación de oficio de las obligaciones 

aduaneras se da en los casos en que la Autoridad Aduanera determina que no se 

cancelaron los tributos debidamente, o que se incumplieron regulaciones del 

comercio exterior. Contra la resolución determinativa que dicte la Autoridad 

Aduanera, cabe el recurso de reconsideración, que para todos los efectos viene a 

ser un recurso de revocatoria, y se tiene un plazo de 3 días hábiles para su 

interposición.   
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 Las municipalidades son administraciones tributarias cuando realizan 

funciones tributarias como la percepción de tributos, la fiscalización y la 

determinación de oficio de las obligaciones tributarias de las cuales son acreedoras. 

Los procedimientos determinativos que lleven a cabo las municipalidades deben 

tener la posibilidad de que el sujeto pasivo pueda presentar un recurso de 

revocatoria en contra de la resolución que determina el tributo. Este recurso se debe 

interponer ante el mismo órgano que dictó el acto, y los plazos varían según los 

diferentes tributos y las diferentes leyes que los regulan en cada una de las 

municipalidades.  

 El impuesto de bienes inmuebles, es aplicado en los ochenta y un 

cantones de la República, y por ello su naturaleza es nacional, porque fue creado 

por el Estado mediante Ley; pero es administrado por las municipalidades, quienes 

tienen potestades de fiscalización y recaudación. El procedimiento determinativo se 

realiza mediante la determinación del valor de los bienes inmuebles sujetos al 

tributo, que corresponde a la base imponible, a la cual se le aplica la tarifa del 

0.25% anual, pagadero por trimestres por el contribuyente.  

Contra el acto final  de la Oficina de Valoraciones procedente el recurso de 

revocatoria. Este recurso debe interponerse dentro de los  15 días hábiles 

siguientes. La administración municipal cuenta con un plazo igual para dictar la 

resolución que resuelva el recurso  

 En el  impuesto sobre patentes municipales,  no existe una ley general 

que abarque todas las municipalidades, sino que cada municipalidad tiene su propia 

normativa en cuanto a patentes.  
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Sin embargo, contra la resolución que determina el impuesto de patentes 

municipales, sí procede el recurso de revocatoria, el cual se debe interponer ante el 

mismo órgano que dictó la resolución o el acto final de determinación.  

En algunas de las municipalidades, está claramente establecido este recurso, 

especialmente las que poseen leyes de impuestos a patentes más reciente. En 

estas leyes se establece que el recurso de revocatoria se interpone ante el órgano 

encargado de realizar la determinación y dictar el acto final. Lo que varía de una ley 

a otra son los plazos de interposición y el órgano encargado de la determinación.  

Sin embargo, en otras municipalidades, las leyes de impuestos municipales 

no señalan expresamente la procedencia del recurso de revocatoria contra la 

determinación de oficio del impuesto de patentes municipales. En estos casos es 

posible la aplicación supletoria de Código Municipal; que en los artículos 161 y 162 

(según corresponda) hace referencia a la procedencia del recurso de revocatoria en 

contra de los actos que dicten los diferentes funcionarios de la municipalidad, lo que 

es aplicable al acto final de determinación del impuesto sobre patentes municipales. 

Lo anterior por cuanto se aplica supletoriamente el Código Municipal cuando las 

leyes de patentes no regulan expresamente el recurso de revocatoria, en estas 

circunstancias la aplicación supletoria del Código Municipal se hace necesaria para 

proteger los derechos y las garantías de los sujetos pasivos.  

 Existen diferentes instituciones en Costa Rica que tienen a su favor 

tributos, los cuales se denominan tributos institucionales, en función del sujeto 

activo. Estas instituciones se pueden considerar como administraciones tributarias, 

cuando ejercen potestades tributarias. Por lo general los tributos que perciben las 
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instituciones se configuran como contribuciones parafiscales, las cuales tienen la 

peculiaridad de ser figuras tributarias que no integran el presupuesto del Estado, es 

decir no van a la caja única, sino que integran el presupuesto de la respectiva  

institución. Pese a sus particularidades las contribuciones parafiscales son tributos, 

sujetos a los principios tributarios indicados (particularmente sometidos al principio 

de reserva tributaria constitucional) y por lo tanto son susceptibles de determinación 

mediante un procedimiento determinativo que debe ser realizado por la misma 

institución.  

 La CCSS tiene la labor de recaudar los tributos de diferentes instituciones, 

pero solo tiene la potestad de determinar los tributos a favor de la misma. Son los 

inspectores quienes realizan la determinación mediante el procedimiento 

determinativo de las obligaciones obrero-patronales. El informe de inspección que 

dictan los inspectores es una resolución determinativa, y contra esta procede el 

recurso de revocatoria, el cual  se debe interponer en el plazo de 5 días hábiles y 

debe ser resuelto en los siguientes 45 días.   

 El INA es una administración tributaria ya que es acreedora de tributos y 

como tal tiene potestades tributarias, a pesar de que la CCSS es la encargada de 

recaudar los tributos. El INA en el ejercicio de sus potestades puede realizar la 

determinación de oficio de los tributos de los cuales es acreedor.   

La resolución determinativa producto del procedimiento tiene recurso de 

revocatoria, sin embargo no se establece en la normativa específica en cuanto al 

plazo para interponer el recurso, por lo que se aplica supletoriamente el CNPT  y se 

entiende que el plazo es de  30 días.   
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 El IMAS tiene tributos institucionales a su favor y en su condición de 

administración tributaria puede determinar dichos tributos mediante un 

procedimiento determinativo. Contra la resolución determinativa de este 

procedimiento cabe el recurso de revocatoria ante la Unidad de Gestión de Cobro, 

quien es el órgano encargado de llevar el procedimiento y dictar la resolución. Se 

establece un plazo de 8 días para resolverlo, pero no se indica en la normativa 

específica un plazo de interposición, por lo que es pertinente aplicar  

supletoriamente el CNPT el cual otorga un plazo de 30 días.  

 Existen tributos a favor de corporaciones, los cuales se llaman tributos 

corporativos, en función del sujeto activo. Estos tributos se configuran usualmente 

como contribuciones parafiscales. Las corporaciones pueden ser sujetos activos de 

las obligaciones tributarias y por lo tanto pueden ejercer las potestades de 

recolección, fiscalización y determinación de los tributos que la ley les conceda. Las 

corporaciones que son acreedoras de tributos y que ejercen  funciones tributarias, 

pueden ser consideradas como Administraciones Tributarias.  

 El Banco Popular tiene un tributo corporativo a su favor, el cual es 

recaudado por la CCSS. El Banco Popular no realiza un procedimiento 

determinativo, simplemente se adjunta a lo que la CCSS le reporta, ya que 

considera que todos los  aportes están al día y por lo tanto no realiza ninguna 

determinación sobre este porcentaje.  

La determinación de los tributos no es un tema importante para el Banco, sus 

empleados desconocen sobre la materia, esto se debe a que la Sala Constitucional 

declaró inconstitucional la potestad tributaria de requerir información  de los 
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inspectores del Banco Popular, argumentado que se está violentando el  derecho a 

la intimidad del sujeto pasivo y que el Banco Popular no es esencial para el 

desarrollo de la sociedad costarricense.  

Es por esto que se concluye que no  existe un procedimiento de 

determinación de oficio de las obligaciones tributarias a favor del Banco Popular, y 

por lo tanto tampoco hay un recurso de revocatoria contra el acto final de 

determinación, ya que la misma no se realiza, dejando al Banco Popular en un 

estado de incertidumbre, donde no se sabe bien si tiene o no potestades tributarias 

para poder determinar las obligaciones tributarias de las cuales es acreedor.    

 Los Colegios Profesionales se constituyen como Administraciones 

Públicas, cuando ejercen sus funciones administrativas. Además pueden 

constituirse como Administraciones Tributarias cuando realizan su deber de 

recaudar tributos, tales como los timbres del colegio y las cuotas obligatorias de la 

colegiatura, las cuales se pueden considerar como tributos en virtud de su carácter 

obligatorio para el colegiado.  

  El Colegio de Abogados no realiza un procedimiento determinativo para 

las cuotas de la colegiatura ya que el monto es fijo, y por lo tanto no posee ninguna 

variable, la cual se deba determinar.  

En el caso de los timbres, tampoco se realiza un procedimiento determinativo 

por parte del Colegio, sin embargo en estos casos sí tiene sentido la realización de 

este procedimiento, si el sujeto pasivo no paga los timbres pertinentes o realiza un 

pago completo. Siendo un tributo a favor del Colegio, el mismo tiene carácter de 
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administración tributaria y por lo tanto podría realizar un procedimiento 

determinativo para determinar el tributo por pagar.  

 Es importante indicar que los colegios procesionales no poseen oficinas de 

fiscalización del pago de los timbres, y esta función es llevada a cabo por las 

oficinas (sea judiciales o administrativas) donde se paga el timbre agregado a 

escritos o documentos. En las oficinas administrativas se limitan a rechazar el 

trámite si no se han cancelado los timbres, y en las judiciales se previene a la parte 

que pague los timbre pertinentes. De esta forma el Colegio no está ejerciendo sus 

funciones tributarias, dejando de lado su carácter de administración tributaria y se 

acoge a lo que los otros entes le indiquen.  

 En el caso del ICAFÉ,  este tiene atribuciones tributarias, ya que posee a 

favor el impuesto a las exportaciones del Café en Costa Rica. El  ICAFÉ no realiza 

una determinación del impuesto a posteriori, ya que la determina de oficio en 

primera instancia la hace la misma corporación, con los datos suministrados por el 

contribuyente a lo largo del proceso de exportación de café. Posterior a esta 

determinación no hay otro procedimiento para corroborar los datos, y fiscalizar el 

impuesto, sino que el monto queda establecido de una sola vez.  

Contra esta determinación, la legislación específica no establece un recurso 

de revocatoria, ya que las leyes que regulan la materia poseen vacíos legales. Se 

ha considerado por parte de la institución y de los  contribuyentes del impuesto que 

no existe el recurso de revocatoria contra la determinación del impuesto. Hasta el 

momento no se tiene conocimiento de que algún contribuyente intentará presentar 

un recurso de revocatoria en estos casos; sin embargo, al existir un vacío legal en la 
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materia es posible la aplicación del CNPT, el cual es aplicable en forma supletoria 

en materia de tributos, cuando las normas específicas contiene vacíos legales.   

 LAICA se constituye como administración tributaria acreedora de tributos 

corporativos, ya que tiene a favor de la división corporativa, un tributo que se paga 

por la venta del azúcar.  

La determinación del tributo se realiza en primera instancia de oficio, es decir 

no se da la autodeterminación en ningún momento.  Una vez establecido el 

porcentaje del impuesto entre los rangos señalados por ley, y retenido a los 

ingenios, no se realiza por parte de la corporación otro procedimiento para entrar a 

conocer nuevamente la determinación. Tampoco hay un procedimiento de 

fiscalización propiamente establecido. Sin embargo existe la posibilidad de aplicar 

en forma supletoria el CNPT, que faculta a los sujetos pasivos a interponer el 

recurso de revocatoria contra la determinación de oficio.  

La aplicación supletoria en este caso del CNPT es posible ya que la 

normativa de LAICA en relación con el tributo, con la fiscalización y determinación 

es muy escueta y plasmada de vacíos legales. 

Teniendo en cuanta que el Código de Normas y Procedimientos Tributarios 

se aplica subsidiariamente cuando existan vacíos legales (artículo 1) como en este 

caso, se puede decir que es procedente el recurso de revocatoria contra la 

determinación realizada por LAICA, y estaría regulado por las normas del CNPT, y 

no por la Ley específica. En este sentido, el recurso de revocatoria contra la 

determinación realizada por LAICA se debe interponer en el plazo de 30 días, ante 

el mismo órgano que realizó la determinación.  
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Cabe aclarar que actualmente no se tiene conocimiento de que algún 

contribuyente haya intentado impugnar el monto del tributo mediante un recurso de 

revocatoria,  ya que los mismos se limitan a recibir las ganancias que les 

proporciona LAICA por la venta del azúcar y no impugnan los montos retenidos por 

la corporación.   

Sin embargo, como se estableció cabe la posibilidad de interponerlo, 

amparándose en el CNPT. En el caso específico de este tributo el recurso de 

revocatoria cobra mayor importancia ya que el monto no está definido por ley sino 

que está entre un rango y es la administración quien discrecionalmente establece el 

monto, por lo que la negación de interposición de este recurso estaría violando los 

derechos y garantías de los contribuyentes.  

 CORBANA, tiene muy claro su carácter de administración tributaria, y sus 

potestades para  cobrar el impuesto de 5 centavos sobre el banano exportado. Esto 

se ve reflejado en el reglamento específico para la fiscalización, cobro y gestión del 

impuesto. Es la única corporación de las estudiadas que ha desarrollado este tipo 

de normativa tributaria, lo que ha permitido a la misma poder visualizarse como una 

administración tributaria y realizar de una mejor manera sus funciones tributarias.  

Si existe un recurso de revocatoria  contra la resolución determinativa dictada 

por la Gerencia General de CORBANA, y se tiene un plazo de 3 días para su 

interposición, y de 5 días para ser resuelto.  

 A lo largo de la investigación se ha logrado comprobar que el recurso de 

revocatoria contra el acto final de determinación que realizan las diferentes 

administraciones tributarias (central, municipal, institucional y corporativa)  si es 
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procedente,  sea porque las normas específicas lo regulan, o por aplicación 

supletoria del CNPT, de esta forma se garantizan los derechos fundamentales de 

los administrados, tales como el debido proceso y defensa.  

4.2 RECOMENDACIONES: 

Expuesto el panorama sobre el recurso de revocatoria contra la determinación 

de oficio de las obligaciones tributarias en el ordenamiento jurídico costarricense, se 

recomienda:  

 Que el recurso de revocatoria se mantenga (donde existe) y se 

incorpore (donde no se regule)  en todos los procedimientos determinativos de 

todas las obligaciones tributarias, ya que contribuye al resguardo de los 

derechos e intereses de los administrados, a la vez que garantiza sus derechos 

fundamentales y con ello tiende a eliminar la arbitrariedad . Es por esto que no 

se debe eliminar de las leyes y normativa que lo establecen, y por el contrario 

regularlo en aquellos procedimientos donde no exista. A tales efectos  se 

recomienda emplear las mejores técnicas legislativas al legislar en estas  

materias  

 Que ante toda determinación de oficio de las Administraciones 

Tributarias, se pueda interponer el recurso de revocatoria. En los casos de 

ICAFÉ y LAICA que las leyes específicas no contemplan esta posibilidad, se 

recomienda se reformen y amplíen su normativa para  incorporar el derecho a 

impugnar la determinación por parte de los contribuyentes.  

 Que las instituciones y corporaciones acreedoras de tributos en 

Costa Rica, se visualicen como verdaderas Administraciones Tributarias, para 
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realizar de mejor manera la labor en la fiscalización y determinación de los 

tributos. Esto es posible creando conciencia en los mismos entes sobre sus 

facultades y potestades tributarias, además de realizar desarrollo de la 

normativa tributaria de las mismas corporaciones e instituciones, donde se 

establezca claramente los procedimientos administrativos tributarios. 

 Que los Colegios Profesionales, entre ellos el Colegio de 

Abogados,  asuman su rol de administración tributaria, y desarrollen las 

funciones que les compete como tales. Además, que se instauren oficinas para 

la fiscalización y determinación de los tributos de los cuales son acreedoras 

estas corporaciones.   

 Que se solucione el problema en cuanto a las potestades tributarias 

del Banco Popular, ya sea dándole condición de administración tributaria, o 

eliminando el tributo. Esto para no continuar con la incertidumbre que existe en 

relación al tema. Resulta indispensable resolver este conflicto, ya que el tributo 

del Banco Popular no está siendo fiscalizado, ni determinado, lo que está en 

contra del sistema tributario costarricense.  
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